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Un techo que nos cubra a todos
EDITORIAL

Por Abraham L. Gak
Director

En distintas oportunidades se ha señalado que la raíz estructural de 
las crisis argentinas está vinculada a la insuficiencia en la provi-
sión de bienes públicos.

Por un largo período de más de 30 años, el Estado se ha ido 
retirando de esa función, hasta que la crisis desatada a fines de 

2001 brindó la oportunidad de modificar las reglas de funcionamiento de la 
economía y la política de nuestro país.

Es así que a partir de esa fecha, y en particular desde 2003, la Argentina 
viene creciendo a un promedio del 8 % anual, con la única excepción del año 
2009, como consecuencia de los embates de la crisis internacional.

En este último período no sólo se reestructuraron el monto, plazos y tasas 
de la deuda pública, sino que el Estado fue recuperando su participación en 
los procesos económicos y sociales, sobre todo, en el desarrollo de una agresiva 
agenda en materia de políticas sociales, sostenimiento del empleo y defensa de 
los derechos humanos.

Estas políticas han permitido reducir significativamente los índices de des-
empleo, subocupación, pobreza e indigencia y, simultáneamente, incrementar 
las inversiones en infraestructura y, en particular, en la educación.

Es sabido que se han llevado a cabo importantes inversiones en materia ha-
bitacional, sin embargo es evidente que la mayor parte de la inversión, sobre 
todo la privada, fue dirigida a la construcción de viviendas para el uso de los 
sectores de altos ingresos.

Si bien es cierto que a través de los planes vigentes se fueron construyendo 
un número importante de viviendas dirigidas a los sectores populares, éstas 
resultan manifiestamente insuficientes para atender una demanda insatisfe-
cha por décadas.

A esta circunstancia debemos agregar los flujos de poblaciones migrantes 
llegadas a los márgenes de las ciudades como consecuencia, en parte, del pro-
ceso de tecnificación del sector agrario. Esto ha generado  condiciones particu-
larmente difíciles y onerosas a importantes sectores vulnerables de la sociedad, 
que viven privados de servicios elementales como gas, agua potable y cloacas, 
además de otros elementos que hacen a la urbanización de los territorios que 
habitan.

La ausencia de asunción de responsabilidades por parte de algunos gobier-
nos federales para emprender una acción coordinada, permanente y eficaz 
en materia de provisión de condiciones dignas de habitabilidad, se une a la 
ausencia de políticas claras para enfrentar la especulación inmobiliaria que 
cada vez aleja más a las poblaciones de menores recursos, en particular jóve-
nes, de la posibilidad de tener su propio techo.

Estos son los desafíos, tal vez más significativos, para un gobierno que hace 
de la inclusión social el fundamento de su pensamiento político.
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Las estrategias de autourbanización informal parecieran 
estar al margen de las experiencias en planificación. El 
funcionamiento del mercado inmobiliario y la casi nula 
regulación estatal de mecanismos expulsan a los sectores 
más pobres cada vez más lejos.
Por Andrea Catenazzi
Instituto del Conurbano. Universidad Nacional de General Sarmiento

Una ciudad para todos

La planificación urbana 
en cuestión
La planificación urbana 
en cuestión
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A 
4 meses de lo sucedido en Soldati, en el sur 
de la ciudad de Buenos Aires, la ocupación 
de tierras para acceder a la ciudad nos 
enfrenta a un problema estructural. No 
se trata sólo de un problema de cantidad 

de viviendas o del tamaño de las viviendas, se trata del 
funcionamiento del mercado inmobiliario y la casi nula 
regulación estatal de mecanismos que expulsan a los 
sectores más pobres cada vez más lejos. Frente a esta 
distancia material y simbólica, las organizaciones y las 
familias construyen estrategias que permiten no sólo 
aprender a reducirla sino también a hacerla visible. 

Sobre el juego de intereses de las diferentes localiza-
ciones, la planificación urbana podría ser una herra-
mienta de política pública que permitiera incluir y 
priorizar lugares en la ciudad para aquellas demandas 
que el mercado no satisface, aunque para ello es nece-
sario discutir y renovar sus contenidos y sus prácticas. 
Actualmente, los problemas que se resuelven mediante 
la autourbanización parecieran encontrarse en los 
márgenes de la agenda de planificación, más cerca de 
las políticas de desarrollo social o en todo caso restrin-
gido al problema de la vivienda.

Si la planificación urbana es el dispositivo político 
mediante el cual se piensa e interviene con una vi-
sión de conjunto de la ciudad, la desigualdad urbana 
actual interpela a quienes trabajamos en estos temas a 
explicitar y revisar cuáles son los procesos urbanos que 
definen esa visión de conjunto, cuáles son los valo-
res que legitiman el debate de ideas en planificación 
urbana, los acuerdos políticos y administrativos, y los 
programas de acción. El propósito es analizar cómo se 
procesa la discusión sobre dónde tienen que vivir todas 
las familias, también las pobres, y qué lugar ocupa en 
las explicaciones, el mercado inmobiliario y la regula-
ción de su funcionamiento.

Autourbanización informal como 
estrategia de acceso a la ciudad

La villa, la toma de tierras, y la intrusión de edifi-
cios y espacios bajo autopistas son las estrategias que 
conforman la autourbanización informal. Las villas 
consisten en la ocupación particular (individual o 
familiar) de tierras en áreas consolidadas de la ciudad 
para la construcción de viviendas mínimas, general-
mente con materiales precarios. Las tomas de tierras 

se diferencian de las villas por su carácter colectivo así 
como por la ubicación periférica y la subdivisión pla-
nificada del terreno con la expectativa de una futura 
regularización urbana y consecuente permanencia en 
el lugar. Estos asentamientos se localizan en zonas de 
baja calidad ambiental cerca de arroyos y ríos conta-
minados, en viejas cavas o en tierras siempre alejadas 
de las áreas de centralidad. Dentro de este panorama 
surge a mediados de los años ochenta la estrategia de 
intrusión tanto de grandes edificios como de casas uni-
familiares en el centro, y en los últimos años, la ocupa-
ción de espacios residuales, como los bajo autopistas. 
Según el relevamiento de múltiples fuentes de María 
Cristina Cravino, Juan Pablo Del Río y Juan Ignacio 
Duarte sobre la magnitud y crecimiento de las villas 
y asentamientos en el Área Metropolitana de Buenos 
Aires en los últimos 25 años, existen por lo menos 819 
“asentamientos informales” (villas y asentamientos), 
en los que viven poco más de un millón de personas.

En todos los casos, además de los costos sociales que 
exige la autoconstrucción y los costos de la periferiza-
ción espacial de la población, se agregan los costos de 
la informalidad. Porque si las viviendas se construyen 
con la ayuda de familiares y amigos, sólo se consiguen 
terrenos para esas viviendas ocupando tierras públicas 
o privadas, o alquilando un cuarto en las villas o en 
loteos ilegales. No hay lugares gratuitos. Estas opciones 
modeladas por la lógica de la necesidad conforman 
los submercados residenciales de la economía informal 
con agentes y estrategias singulares de formación de 
precio, complementarias entre sí y en interacción con la 
economía formal.

Los estudios sobre las trayectorias habitacionales 
muestran que la movilidad espacial no se vincula 
necesariamente con variaciones en la situación de te-
nencia –que se mantiene por fuera de lo legal– sino más 
bien con cambios en el tipo de vivienda, como explicó 
María Mercedes Di Virgilio en su artículo “Trayectorias 
residenciales y estrategias habitaciones entre familias 
de sectores populares y medios residentes en el Área 
Metropolitana de Buenos Aires, Argentina”. Estos estu-
dios revelan la intensa segmentación de la dinámica de 
movilidad espacial de la población y un modelo de ur-
banización que no sólo expresa las diferencias sociales 
sino que reproduce esa desigualdad. La precariedad de 
la tenencia de la tierra y el riesgo al desalojo estructu-
ran tanto los conflictos como la respuesta social y de los 
poderes públicos. Las respuestas oscilan entre una ac-

Las tomas de tierras se diferencian de las villas por su carácter co-
lectivo, así como por la ubicación periférica y la subdivisión planifi-
cada del terreno con la expectativa de una futura regularización ur-
bana y consecuente permanencia en el lugar. Se localizan en zonas 
de baja calidad ambiental, cerca de arroyos y ríos contaminados.



ción represiva basada sobre el resguardo de la propie-
dad privada, hasta estrategias negociadoras apoyadas 
en prácticas clientelares o, de manera incipiente pero 
relevante como tendencia, en los principios de una po-
lítica pública fundamentada en los derechos humanos.

Estos procesos de informalidad urbana no configu-
ran una situación excepcional ni reciente: la urbani-
zación latinoamericana no puede comprenderse sin 
especificar los procesos de segregación socioespacial. 
La incapacidad de producir servicios sociales (salud, 
educación, esparcimiento) y una infraestructura urba-
na (redes de agua y cloacas, electricidad, gas) con una 
cobertura y acceso universal es uno de los elementos 
estructurales del desarrollo urbano latinoamerica-
no. Las diferencias entre “la ciudad legal y la ciudad 
ilegal” –título de una publicación referente realizada 
por J.E. Hardoy y D. Satterthwaite a mediados de los 
ochenta– no son nuevas, han existido en estrecha rela-
ción desde su fundación. Los autores planteaban para 
los gobiernos denominados del Tercer Mundo el desafío 
de planificar ciudades para quienes pueden pagar muy 
poco o nada por sus viviendas y por los servicios que 
utilizan, aunque paradójicamente, sean los principales 
constructores de gran parte de las ciudades.

Un análisis profundo no sólo sobre las diferencias 
sino sobre las complejas relaciones entre la ciudad legal 
e ilegal lo realiza Cravino en su trabajo “Territorialida-
des en las villas de la Ciudad de Buenos Aires. Estado, 
mercado y relaciones sociales en la espacialidad ba-
rrial”. La autora señala que sería más correcto calificar 
al mercado inmobiliario de las villas como “extralegal” 
porque contiene reglas de juego en un orden jurídico 
local que puede ser comprendido desde el pluralismo 
jurídico. Es decir que no comparte la idea de ilegali-
dad porque de este modo se cubre un vacío dejado por 
el Estado y porque no se construye en contra de la ley 
oficial.

Desde esta perspectiva, la autourbanización infor-
mal incluye situaciones de tenencia, características 
de localización y constructivas extralegales, que no se 
ajustan a la normativa que regula la ocupación de la 
tierra ni la construcción de la vivienda, pero al mismo 
tiempo da cuenta de estrategias de asociación y coges-
tión del hábitat ante la necesidad. 

Persistencias y alcances de la 
planificación urbana

La Argentina es un país tempranamente urbanizado 
con una distribución territorial que desde su origen fue 

notoriamente desigual. Desde la planificación urbana, 
este proceso tuvo explicaciones cambiantes y también 
fue diferente la capacidad de transformación atribuida 
a la práctica de la planificación. Si a mediados de los 
años cincuenta el problema era el crecimiento “descon-
trolado” de las ciudades y la solución, una confianza 
plena en la planificación para ordenarlas, los años 
ochenta profundizaron la discusión sobre los resulta-
dos de esos planes urbanos teniendo como horizonte el 
desafío de hacer planificación y gestión urbana en la 
nueva democracia. La experiencia de los planes estra-
tégicos, las iniciativas de desarrollo local, un urbanis-
mo más centrado en grandes proyectos que en planes 
urbanos y planes urbanos más centrados en normati-
vas que en la orientación de un crecimiento inclusivo 
y sustentable de las ciudades, marcaron los modos de 
hacer la planificación urbana en las últimas décadas.

La planificación urbana como herramienta de po-
lítica pública para resolver los problemas de acceso a 
la ciudad ha estado poco presente en la agenda de los 
diferentes gobiernos. Predomina una visión sectorial de 
los problemas urbanos y las intervenciones se definen 
en términos de obras públicas, la mayoría de las veces 
sin demasiada preocupación por sus consecuencias 
urbanísticas y sus efectos sobre el desarrollo económico 
y social de las ciudades. Cuando los criterios e instru-
mentos de la planificación urbana aparecen, lo hacen 
con una agenda restringida de problemas y son pocos 
los casos en que los que se incluye la cuestión de la au-
tourbanización formal, es decir, la ciudad de los loteos 
populares que permitieron junto con el ferrocarril la 
emergencia del conurbano bonaerense, y aún menos 
los que incluyen la autourbanización informal caracte-
rizada en el apartado anterior.

Un panorama del debate de la gestión urbana en la 
Argentina, durante los primeros años de la democra-
cia, puede sintetizarse alrededor de los siguientes ejes:

1. La articulación entre la planificación y la gestión.
2. La disyuntiva entre lo sectorial y lo integral.
3. La consideración de lo ambiental.
4. El debate sobre la participación.
5. La emergencia de lo local. 
Sin dar cuenta de un panorama exhaustivo, de un 

modo más impresionista que sistemático, estos ejes 
presentan un marco amplio que permite inscribir los 
debates recientes. La articulación de ideas y el peso re-
lativo dado a las distintas cuestiones fueron generando 
diversas prácticas de la planificación urbana.

En este contexto de ideas, los gobiernos locales han 
desarrollado un conjunto muy diverso de prácticas 
de planificación y gestión. A partir de un relevamien-

La desigualdad urbana actual interpela a quienes trabajamos en 
estos temas a explicitar y revisar cuáles son los procesos urbanos 
que definen esa visión de conjunto, cuáles son los valores que
legitiman el debate de ideas en planificación, los acuerdos políticos 
y administrativos, y los programas de acción.

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> La planificación urbana en cuestión
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to realizado en alrededor de noventa ciudades, las 
experiencias se han clasificado en cuatro grupos: los 
planes estratégicos, los planes urbano-ambientales, los 
grandes proyectos y las normativas urbanas, como se-
ñalamos junto a Eduardo Reese en “Planificación e ins-
trumentos de gestión del territorio”, artículo incluido en 
Gestión Municipal y Ciudad, del Ministerio del Interior. 
El primer grupo lo constituyen aquellas propuestas 
orientadas a promover procesos de desarrollo de base 
local. Estas iniciativas han tomado variadas denomi-
naciones, como Planes Estratégicos y Planes de Desa-
rrollo Local, entre otras. Las características comunes 
consisten en plantear los problemas del territorio desde 
un enfoque integral e interdisciplinario de los procesos; 
con un fuerte énfasis en la participación y la revalori-
zación del espacio local como ámbito privilegiado para 
la gestión del desarrollo.

En “Descentralización y planificación del desarrollo 
local”, basado sobre el análisis de veintidós planes de 
desarrollo local, A. Clemente muestra que la primera 
generación de planes, ubicados entre 1995 y 2000, no 
problematizó la relación entre pobreza y desarrollo 
sino que el énfasis estuvo en la cooperación entre acto-
res interesados por la mejora de la ciudad.

El segundo grupo está constituido por aquellas 
iniciativas que, haciendo un recorte de la complejidad 
territorial, abordan las cuestiones físico-urbano-am-
bientales. Como en el caso anterior, es posible encon-
trar diferentes denominaciones: Plan Urbano, Plan 
Urbano-Ambiental, Plan de Desarrollo Territorial y 
Plan de Ordenamiento, entre otras. Las características 
comunes son la identificación de procesos y escenarios 
de crecimiento de las ciudades; la definición de estra-
tegias y proyectos de actuación físico-ambientales a 
diferentes escalas (en especial sobre el espacio público); 
un creciente énfasis en la consideración de conflictos 
ambientales, y un intento por pasar de un urbanismo 
reglamentarista a un urbanismo operacional, aun 
cuando se verifica una escasa atención y cierta recu-
rrencia a los instrumentos tradicionales de gestión del 
plan. Los ejemplos de los municipios de San Fernan-
do, Morón y Moreno, entre otros, dan cuenta de una 
preocupación sostenida por comprender y reconocer 
los procesos sociales de producción de suelo urbano 
e incorporar la cuestión del acceso desde una agenda 
ampliada de planificación urbana. 

El tercer grupo está constituido por aquellas accio-
nes directas sobre el territorio que, de manera amplia, 

se denominan “grandes proyectos urbanos”. En general, 
se trata de proyectos urbanísticos llevados a cabo por 
los municipios de mayor población (las ciudades de 
Rosario, Córdoba y Buenos Aires son ejemplos de este 
tipo), a través de una vasta gama de opciones de finan-
ciamiento y que involucran la rehabilitación de predios 
con infraestructuras obsoletas, la renovación urbana 
de barrios degradados o de áreas centrales y comercia-
les, la relocalización o construcción de nuevos equipa-
mientos con características de centralidad, y demás.

El cuarto grupo, quizás el más numeroso, está 
constituido por un muy amplio abanico de instrumen-
tos municipales de carácter estrictamente normativo, 
cuya función principal es la de ser reguladores del uso, 
ocupación, subdivisión y equipamiento del suelo y/o 
de diferentes aspectos de la problemática ambiental. 
El panorama muestra una muy extensa variedad de 
situaciones. Desde el punto de vista de la técnica legis-
lativa y de la gestión, es posible encontrar desde muni-
cipios con códigos urbanísticos fuertemente estructura-
dos y compendiados a la manera de un digesto, hasta 
municipios que trabajan con un muy amplio menú 
de ordenanzas diferentes, en algunos casos de manera 
caótica, sobre temáticas específicas y sectoriales. En 
muchos casos, las normas urbanísticas se encuentran 
desactualizadas y presentan un extenso número de 
modificatorias y excepciones.

La planificación urbana mantiene su vigencia como 
herramienta de política para los gobiernos locales aun-
que predominan los planes y las normativas urbanas 
que se adecuan a los procesos territoriales más genera-
les. Son pocos los ejemplos donde se asume el proceso 
de planificación desde un enfoque de gestión activa del 
territorio que se proponga cambiar las dinámicas de 
exclusión e integración urbana. Una larga y arraigada 
concepción de la planeación urbana basada sobre la 
valorización del suelo de propiedad privada, sin con-
traprestación alguna a cargo del propietario, parece 
subsistir en los organismos estatales responsables de la 
planificación urbana. 

Se observa una fuerte tradición que reduce la polí-
tica urbanística a una acción de tipo regulatoria vía 
la aplicación de códigos u ordenanzas de zonificación 
y edificación que acompaña la dinámica del mercado 
inmobiliario (la proliferación de normativas para fa-
vorecer la localización de urbanizaciones privadas son 
una expresión de este sesgo).

Se detecta una total desarticulación entre herra-

Predomina una visión sectorial de los problemas urbanos y las 
intervenciones se definen en términos de obras públicas, la
mayoría de las veces sin demasiada preocupación por sus
consecuencias urbanísticas y sus efectos sobre el desarrollo 
económico y social de las ciudades.



mientas urbanísticas (plan y proyectos), herramientas 
administrativas (simplificación de trámites para cier-
tas iniciativas), herramientas de regulación (inclusión 
de zonas de vivienda de interés social en áreas de 
centralidad para promover la mixtura social), herra-
mientas de corte tributario (cargas y desgravaciones 
impositivas para favorecer o desalentar actividades 
o procesos como la existencia de predios vacantes) y 
políticas económicas activas (por ejemplo, líneas de 
financiamiento bancario con subsidios diferenciales 
en las tasas de interés para actividades urbanas que se 
quieran promocionar).

Desencuentros entre planificación urbana, 
política de vivienda y políticas sociales de 
hábitat

Esta agenda restringida de temas e instrumentos de 
planificación urbana se expresa en la división institu-
cional y organizativa de las políticas públicas frente a 
los problemas de la autourbanización. El modelo dual 
de “ciudad legal y ciudad ilegal” cristalizó y organizó 
una división entre los problemas de la ciudad legal re-
sueltos por los organismos de la planificación urbana y 
los problemas de la ciudad informal objeto de interven-
ción de las políticas sociales. La planificación plantea 
un orden para la ciudad que no incluye la autourba-
nización informal sino que da legalidad a la ciudad 
construida por el mercado. En realidad contribuye con 
sus indicadores urbanísticos a valorar diferencialmente 
la ciudad, a incluir a algunos y a desplazar a otros.

Los problemas derivados de la autourbanización 
se procesan en términos de programas sociales de 
reducción de la pobreza o en porcentajes de un déficit 
habitacional centrado en la unidad de vivienda y sin 
territorio. Las políticas sociales de hábitat promueven y 
apoyan los procesos de producción social y las respues-
tas incluyen la regularización dominial y urbana. Son 
procesos lentos por la complejidad de las interven-
ciones y la escasa inversión destinada a este tipo de 
programas de mejoramiento barrial. 

Según datos del Instituto de la Vivienda de la 
Provincia de Buenos Aires (octubre 2008), aproxi-
madamente el 60 por ciento del déficit habitacional 
corresponde a viviendas recuperables, sin embargo 
cada 7,8 viviendas nuevas se gestiona sólo una so-
lución de mejoramiento habitacional. La política de 
vivienda mantiene la cantidad de viviendas nuevas 
construidas como el principal indicador de éxito sin 

dar cuenta de la localización de las tierras disponibles 
para construir esas viviendas. Desde el 2003, en el 
marco del Plan Federal de Vivienda, 723.000 hoga-
res han mejorado su situación habitacional según el 
Consejo Federal de la Vivienda (2010). Es más que 
evidente la importante inversión pública destinada a 
vivienda y la masividad de sus resultados. La política 
de vivienda, más allá de los objetivos del Plan Fede-
ral de promover el crecimiento económico, generar 
empleo digno y fomentar la construcción, opera como 
política de suelo, por la demanda de suelo urbano 
para construir los programas de vivienda y porque 
una vez construidos estos programas, el precio del 
suelo aumenta por la acción del Estado.

En los últimos años, desde el ámbito nacional se han 
generado ámbitos para colocar estos temas en el marco 
de una discusión federal. La creación del Consejo Fe-
deral de Planificación, la formulación del Plan Estra-
tégico Territorial (2008) bajo la responsabilidad de la 
Subsecretaría de Planificación Territorial de la Inver-
sión Pública y la elaboración de un anteproyecto de 
ley de ordenamiento territorial nacional que se suma a 
otros tres proyectos que se encuentran en tratamiento 
parlamentario, son decisiones relevantes para institu-
cionalizar el debate. El Ministerio del Interior desde el 
Programa de Mejora de la Gestión Municipal promue-
ve el fortalecimiento de herramientas de planificación 
integrada del territorio en la agenda de los gobiernos 
locales.

En el Área Metropolitana de Buenos Aires, que según 
los datos provisionales del Censo 2010 tiene una pobla-
ción de casi 12.800.000 habitantes, estos desencuentros 
que persisten entre planificación urbana, política de vi-
vienda y producción social urbana tienen su expresión 
singular. Se suman las consecuencias de las decisiones 
de gestión urbana que toman como límite la jurisdic-
ción municipal cuando la dinámica de urbanización, y 
por lo tanto de la producción social urbana, es metro-
politana. En nuestra cultura política y de gestión públi-
ca se impone “la ciudad de las jurisdicciones” –ciudad 
de Buenos Aires versus los municipios del conurbano 
bonaerense– y la puesta en marcha de acuerdos institu-
cionales metropolitanos ha sido de difícil coordinación 
y lento accionar.

Desencuentros y una agenda restringida de plani-
ficación urbana no configuran la ausencia de planifi-
cación sino una ecuación excluyente entre decisiones 
de planificación urbana, funcionamiento del mercado 
inmobiliario y prácticas políticas que construyeron un 
modelo de ciudad donde muchos no tienen lugar.  j

Desde 2003, en el marco del Plan Federal de Vivienda, 723.000
hogares han mejorado su situación habitacional según el
Consejo Federal de la Vivienda (2010). Es más que evidente la
importante inversión pública destinada a vivienda y la
masividad de sus resultados.

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> La planificación urbana en cuestión
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El crecimiento de la inversión pública favorece el desarrollo de 
las economías regionales, estimulando la creación de empleo, 
alentando notablemente el crecimiento de la industria de la 
construcción, y revirtiendo las desigualdades.
Por Tomás Bontempo* y Silvia Bossini Pithod**
*Licenciado en Relaciones Internacionales (Universidad del Salvador).
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D urante la década pasada se frenó y re-
chazó la discusión sobre una política de 
crecimiento planificado y dirigida desde 
el Estado, dejando librado el desarrollo 
de los emprendimientos urbanos al ám-

bito privado. Esto generó como resultado ciudades des-
equilibradas ambiental y socialmente, con baja calidad, 
produciéndose una fuerte dispersión hacia la periferia.

La ausencia del Estado marcó la ampliación de las 
desigualdades sociales y la exclusión de la población de 
bajos recursos, priorizando determinados hábitos de 
consumo, el uso especulativo del suelo y un crecimiento 
decidido por el funcionamiento de los mercados.

El Modelo Barcelona resultó útil a la iniciativa pri-
vada empresarial que apostó al desprestigio del espacio 
urbano como bien colectivo a través de la propiedad 
especulativa del suelo, con una notable ausencia de 
gestión y planificación urbana, lo cual ha generado las 
fuertes desigualdades en términos de infraestructura en 
las diferentes zonas geográficas del país.

Los ’90 demostraban cómo los sectores constructores 
y financieros ejercieron una gran presión, claramente 
evidente, en la toma de decisiones de los organismos del 
sistema habitacional.

A nivel global, como lo manifiesta el economista 
Bernardo Kliksberg en Un drama silencioso, más de un 
tercio de la población mundial, 2.600 millones de perso-
nas, no poseen una instalación sanitaria básica. No nos 
estamos refiriendo a la financiación de grandes avances 

tecnológicos que demandan millones en tecnologías 
de punta, sino que nos referimos a una infraestructura 
básica, demasiado básica, pero notablemente influyente 
en la calidad de vida de toda familia.

En el Informe Mundial sobre Asentamientos Humanos 
de ONU Hábitat de 1995 se marcaba la seria proble-
mática de que la existencia de una vivienda inferior, un 
abastecimiento de agua no apta para el consumo y un 
saneamiento deficiente en centros urbanos con alta den-
sidad poblacional eran la causa directa de 10 millones 
de muertes anuales en todo el mundo, además de consti-
tuir un factor importante de riesgo ecológico prevenible y 
de causar un 25 por ciento de todas las muertes prematu-
ras registradas a nivel mundial.

A finales de los ’90 el continuo proceso de desinversión 
y ajustes permanentes acentuado con la crisis de 2001, 
desembocó en la paralización de las obras llevadas a 
cabo bajo los programas sociales y mediante el Fonavi. 
Incluso en el año 2002 se estableció la ley modificatoria 
de la Ley Fonavi, permitiendo la libre disponibilidad de 
la totalidad de dichos fondos.

En el escenario de la crisis del 2001, la caída de la 
inversión había significado una caída de la demanda 
agregada, generando como resultado una situación de 
desempleo involuntario, en el marco de una crisis econó-
mica general.

Esto develó la necesidad de generar un nuevo orden 
para el diseño de una política habitacional que se erigie-
ra como política de Estado que permitiera sanear progre-
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sivamente el déficit habitacional concentrado mayorita-
riamente en los sectores más pobres de la población.

Viviendas e infraestructura

El inicio de la gestión del ex presidente Néstor Kir-
chner buscó decididamente desarrollar y fortalecer las 
acciones del gobierno nacional en materia de vivienda y 
desarrollo urbano, infraestructura vial, obras hídricas y 
de saneamiento básico, en base a dos ejes centrales, uno 
social y el otro productivo.

Con respecto al eje social, ante un escenario con 
altos índices de desocupación, se estimuló la creación 
de empleo genuino, la mejora de la calidad de vida de 
la población y una mejor distribución de la riqueza. En 
cuanto al eje productivo, se buscó fomentar la inversión 
tanto pública como privada, tendiendo a optimizar el 
desarrollo de las economías regionales y locales.

El modelo de desarrollo impulsado por el Estado 
nacional ha erigido como uno de sus pilares la inversión 
dirigida a la construcción de infraestructura. A través de 
esto se ha estimulado la inversión de manera creciente a 
lo largo de los últimos años, que ha favorecido la cons-

trucción de viviendas y la implementación de infraes-
tructura de servicios e infraestructura rural y urbana.

Esto es producto de un notable análisis estratégico y 
multisectorial sobre la problemática socioeconómica 
que afrontaba nuestro país. La inversión en obra pública 
favoreció la creación de empleo genuino, estimulando 
la construcción de infraestructura, potenciando las 
capacidades de las comunidades en la consolidación del 
espacio público rural y urbano, generando un notable y 
genuino proceso de inclusión social.

La estrategia para combatir el déficit habitacional y 
de infraestructura se liga a la generación de empleo for-
mal y la compra de materiales locales, vinculada incluso 
al trabajo de las cooperativas, fomentando la creación 
de las mismas para el desarrollo de emprendimientos 
comunitarios productivos e influyendo en la reactiva-
ción y el impulso de pequeñas economías locales. Vemos 
por tanto cómo se produjo una ecuación que incluye la 
generación de empleo, la creación de infraestructura y la 
inclusión social. Es evidente la mejora de los índices so-
ciales, reflejados en la Encuesta Permanente de Hogares, 
demostrando la disminución en la violencia familiar, la 
baja en los índices de abandono y repitencia escolar, y la 
mejora en los índices de salud, entre otros, como produc-
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to de la regeneración progresiva del espacio público y 
habitacional.

La creciente inversión pública favorece el desarrollo 
de las economías regionales, estimulando la creación 
de empleo, alentando notablemente el crecimiento de la 
industria de la construcción (materiales, maquinaria, 
herramientas, mano de obra) y otros sectores producti-
vos. Esto impulsa el crecimiento económico general del 
país, como también genera un indiscutible proceso de 
inclusión social. 

La mayor inclusión social es consecuencia lógica 
del mayor nivel de empleo formal en la construcción 
de infraestructura, permitiendo que el aumento de los 
ingresos genere un consecuente aumento del consumo 
interno (otro de los componentes de la demanda agrega-
da) como motor del crecimiento económico nacional. No 
sólo se impulsa la inversión pública destinada a bienes 
de capital, sino que la misma presenta un marcado perfil 
productivo vinculado al desarrollo regional y local y un 
perfil social enmarcado en la inclusión y la satisfacción 
de necesidades básicas.

Se promueven los lineamientos en materia de hábitat 
y desarrollo urbano a través de acciones que tienden a la 
promoción de una gestión urbana y territorial eficiente y 
eficaz, así como también a la construcción de viviendas 
con estándares de calidad adecuados.

Partiendo de una visión integral de la situación socio-
habitacional que permita cubrir el amplio espectro de la 

demanda habitacional, y con la premisa fundamental 
de paliar el déficit habitacional y fomentar la genera-
ción de mano de obra formal, fueron reemplazados los 
planes sociales con el diseño y la implementación de los 
Programas Federales de Vivienda, llevados a cabo con 
un financiamiento centralizado y una ejecución descen-
tralizada.

En la toma de decisiones se incluyó la concentración 
en la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
de todos los programas de reconstrucción del hábitat 
planteados con un fuerte tono social, bajo la difícil tarea 
de corregir décadas de desinversión que han llevado a un 
profundo déficit habitacional. Es de notable importancia 
destacar que los trabajos se han realizado en completo 
acuerdo con los habitantes de las comunidades, lo cual 
evidencia la necesidad democrática del derecho humano 
a la vivienda y del derecho de los ciudadanos al espacio 
público y su uso colectivo.

A partir de esto se consiguió revertir los anteriores 
escenarios de desinversión, creando desde el inicio de la 
gestión una inversión en continuo y notable crecimiento. 

Nos encontramos en una fuerte etapa de consolidación 
de la política federal de vivienda comprendida como 
política de Estado.

Desde el 2003 hasta el 2009 el Presupuesto destinado 
a la política habitacional ha aumentado en un 973 por 
ciento representando 6.800 millones de pesos. 

Incluso los Programas Federales de Vivienda han 
registrado un aumento de un 3.461 por ciento en su pre-
supuesto desde el año 2003, llegando a representar más 
de 5.200 millones de pesos.

El proceso descrito previamente resulta claro al obser-
var la mejora que han expresado los índices sociales y los 
logros que han sido obtenidos.

Un caso puntual en el marco del Programa Federal 
de Urbanización de Villas y Asentamientos Precarios, 
ha sido la recuperación de la Cooperativa de Vivienda 
Barrio Almafuerte de la “Villa Palito”, creada en el año 
1992, y que ha logrado conformar a la fecha 14 coopera-
tivas de trabajo, las cuales luego de siete años de ejecu-
ción ininterrumpida del proyecto, han podido reinvertir 
el ahorro de los fondos en más mano de obra, en la am-
pliación de las viviendas, y la compra de maquinarias 
y herramientas, que les permite competir instalándose 
en licitaciones publicas o bien privadas. Más de 23 mil 
empresas trabajan en el marco de los programas de la 
SSDUyV, y se han generado más de 400 mil empleos.

La compleja problemática socioeconómica fue 
abordada por los Programas Federales de una forma 

innovadora donde se encaró la reparación histórica 
del hábitat rural y aborigen; se respetaron las pautas cul-
turales propias de cada comunidad; se han reconocido 
las capacidades de líderes y dirigentes de organizaciones 
locales tomándolos como socios en el proceso; se reincor-
poró mano de obra al mercado de trabajo y se encaró su 
capacitación en el marco de cooperativas de trabajo; se 
destacó la participación activa de la mujer en la toma de 
decisiones tanto en el proceso social como productivo.

La reversión del déficit habitacional

El proceso de reversión del déficit habitacional y 
de urbanización ha logrado consolidar la solución de 
problemas medioambientales como inundaciones y 
asentamientos vulnerables a la cercanía de fuentes con-
taminantes riesgosas para la salud de las comunidades, 
en particular para la población infantil. Esto ha demos-
trado un gran avance en la satisfacción de Necesidades 
Básicas Insatisfechas, logrando el acceso de las comuni-

La estrategia para combatir el déficit habitacional y de
infraestructura se liga a la generación de empleo formal y la 
compra de materiales locales, vinculada incluso al trabajo de 

las cooperativas.

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> Rol del Estado, inversión pública e inclusión social
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dades a servicios de infraestructura sanitaria básica.
El informe Argentina 2009, elaborado en el marco 

de los Objetivos del Milenio establecidos por la ONU, 
evidencia datos que muestran cómo el avance progresivo 
de las acciones de los programas y los organismos del 
Estado nacional contribuyen al logro de las metas que se 
ha establecido nuestro país.

La población con cobertura de agua potable de red 
pública representaba un 66,2 por ciento en 1991, y 
luego de la brusca caída de las inversiones en el 2001 ha 
demostrado un crecimiento progresivo desde el 2003, 
llegando al 2008 con un 80 por ciento de cobertura.

Se evidencia también un aumento de la población en 
hogares con acceso a desagües cloacales que en 1991 era 
de 34,3 por ciento y como resultado directo de la mayor 
inversión pública desde el 2003 se registra un crecimiento 
sostenido que ha llevado a alcanzar un 51 por ciento de 
la población.

Se finalizaron en 2009 más de 111 mil soluciones 
habitacionales. No obstante, la ONU presentó su infor-
me “Estado de las Ciudades del Mundo 2010-2011”, que 
expresa de manera concreta que la Argentina urbanizó 
más de un tercio de sus villas y asentamientos en lo últi-
mos diez años.

Estos resultados se fundamentan en el importante 
crecimiento de la inversión pública orientada a paliar 
el déficit habitacional de los sectores más postergados. 
La participación de múltiples programas de la SSDUyV 
en los proyectos urbanos y habitacionales, evidencia la 
respuesta a una problemática socioeconómica compleja.

El fenómeno habitacional muestra un escenario de 
variables multidimensionales, que evidencia la necesi-
dad de abordar un plan complejo a través de las funcio-
nes de los diferentes programas que permitan llegar a 
una solución acabada de la problemática que se presen-
ta en nuestro país.

El aporte del Estado nacional no se limita exclusiva-
mente a un aporte financiero y técnico, sino que también 
funciona como un motor para el crecimiento y fortale-
cimiento de las organizaciones sociales vinculadas al 
trabajo habitacional.

La vivienda, un derecho humano

Se ha reforzado la visión de la vivienda como un 
derecho humano y como un proceso social, en donde 
la vivienda no sólo es contemplada como infraestruc-
tura edilicia, sino como un proceso social donde se 
encuentran inmersas otras variables como el potencial 
de crecimiento de la familia, la preservación del capital 
social del barrio, la vida en comunidad y las organiza-

ciones sociales, es decir, un amplio espectro de cuestiones 
sociales.

Según la ONU, la tasa de urbanización se incre-
mentará notablemente en las próximas décadas, 
afectando principalmente a las regiones más pobla-
das de los países emergentes. Aproximadamente 609 
millones de personas, según informes de ONU, resi-
dirán en las ciudades en América latina y el Caribe 
para el año 2030, representando al 86 por ciento de 
su población.

De esta manera la región se erigirá como la más 
urbanizada del planeta en términos poblacionales. Esto 
demuestra la imperante necesidad de la planificación.

El fenómeno de urbanización creciente compren-
de nuevas estratificaciones sociales e incrementa la 
transformación del medio ambiente. El constante 
crecimiento demográfico, la escasez de infraestructura, 
los problemas ecológicos, las problemáticas socioeco-
nómicas, representan variables centrales que logran 
evidenciar una expresión del escenario urbano que se 
presenta en el mundo.

Como expresa Philip S. Golub en el artículo “Las 
capitales del capitalismo”, publicado en Le Monde Di-
plomatique, “fenómeno irreversible, la urbanización 
cuestiona nuestra capacidad para producir bienes 
públicos, especialmente la educación, la cultura, la 
salud y un medio ambiente sano para el conjunto de 
la población”.

Los proyectos desarrollados por la SSDUyV muestran 
a la urbanización y la recuperación del hábitat como 
centro de reestructuración de las relaciones sociales y es 
la evidencia de la reversión de las tendencias liberales y 
los escenarios anteriores. Esto guarda una fuerte relación 
con la concepción sobre el rol del Estado y donde se evi-
dencia un claro cambio en donde el Estado nacional ha 
logrado erigirse como el actor central en la planificación 
a favor del interés público, en un intento de modificar y 
superar las normativas del proyecto neoliberal, en estre-
cha relación con un nuevo modelo de nación.

La superación del paradigma liberal acompaña en 
nuestro país un proceso regional enmarcado y conducido 
desde los foros sociales. Por lo tanto, no se limita a un 
modelo de nación, porque no se trata solamente de defi-
nirnos como nación, sino de definirnos como región.

La planificación urbana y habitacional no representa 
una solución a las problemáticas que se plantean a nivel 
regional, pero sí evidencia un factor que puede facilitar 
los procesos de integración social. La exclusión y la mar-
ginación han logrado ser reemplazadas por la planifi-
cación y la inclusión, condiciones necesarias para lograr 
un crecimiento más equitativo y acompañar el proceso 
de redistribución de la riqueza.  j

El aporte del Estado nacional no se limita exclusivamente a lo 
financiero y lo técnico, sino que también funciona como un 

motor para el crecimiento y fortalecimiento de las
organizaciones sociales vinculadas al trabajo habitacional.

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> Rol del Estado, inversión pública e inclusión social
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Por Sebastián Tedeschi
Centro por el Derecho a la Vivienda contra Desalojos (COHRE)

Problemáticas estructurales

Cuatro claves en políticas de hábitat
desde la perspectiva de los
Derechos Humanos



La planificación del desarrollo y la gestión 
democrática del territorio, el pluralismo 
jurídico en el reconocimiento de los barrios 
informales, los límites al derecho a la 
propiedad y su función social, en el marco 
de la interacción entre lo federal,
lo provincial y lo local.

Cuatro claves en políticas de hábitat
desde la perspectiva de los
Derechos Humanos
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“A cada uno su tierra, a cada uno su gente,
a cada uno su espacio, el sol de su continente.”
Isabel Parra

N uestro país ha visto aflorar una vez más 
síntomas de un problema estructural funda-
do en una discriminación histórica de los 
sectores populares a un espacio en donde vi-
vir y producir. Este problema es compartido 

tanto por las personas que viven en situación de pobreza en 
las ciudades como también por los campesinos y comuni-
dades indígenas.

Hay cuatro cuestiones que desde el derecho han sido 
poco discutidas y que representan desafíos fundamentales 
para avanzar en procesos de reforma urbana y agraria 
que posibiliten una política de hábitat compatible con una 
perspectiva de derechos humanos.

Durante el siglo XX afloraron múltiples conflictos por 
tierras urbanas frente al acelerado proceso de urbanización 
que vivió América latina, en donde las ocupaciones de tie-
rras vacías públicas y privadas fueron la norma patrón de 
la ocupación del suelo para las familias de bajos recursos, 
sobre todo las familias campesinas que dejaron el campo 
y se concentraron en las grandes metrópolis latinoameri-
canas en búsqueda de un lugar para vivir. Si bien hoy la 
mayoría de la población latinoamericana es urbana, no 
puede decirse que esta viva en ciudades estrictamente si 
pensamos en las condiciones de vida, provisión de servicios 
o seguridad jurídica de la tenencia de sus habitantes.

En la medida en que estas ciudades van recibiendo una 
mayor presión por el desarrollo del mercado inmobiliario, 
crece una fuerte presión por ocupar todos los espacios urba-
nos disponibles y especialmente en donde vive la población 
de menores ingresos que es más vulnerable a las expulsiones 
y desalojos.

1. La planificación del desarrollo y la gestión 
democrática del territorio

Los conflictos persistentes, que han ganado intensidad 
en el sector campesino, territorios indígenas y asentamien-
tos populares urbanos, tienen una vinculación profunda 
y no pueden ser explicados uno sin el otro. Basta recorrer 
las biografías de los pobres en América latina para encon-
trar esta conexión. Existen fuertes lazos entre la población 
campesina e indígena en la región. Más allá de las discu-
siones identitarias, los campesinos e indígenas comparten 
el espacio rural y la amenaza de desplazamiento como 
consecuencia de los proyectos de desarrollo (turismo, hi-
droeléctricas) y el avance de los agronegocios (soja, palma 
aceitera, eucalipto) y minería o por mala implementación 
de la ley de bosques.

Los pobres urbanos por su parte son en su mayoría 
primera, segunda o tercera generación de poblaciones 
campesina o indígena desplazadas del espacio rural duran-
te el siglo XX. El derrotero de una típica familia que vive 
en un asentamiento informal en las grandes metrópolis 
latinoamericanas, muy posiblemente encontrará sus raíces 
en campesinos e indígenas que no accedieron a la seguri-
dad jurídica sobre la tierra (reforma agraria), o que aun 
teniendo pequeñas propiedades su economía no resistió 

a los embates del latifundio o la tecnificación del campo 
y el agronegocio. Ahora en la ciudad, las mismas familias 
son nuevamente expulsadas por desalojos causados por 
procesos de revitalización urbana, la expansión del sector 
especulativo en el mercado inmobiliario y la reconversión 
de conventillos en hostels, entre otras.

Los tres sectores comparten un mismo problema: la 
organización de la sociedad no les permite acceder a “un 
lugar donde vivir”. El espacio habitable es dominado por el 
Estado, las empresas y los sectores de ingresos altos y medios 
(estos últimos cada vez menos). Los pobres en su mayoría 
están obligados a vivir sobre tierras que no les pertenecen, 
en situación de irregularidad o ilegalidad, sometidos a 
amenazas de desalojos o desplazamientos.

Muchos proyectos de desarrollo pueden significar un 
progreso para un sector de la población, pero implicar un 
sacrificio de otra parte. Para ser compatibles con estándares 
de derechos humanos, los proyectos de desarrollo deberían 
significar una mejora real en las condiciones de existen-
cia de las personas que viven en el territorio. El supuesto 
beneficio de un grupo no puede fundarse en la violación 
de derechos humanos de otro grupo (en este caso el de los 
pobladores del lugar donde se realiza el proyecto).

En este punto es donde cobra relevancia un principio que 
ha sido recogido en distintas normas de países de América 
latina, que podemos generalizar bajo el concepto de “ges-
tión democrática del territorio”.

La gestión democrática del territorio puede ser entendi-
da como el derecho al control y participación de todas las 
personas que habitan un determinado territorio, sea rural 
o urbano, a través de formas directas y representativas, al 
planeamiento y gobierno del área regional; privilegiando 
el fortalecimiento y autonomía de las administraciones 
públicas locales y de las organizaciones populares para su 
producción y reproducción.

Ejemplos de protección legal de estos principios los tene-
mos en el artículo 34, inciso f de la Carta de OEA, la Carta 
Mundial del Derecho a la Ciudad, en el Convenio 169 de 
la OIT sobre pueblos indígenas, el artículo 31 de la Cons-
titución de Ecuador y el artículo 2, inciso ii del Estatuto de 
la Ciudad de Brasil y la ley 18.308 de Uruguay, entre otros. 
Entre nosotros el artículo 75 inciso 19 de la Constitución 
nacional y el artículo 2, inciso c) de la Ley General de Medio 
Ambiente (25.675) prevén la ordenación del territorio.

Estas normas que establecen criterios generales para la 
planificación territorial, para el establecimiento de proce-
dimientos concretos como los planes de desarrollo, urbanos 
(sobre uso del suelo, zonificaciones, etc.), participativos, 
consultas previas e informadas sobre la implementación 
de nuevos proyectos, decisiones sobre la orientación de la 
inversión pública en un determinado territorio (presupues-
to participativo), no han sido implementados, o lo han sido 
de forma muy precaria no garantizando una verdadera 
participación popular.

En esta perspectiva puede inscribirse el anteproyecto de 
ley nacional de ordenamiento territorial que puede ser una 
oportunidad tanto de participación popular (esto depende 
de cómo se implemente en las provincias) como de lograr 
que quienes viven en cada región y en cada ciudad decidan 
cuál es el destino de los territorios en donde viven, lo que 
al menos posibilitará que sean consideradas las propias 



formas de vivir y producir de estas personas. De lo contrario 
estos planes, imprescindibles para el desarrollo de nuestro 
país, provocarán nuevas discriminaciones expresadas en el 
territorio como segregación socioespacial, desplazamientos y 
desalojos, entre otras formas de exclusión.

2. Informalidad y pluralismo jurídico en el 
reconocimiento de los barrios informales: el 
retorno de la valorización de la posesión

Ante la falta de políticas públicas que faciliten su acceso 
al suelo para vivir y producir, los sectores populares han 
resuelto este problema recurriendo a diversas formas de 
producir y reproducir en el espacio informal. Ocupación 
de tierras sin utilización, compraventa de edificaciones de 
viviendas sin títulos legales, producción informal y comercio 
informal son las estrategias dadas para sobrevivir, amén de 
también muchos de ellos trabajar en empleo no registrado ya 
no como supervivencia, sino 
como explotación de empre-
sas formales.

El rostro del Estado que 
más conocen quienes habitan 
los barrios populares ha sido 
el del aparato represivo, aun-
que en los últimos años esta 
imagen se ha embellecido 
con políticas sociales como 
la Asignación Universal por 
Hijo y algunos planes de vi-
vienda, empleo y microcrédi-
to. Sin embargo gran parte de 
la vida cotidiana de estas personas continúa en este espacio 
informal, al margen del derecho oficial y el mercado.

No se aplican a la mirada de esta situación análisis 
moralistas acerca de la anomia, el poco apego a la ley de 
nuestra sociedad, pues en el caso de estos sectores a los que 
nos referimos, no se trata de una “decisión” por desobedecer 
la ley fundada en la libre elección entre opciones disponibles 
(como quien pasa un semáforo en rojo), sino en el único 
camino que han tenido para sobrevivir y reproducir la vida 
en nuestro suelo.

Tampoco creemos que estas prácticas de producción y 
reproducción de la vida tengan necesariamente que cambiar 
para adaptarse a las formas legales ofrecidas y al mercado 
estructurado por el sistema legal, sino por el contrario es el 
mercado regulado por el Estado y el derecho quienes deben 
ampliarse reconociendo estas prácticas, en cuanto no contri-
buyan con la marginalización de estos sectores y permitan su 
participación en la comunidad como verdaderos ciudada-
nos y sujetos colectivos.

En 2004, con la entonces entidad a cargo del Progra-
ma Arraigo, había hecho una estimación en base al censo 
nacional de 2001 revelando la importancia que tiene en la 
Argentina la dificultad de acceso al suelo, como un problema 
central para concretar el derecho a la vivienda adecuada. 
Sobre el cálculo de una población de 35.923.907 habitantes 
en 2001, 3.599.393 personas se hallaban con dificultades de 
acceder al suelo, lo que representa a unos 2.719.879 hogares. 
De esta cifra, el 37 por ciento corresponde a hogares en villas 

y asentamientos irregulares, mientras que el 63 por ciento 
corresponde a casas tomadas, inquilinatos, viviendas de 
construcción oficial sin escrituración, viviendas individuales 
sin escrituración, inquilinos, comunidades indígenas y mi-
nifundistas sin techo. Con el nuevo censo se verá cómo varió 
esta situación.

Los instrumentos para regularizar los barrios informales 
se han implementado en función de la titularidad del domi-
nio de la tierra, en función de que esta sea pública o privada. 

Tierras de dominio privado del Estado nacional

Para regularizar el dominio de esas tierras en beneficio 
de las familias ocupantes se creó a nivel federal el Programa 
Arraigo (1991) que instrumenta un procedimiento para la 
regularización de tierras fiscales autorizando su venta a 
los actuales ocupantes particulares hasta el 2 de mayo de 
1991, luego de haberlas declaradas disponibles, es decir, no 
afectadas al uso público. Ello se instrumentó como respuesta 

a las masivas ocupaciones 
de tierras de los ’80, pero 
también para regularizar la 
situación de villas históricas 
como la 31 de Retiro y la 21 
de Barracas.

Las críticas a este progra-
ma se basaron en que este 
procedimiento entregaba la 
propiedad de las tierras des-
patrimonializando al Estado 
(a diferencia de Brasil que 
entrega sólo el uso vitalicio), 
la discrecionalidad para atri-

buirlas, en lugar de ser un derecho reconocido a los morado-
res, y su estructuración en torno a las leyes que posibilitaron 
el desguace del Estado durante los ’90 (ley 23.697 de Emer-
gencia Económica y Reforma del Estado). Al no abordar en 
conjunto la regularización urbanística y social, las personas 
se veían forzadas a caer en otro tipo de ilegalidades para 
proveerse los servicios esenciales. La cuestión del plazo admi-
te una discusión más profunda, pero al menos debería ser 
actualizado hasta una fecha más reciente.

Tierras privadas

Los instrumentos para regularizar tierras privadas exis-
tentes son:

La usucapión o prescripción adquisitiva de dominio. 
Todo poseedor individual (comportándose como propieta-
rio) que tenga un bien inmueble y que permanezca en esa 
situación durante un tiempo determinado puede acceder 
a la propiedad del inmueble, siempre que la posesión sea 
continua, pública y pacífica. Se prevén dos modalidades:

1. Prescripción corta cuyos requisitos son 10 años de pose-
sión, justo título y buena fe.

2. Prescripción larga cuyo único requisito es el transcurso 
de 20 años de posesión.

Si bien en la Argentina es posible la usucapión sobre 
tierras bajo el dominio privado del Estado, este sistema no 
contempla la situación de las villas y asentamientos ya que 
no permite una petición colectiva y el proceso judicial es 

Los conflictos persistentes, que 
han ganado intensidad en el sector 
campesino, territorios indígenas y 
asentamientos populares urbanos, 
tienen una vinculación profunda 

y no pueden ser explicados uno sin 
el otro.
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muy costoso. Es un instrumento utilizado por las personas 
de mayor poder adquisitivo y en el ámbito rural el proceso 
es largo. No alcanza la prueba de testigos, la presentación de 
comprobante de pagos de impuestos y tasas es muy relevante 
y se deben acompañar los planos de mensura.

Este instrumento antiquísimo del derecho romano fue 
pensado para el mundo rural del siglo XIX y en la actuali-
dad se requieren mecanismos adecuados a los tiempos de la 
ciudad. Brasil y Uruguay crearon mecanismos especiales de 
usucapión urbana para fines de vivienda con el transcurso 
de sólo 5 años. No se prevé la usucapión colectiva, esto es 
que incluya todo el asentamiento cuando la división de lotes 
demoraría mucho el proceso, manteniendo la inseguridad a 
los moradores de ser desalojados.

Ley 24.374 (actualizada por la ley 26493). Estableció el 
régimen de regularización dominial en favor de ocupantes de 
inmuebles urbanos –y de las personas que por acto legitimo 
fueran continuadoras de la 
ocupación– que tengan como 
destino principal la vivienda 
permanente, que acrediten la 
posesión pública, pacífica y 
continua durante tres años, 
con anterioridad al 1/1/2009, 
y su causa lícita, de inmuebles 
urbanos que tengan como 
destino principal el de casa 
habitación única y perma-
nente. Esta ley hoy está siendo revisada y actualizada.

Expropiación, prevista en la Ley 21.499. Para que el 
Estado pueda expropiar la tierra a un propietario privado, 
se requiere una ley que declare la utilidad pública y verificar 
que el bien está sujeto a expropiación. El Estado deberá pa-
gar una indemnización en efectivo de acuerdo a la tasación 
del Tribunal de Tasaciones de la Nación.

El Estado debe pagar un alto costo cuando en realidad se 
trata de inmuebles desocupados que se mantenían ociosos. 
Como no se permite la expropiación-sanción, el mantener in-
muebles desocupados de forma especulativa terminaría sien-
do premiado por la compra efectuada por parte del Estado.

3. Limitaciones al derecho a la propiedad y su 
función social

Para garantizar un lugar en donde vivir y producir, la 
posesión de la tierra es un elemento central, ya que sin segu-
ridad de la tenencia –sea ella formal o informal– el derecho 
a la tierra estará permanentemente amenazado, y el riesgo 
de desalojo, de desplazamiento forzoso o de otras formas de 
pérdida de la posesión es siempre inminente.

La Campaña de las Naciones Unidas por la Seguridad 
de la Tenencia reconoce la complejidad del tema cuando 
apunta que “la seguridad de la tenencia deriva del hecho del 
derecho al acceso y al uso de la tierra y de la propiedad. La 
posesión puede ser afectada por una variedad de formas… 
una persona o familia tendrá la seguridad de la tenencia 
cuando esté protegida contra la remoción involuntaria de 
sus tierras o residencias, excepto en circunstancias excepcio-
nales y solamente por medio de un conocido y acordado pro-
cedimiento legal, lo cual debe ser objetivo, equitativamente 
aplicable, contestable e independiente”.

Las formas de asegurar la posesión pueden ser diferentes, 
a través del derecho de propiedad sea esta individual, coo-
perativa o colectiva, pero también a través de la concesión 
de uso vitalicio, alquileres por largos períodos, separación 
de derecho de superficie y propiedad sobre lo construido, 
etcétera.

Si bien el derecho de propiedad está protegido por el artí-
culo 17 de la Constitución nacional, estos derechos pueden 
ser limitados (artículo 14 de la Constitución y artículos 2513, 
2514 y 2618 del Código Civil), para garantizar el interés 
social (artículo 21 de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos). Así como también por la incorporación de 
tratados internacionales de derechos humanos a nuestra 
Constitución, también está protegido el derecho a la propie-
dad (artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos), a no ser discriminado en el acceso a la propie-
dad (artículo 5(d) y (v) de la Convención Internacional 

sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación 
Racial) y del derecho a la 
vivienda (artículo 5 (i) y (iii) 
de la misma convención).

Esta cuestión reviste 
particular importancia con 
relación a las obligaciones 
que para los propietarios se 
derivan de la “función social 
de la propiedad”, pues la falta 

de cumplimiento de esta función podría implicar sanciones 
legales cuya máxima expresión podría consistir en la pri-
vación de la propiedad. Esta es una materia pendiente que 
necesita ser instrumentada. Es necesario establecer criterios e 
indicadores sobre cumplimiento de la función social preesta-
blecidos en una ley material y un procedimiento que asegure 
las adecuadas garantías para los implicados.

En nuestro país el derecho se ha ocupado de esta cuestión 
preponderadamente desde una visión unilateral utilizando 
el derecho de propiedad como único derecho capaz de trazar 
los límites de lo legítimo o ilegítimo de estas prácticas. El de-
recho de propiedad visto desde una perspectiva extremada-
mente conservadora, que aun invocando la versión de este 
derecho que brinda el Código Civil aprobado por Napoleón 
en 1804, no refleja ni siquiera la práctica de los franceses ni 
otros europeos occidentales y norteamericanos, quienes aun 
con regulaciones legales que protegían la propiedad absolu-
ta, siempre admitieron limitaciones al derecho a la propie-
dad y sistemas de conversión de títulos para transformar a 
poseedores históricos de la tierra en propietarios.

Para instrumentar esta regulación podemos seguir la 
experiencia de algunos de nuestros países vecinos, que 
establecieron que la función social de la propiedad impone 
al titular del derecho de propiedad “deberes” que cumplir. 
En caso de ser incumplidos, generan consecuencias jurídi-
cas que pueden ir desde distinto tipo de sanciones hasta la 
pérdida de la propiedad. 

Para hacer cumplir la función social de la propiedad ur-
bana la Constitución Federal de Brasil establece en su artícu-
lo 182 inciso 2 que la “propiedad urbana cumple su función 
social cuando atiende las exigencias fundamentales del or-
denamiento de la ciudad expresadas en el plan director, que 
se realiza de forma participativa”. En el inciso 4 del mismo 

Para ser compatibles con están-
dares de derechos humanos, los 

proyectos de desarrollo deberían 
significar una mejora real en las 
condiciones de existencia de las 

personas que viven en el territorio.



artículo prevé que “el poder público está facultado a exigir 
al propietario de suelo urbano no edificado, subutilizado o 
no utilizado que promueva su adecuado aprovechamiento, 
so pena, de: parcelamiento o edificación compulsorios; im-
puesto sobre la propiedad, expropiación con pago mediante 
títulos de la deuda pública, con plazo de rescate de hasta 
diez años, en cuotas anuales, iguales y sucesivas, asegurando 
el valor real de la indemnización y los intereses legales”.

Para la reforma de la regulación legal de los derechos de 
propiedad no es imprescindible hacer una reforma consti-
tucional, aunque esta fuera bienvenida. Haciendo modifi-
caciones en el Código Civil y las normas impositivas para 
sancionar los usos antisociales de la propiedad inmueble, 
o aplicando normas vigentes como el artículo 23 de la ley 
23.091 que ya lo prevén, podemos avanzar en el combate a 
la especulación inmobiliaria y facilitar el acceso a la tierra 
urbana para los sectores de menores ingresos.

4. Lo federal, lo provincial y lo local en la ordena-
ción territorial

El principio para distinguir la competencia federal y pro-
vincial está establecido en varios artículos de la Constitución 
nacional. Las provincias conservan todo el poder no delega-
do al gobierno federal (artículo 121), se dan sus propias ins-
tituciones (artículo 122) y aseguran la autonomía municipal 
reglando su alcance y contenido en el orden institucional, 
político administrativo, económico y financiero (artículo 
123). En principio toda competencia es provincial, salvo que 
las provincias la deleguen específicamente, por ejemplo a 
través de la Constitución nacional o pactos específicos.

Cuando nos referimos a las facultades de ordenamiento 
territorial y del uso del suelo encontramos imprecisiones, pues 
las materias delegadas y no delegadas o las concurrentes se 
pueden confundir. La discusión reviste importancia para justi-
ficar la posibilidad de una ley de ordenamiento territorial que 
establezca principios a nivel federal que garanticen algunos de 
los principios sostenidos en los puntos anteriores como: gestión 
democrática del territorio, función social de la propiedad y 
reglas federales para la regularización.

En favor de la competencia del gobierno federal, el 
artículo 75, inciso 15, atribuye al Congreso “arreglar defi-
nitivamente los límites del territorio de la Nación, fijar los 
de las provincias...”; el inciso 17, “reconocer… la posesión y 
propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente 
ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para 
el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, 
transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Ase-
gurar su participación en la gestión referida a sus recursos 
naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provin-
cias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones”, 
y el inciso 19 “atribuye al Congreso Nacional… proveer lo 
conducente al desarrollo humano, al crecimiento armónico 
de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover 
políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual 
desarrollo relativo de provincias y regiones...”. También el ar-
tículo 41 encomienda a las autoridades “la protección de este 
derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a 
la preservación del patrimonio natural y cultural y de la di-
versidad biológica” y atribuye a la Nación “dictar las normas 
que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a 

las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que 
aquéllas alteren las jurisdicciones locales”.

A favor de las provincias el nuevo artículo 124 establece 
las facultades de crear regiones para desarrollo económico 
y social y en su último párrafo establece que “corresponde a 
las provincias el dominio originario de los recursos naturales 
existentes en su territorio”.

Esto ha suscitado un poco esclarecedor debate en la Con-
vención Constituyente que ha permitido que el debate sobre 
el alcance de esta norma continuara luego de aprobado el 
texto constitucional. Para algunos, el Código Civil (artículos 
2340 inciso 7º y 2342 inciso 1º) pone en cabeza del Estado 
federal las regulaciones del suelo.

La ley general de Medio Ambiente Nº 25.675 establece 
que “el ordenamiento ambiental desarrollará la estructura 
de funcionamiento global del territorio de la Nación y se 
generan mediante la coordinación interjurisdiccional entre 
los municipios y las provincias, y de éstas y la ciudad de 
Buenos Aires con la Nación, a través del Consejo Federal de 
Medio Ambiente (COFEMA); el mismo deberá considerar la 
concertación de intereses de los distintos sectores de la socie-
dad entre sí, y de éstos con la administración pública”. Y la 
Ley de Bosques Nº 26.631, que en su artículo 3 establece entre 
sus fines “promover la conservación mediante el Ordena-
miento Territorial de los Bosques Nativos y la regulación de 
la expansión de la frontera agropecuaria y de cualquier otro 
cambio de uso del suelo”.

Existe una interpretación constitucional sólida que 
permite avanzar en un marco general de ordenamiento 
territorial federal que establezca principios mínimos como la 
función social de la propiedad y la gestión democrática del 
territorio. En esto deberán cumplir un papel fundamental 
las provincias para rellenar de contenidos estos principios 
y para garantizar la amplia participación popular en su 
elaboración. El orden federal debe reservarse la atribución 
de establecer las pautas generales, pudiendo invalidar los 
planes provinciales y locales que no respeten estos principios.

Un régimen de propiedad privada inadecuado

En la Argentina hay una ausencia de políticas urbanas y de 
ordenamiento territorial que piensen los territorios urbano y 
rural en forma integral, consideren la integración de los asen-
tamientos informales y las formas de hábitat rural e indígena 
en donde viven gran parte de las personas en situación de 
pobreza. Falta una política de desarrollo que tome en cuenta 
la realidad de la ocupación del territorio, el protagonismo de 
estas personas en el diseño de su futuro y la responsabilidad 
del Estado en la promoción de políticas que garanticen el 
derecho a vivir en un lugar adecuado y a producir.

Mientras el régimen de propiedad privada no esté ade-
cuado al modelo de desarrollo previsto para nuestro país, 
y haya persona sin acceso a la vivienda o a un lugar para 
producir por motivos especulativos o de proyectos sólo en 
apariencia de desarrollo, no se estará cumpliendo la función 
social de la propiedad en el país. Este problema deberá ser 
abordado por el Poder Ejecutivo Nacional, el Congreso y las 
provincias, y acompañado por el Poder Judicial creando 
un marco jurídico apropiado, articulado con políticas de 
gestión del territorio, de democratización del uso del suelo y 
de distribución de la renta urbana y rural.  j

>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> Cuatro claves en políticas de hábitat desde la perspectiva de los Derechos Humanos
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Desde 2003, las premisas fundamentales son paliar el déficit habitacional y generar 
mano de obra. Por primera vez y a instancias de una eficaz negociación por parte del 
Estado nacional, todos los intereses del sector están representados.

Breve reseña histórica L a política habitacional de la Argentina de 
los últimos 40 años estuvo definida por un 
complejo juego de poderes e intereses, donde 
se conjugan un orden externo que tiene que 
ver con cómo la Nación se enmarca en el 

contexto internacional, y un orden interno fruto de la re-
lación entre Nación, provincias y municipios, y las fuerzas 
económicas y sociales de la realidad habitacional.

La reinstauración de la democracia en 1983 en primera 
instancia no impulsa cambios significativos en la política 
de vivienda. Sin embargo dos procesos relevantes, ambos 
impulsados por factores internos, incidieron en las trans-
formaciones sectoriales de los años ’90.

1. La recuperación de las provincias como Estados 
federales capaces de regir sus propias políticas origina 
un nuevo escenario de negociación permanente Nación-
provincia, en relación con la distribución de los recursos y 
con la autonomía de su aplicación.

2. Emerge la importancia política de atender a los sec-
tores numerosos y más postergados, que desemboca en la 
necesidad de dar respuesta a sus demandas y se da lugar 
al surgimiento de acciones públicas dirigidas a atender 
sus necesidades habitacionales.

Los factores emergentes de los procesos reseñados, junto 
a la percepción social de que la política nacional vigente 
respondía más a estimular la actuación de las empresas 
contratistas que a un acceso a la vivienda de los sectores 
populares, dio lugar al desprestigio creciente de las accio-
nes sectoriales que, sumado a la erosión de los recursos, 
la burocratización y el escaso impacto sobre los sectores 
más empobrecidos, sustentaron, entre otros, las reformas 
políticas de los ’90. La política habitacional hasta esta 
época se caracterizó por la implementación de programas 
rígidos, que se generaban a partir de la oferta y la deman-
da, con muy baja optimización de los recursos y un escaso 
recupero de la inversión.

Es así como la política habitacional sufre un cambio 
sustantivo, impulsado por los procesos de descentraliza-
ción de la administración de los recursos nacionales para 
la vivienda a las jurisdicciones provinciales, las que to-
maron un rol protagónico en la administración del Fondo 
Nacional de la Vivienda.

La estabilidad monetaria se reflejó en la capacidad y 
la calidad de las prestaciones habitacionales, y en forma 
particular el Fonavi acompañó este proceso. También este 
proceso fue reafirmado por el desplazamiento de Vivienda 
al área de Salud y Acción Social.

El decreto PEN 690/1992 dio impulso al plan de emer-
gencia habitacional y a la introducción de nuevas opera-
torias de marcado perfil social con efectos en la concep-
ción de los productos habitacionales. La vivienda social 
se concibe entonces como un proceso integral que apunta 
a la mejora de la calidad de vida y a la inclusión social; 
este concepto produce un cambio significativo dentro de la 
política habitacional.

Su mayor impacto se reflejó en la primera mitad de la 
década. El proceso, como todo cambio sustancial, produce 
resistencia en los actores vinculados a los intereses del 
sector, la falta de credibilidad en el producto resultante 
y en la sostenibilidad de sus acciones, licuó la inversión 
destinada a estas acciones. Los sectores constructivos y 

financieros ejercen presión en la toma de decisiones de los 
organismos jurisdiccionales del sistema habitacional.

Crisis vs. crecimiento. Comienza el diseño de 
una nueva política

Hacia fin de los ’90, la política habitacional se sumerge 
en una crisis conceptual y el desfinanciamiento producido 
por la crisis financiera del 2001 llevó a la paralización 
de las obras, no sólo de las comprendidas en los nuevos 
programas sociales, sino también a las del Fonavi. Era 

Por María Laura Rey

Arquitecta. Directora de Programas para la Emergencia - Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda.
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necesario poner en práctica un nuevo orden y el diseño de 
una política afín.

Desde el ejecutivo se trabajó en el diseño de los Pro-
gramas de Reactivación de Obras de Fonavi I y II. Una 
inyección de dinero desde el Estado nacional al sistema 
financiero del sector permitió la reactivación de dichas 
obras, y también su finalización. Se diseñó el Programa 
Federal de Solidaridad Habitacional, que fue destinado 
a las ocho provincias del Norte más pobres. La asistencia 
con recursos por parte del Estado nacional forma parte de 
una estrategia a corto plazo en respuesta a una crisis, que 

busca la reactivación de las acciones y paliar la situación 
de criticidad.

En 2003 y en esta misma sintonía, con la premisa 
fundamental de paliar el déficit habitacional y de la ge-
neración de mano de obra formal, permitiendo el reem-
plazo de los planes sociales, se diseñaron y comenzaron 
a implementar los programas Federales de Vivienda (de 
Construcción de Viviendas, de Mejoramiento de Vivienda, 
de Emergencia Habitacional) con financiamiento centra-
lizado y ejecución descentralizada; un Estado protector y 
federal avanza en esta nueva política. Por primera vez y a 
instancias de una eficaz negociación por parte del Estado 
nacional, todos los intereses del sector están representados 
en los modelos de gestión. Nación, provincias, munici-
pios, cámaras de la construcción, organizaciones sociales, 
gremios, así como también acuerdos entre el Ministerio de 
Desarrollo Social, de Trabajo, etcétera.

Acompaña a esta nueva política la concentración, en la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, de todos 
los programas de reconstrucción de hábitat, de fuerte tono 
social. Como el Promeba (Programa de Mejoramiento 
de Barrios), Prosofa (Programa de Desarrollo Social en 
Zonas Fronterizas), Promhib (Programa de Mejoramien-
to Habitacional e Infraestructura Básica) y el Propasa 
(Programa de Provisión de Agua Potable, Ayuda Social y 
Saneamiento Básico).

Aunque aún con un presupuesto insuficiente en rela-
ción con la demanda que ostentaban estos programas, 
se inicia un cambio conceptual en la política del sector, 
con el reacomodamiento interno de la subsecretaría y la 
carrera contra el déficit y la desocupación, estos formaron 
parte de un proceso que comenzó a rendir sus frutos hacia 
fines de 2005.

Los programas Federales integran una estrategia que, 
apoyada en un Estado fuerte, prevé a mediano y largo 
plazo sostener una política de vivienda y, mediante ella, 
disminuir el déficit, reactivar el sector de la construcción y 
todos aquellos que se deriven de este, e incluir en el sistema 
a todos aquellos grupos que quedaron fuera del sistema 
económico-productivo.

Es sí a partir de fines de 2007 cuando se reestructuraron 
los programas capitalizando la experiencia de los años 
2003-2007, rediseñándose los existentes e incorporándose 
nuevos programas de tono fuertemente social, con el 40 
por ciento del presupuesto destinado a los programas 
focalizados en la población con alto índice de necesidades 
básicas insatisfechas y la toma de decisión de poner en 
valor dichas acciones.

Un nuevo diccionario se comenzó a barajar en el sector, 
con términos como gestión, negociación, inclusión, inter-
disciplinario, optimización de recursos, contención social, 
promoción de la comunidad.

Un nuevo desafío sobre la base de las siguientes 
premisas, algunas nuevas y otras que se reafirman: 
generación de puestos de trabajo, intervención soste-
nida en los asentamientos precarios, recuperación de 
parque habitacional obsoleto, mejoramiento del hábi-
tat en pequeños pueblos de interior, mejoramiento de 
la infraestructura de servicios, reparación histórica del 
hábitat rural y aborigen, generación de emprendimien-
tos productivos.

Por María Laura Rey

Arquitecta. Directora de Programas para la Emergencia - Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda.
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Los programas de esta nueva política

1. Programa Federal de Integración Sociocomunitaria 
(ex programa Federal de Emergencia Habitacional). En sus 
inicios el programa tuvo como objetivo primordial la gene-
ración de empleo a través de la conformación de coopera-
tivas de trabajo, una propuesta innovadora en el plano de 
lo social y la incorporación del cooperativismo como una 
línea de acción; las organizaciones de base tienen activa 
participación en el desarrollo de este programa.

A partir de 2007 se elaboró una nueva reglamentación 
que establece a este como un programa permanente de la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, e incor-
pora todo el territorio nacional. El programa se instru-
mentaba a través del convenio marco del 18 de septiembre 
de 2003 entre los ministerios de Planificación Federal, 
Desarrollo Social y de Trabajo, con 8 provincias y 38 
localidades del territorio nacional, y que además habían 
adherido al mismo la Asociación Civil Madre Tierra, 12 
cooperativas de vivienda, crédito y consumo, la Corriente 
Clasista y Combativa, la Federación Tierra y Vivienda y el 
Movimiento de Jubilados y Pensionados.

En la nueva reglamentación se hace hincapié en el 
producto resultante, se diseñan los prototipos a nivel local, 
adecuados a la arquitectura de las diferentes regiones, 
verificando los estándares mínimos de calidad, con el 
incentivo de superarlos, en el trabajo local hacia la confor-
mación de una empresa social, a través de microempren-
dimientos, con los integrantes de las cooperativas, con el 
fin de lograr la autogestión de las mismas a través de una 
empresa social.

Los logros cosechados por este programa son la termi-
nación de 15.009 viviendas, 6.513 mejoramientos, 209 
proyectos de mejoramiento del hábitat y 70 CIC (Centros 
Integradores Comunitarios). Con una inversión total de 
$ 1.687.052.000, 2.770 cooperativas de trabajo y 44.432 
puestos de trabajo directos, y el logro de haber consolidado 
la credibilidad por parte de los organismos provinciales y 
municipales y de las organizaciones sociales, de que este es 
uno de los caminos correctos para la inclusión al sistema, 

  SSDU y V
PROGRAMAS

FEDERALES
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MEJOR VIVIR
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RYB – EMERG
PROMEBA VILLAS

PROGRAMAS
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2008 3.758 2.472 307 438 292 280,5 1.318
35% 65%

2009 5.295,5 3.229 678 719 280 371 2.048
39% 61%

2010 5.129 3.068,5 603 589 383 485 2.060
40% 60%

 
(Presupuesto 2008 y 2009 sobre montos devengados y 2010 sobre montos programados) $ Expresado en millones

Este nuevo desafío fue acompañado por una estructura presupuestaria afín:

de la población más desprotegida.
2. Programa de Vivienda y Mejoramiento del Hábitat 

Rural y Aborigen. La temática en una primera etapa se 
abordó como un subprograma del Programa Federal de 
Construcción de Viviendas, y la experiencia fue en muchas 
provincias satisfactoria.

Se terminaron 672 viviendas y 220 mejoramientos de 
vivienda. La evaluación de la experiencia realizada llevó 
a repensar la flexibilización del modelo de gestión, dada 
la cuantiosa demanda recibida en la subsecretaría, que 
no podía ser satisfecha por diversos motivos:

* La gran dispersión de la población de ambos sectores 
no era rentable para las empresas constructoras.

* La necesidad de proveerles a los beneficiarios de un 
método de subsistencia para su afincamiento en su lugar 
de origen.

* El requerimiento de un acompañamiento social per-
manente para la aceptación del nuevo hábitat.

* La demanda del diseño de prototipos innovadores 
acordes con sus usos y costumbres.

* La necesidad de la incorporación de diversos actores 
locales de amplia trayectoria en la temática, etc.

Por ello se decidió su reformulación en un nuevo pro-
grama con presupuesto propio y flexibilidad de acciones, 
modelo de gestión federal, con la participación de las pro-
vincias a través de una unidad ejecutora específica para 
el programa, y acuerdos territoriales entre las entidades 
locales con amplia experiencia en la materia, cuando la 
situación así lo requiriera.

Las líneas de acción que prevé el programa son:
* Viviendas nuevas para pobladores de comunidades 

aborígenes.
* Viviendas nuevas para pobladores de zonas rurales.
* Mejoramiento de viviendas recuperables.
* Mejoramiento del hábitat, obras de infraestructura y 

complementarias.
* Unidades productivas de sustento.
Estas líneas de acción se inscriben dentro de un marco 

de flexibilidad frente a las condiciones particulares de la 
demanda, con respuestas múltiples y variadas, partiendo 
de las siguientes premisas:

* El desarrollo integral de la población rural/aborigen 
con alto NBI, mediante acciones que permitieran el me-
joramiento productivo, habitacional y de infraestructura 
social básica, así como el perfeccionamiento de las formas 
de tenencia de la tierra de las familias rurales y aborígenes 
involucradas.

* El respeto a las pautas culturales propias de cada 

La vivienda social se concibe entonces como 
un proceso integral que apunta a la mejora de 
la calidad de vida y a la inclusión; este con-
cepto produce un cambio significativo dentro 

de la política habitacional.



comunidad sin imponer soluciones extemporáneas, sino 
permitiendo la evolución de las condiciones del hábitat 
de las comunidades como un primer paso hacia su real 
fortalecimiento social.

* La generación de ámbitos propicios para la salud 
desde el punto de vista de la prevención, con acciones 
bioambientales adecuadas: la provisión de agua potable y 
de sistemas adecuados de evacuación.

* El desarrollo de formas de sustento estables, enten-
diendo la unidad habitacional como un medio para 
mejorar la calidad de vida rural y así contribuir a afincar 
al beneficiario. 

* La presencia transectorial en los modelos de gestión, 
los que son diseñados para cada región a través de sus 
organismos competentes.

3. “Mejor Vivir” por entidades intermedias. El Progra-
ma Federal de Mejoramiento de Viviendas se inició con 
la firma del convenio marco del 29 de julio de 2004, con 
el objetivo primordial de paliar el déficit cualitativo de 
viviendas, y su ejecución fue satisfactoria.

Se terminaron en el país 66.118 mejoramientos de 
vivienda, y más de 32.000 en ejecución.

De la evaluación realizada sobre su desarrollo, se con-
sideró que la modalidad de ejecución a través de empresas 
constructoras no permitía satisfacer toda la demanda 
recibida en el programa, debido a la complejidad de las 
acciones a realizar en viviendas ocupadas.

Por ello en el año 2007 se diseñó la nueva reglamenta-
ción con la premisa fundamental de flexibilizar el modelo 
de gestión. Hoy el “Mejor Vivir” se ejecuta, además, por 
administración de los municipios, por cooperativas y por 
entidades intermedias de reconocida trayectoria, siempre 
respetando el sistema federal de vivienda, con la presencia 
de las provincias en su monitoreo.

En el caso particular de las entidades intermedias, la 
ejecución en grupos acotados permite el desarrollo de un 
modelo participativo eficaz que repercute en la promo-
ción de los grupos beneficiarios como participantes en la 
organización de la obra.

El “Mejor Vivir” interactúa con otros programas de 
la subsecretaría en todas sus variantes de ejecución, por 
ejemplo como complemento del Promeba, y contempla la 
ejecución de pequeñas redes intra-lotes (conexiones domi-
ciliarias) con el fin de mejorar sustancialmente la calidad 
de vida de las familias. 

4. Promhib II Programa de Mejoramiento Habitacional 
e Infraestructura Básica. El Promhib es un programa histó-
rico de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, 
aprobado por Resolución Nº 5312 con fecha 5 de julio de 
1996 de la entonces Secretaría de Desarrollo Social de la 
Nación. Apunta a la población comprendida dentro del 
1º y 2º quintil, que no puede acceder a otros programas, ni 
créditos. La inversión del mismo es con carácter de subsidio.

En 2007 se elaboró la nueva reglamentación incorpo-
rando 5 líneas de acción:

* Vivienda nueva.
* Mejoramiento de viviendas recuperables.
* Infraestructura social básica.
* Equipamiento comunitario.
* Mejoramiento del hábitat urbano.
El nuevo Promhib II tiene puesto su énfasis en la 

reconstrucción de hábitat, en los pueblos del interior del 
país. El objetivo de la puesta en valor del espacio público 
como situación de contención social, el acondicionamien-
to de las plazas, clubes, bulevares, arterias principales, 
accesos a los pueblos, accesos a cementerios, edificios 
públicos, paseos, paseos costaneros, etc., como espacios de 
esparcimiento y de reunión agradables, pretende atraer 
a la población joven, a niños, ancianos, adolescentes y 
adultos, a un espacio factible de ser vivido.

5. Programa Federal de Villas y Asentamientos Pre-
carios. La intervención en las villas y los asentamientos 
precarios también se inició como un subprograma del 
Programa Federal de Construcción de Viviendas.

La nueva reglamentación no incluye cambios sustan-
ciales en los modelos de gestión pero parte de la concep-
ción de que debía ser un programa federal con presupues-
to propio.

La dimensión de los asentamientos en la provincia de 
Buenos Aires y en los centros urbanos más importantes del 
país, la complejidad de las acciones, y su rol protagónico 
en la cuenca Riachuelo-Matanza, llevaron a la decisión de 
ajustar las acciones llevadas a cabo por la subsecretaría, 
la cual asume el rol de un seguimiento personalizado de 
las acciones de los municipios y entidades intervinientes, 
participa en la toma de decisiones en forma conjunta con 
los entes ejecutores y asume del compromiso de una inter-
vención sostenida.

A modo de conclusión

En esta nueva política, en los modelos de gestión están 
representados todos los sectores de la vivienda social 
acompañados por una eficaz negociación por parte del 
Estado nacional y acuerdos interministeriales. Existe una 
marcada relación entre los programas de la Subsecretaria 
de Desarrollo Urbano y Vivienda como pilar de eficiencia 
en el gasto público.

En este proceso de definir una política de Estado, la Na-
ción focaliza sus acciones en la transformación del hábitat 
con el fin de abordar no sólo la problemática habitacional 
sino también toda aquella que deviene de las necesidades 
del hábitat social.

Los Estados provinciales y locales trabajan en sintonía 
con los lineamientos trazados por el gobierno central, a 
través de un eficaz seguimiento de los objetivos, tanto los 
delineados a nivel país como los propios.

Las acciones implementadas son acompañadas eficaz-
mente por una estructura presupuestaria acorde.

El asistencialismo va dando paso a las acciones de 
inclusión con el fin primordial de que estas se transformen 
en políticas de Estado. La continuidad de las acciones a 
través de las sucesivas gestiones va a permitir resultados 
sostenidos en la lucha contra el déficit y por la promoción 
de los sectores más postergados.  j

La continuidad de las acciones a través de las
sucesivas gestiones va a permitir resultados

sostenidos en la lucha contra el déficit y por la 
promoción de los sectores más postergados.

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> Hacia una política de inclusión



+30 vocesenelfenix.com



La toma del Indoamericano expuso una problemática que 
somete a muchos habitantes de Buenos Aires: la saturación 

de estos barrios humildes, donde los alquileres son altos y 
convertirse en dueño, casi imposible. Un dilema que puede 

revertirse regulando el mercado de viviendas y de suelos.
Por María Cristina Cravino

Antropóloga. Universidad Nacional de General Sarmiento - UNGS

La necesidad de tener una ciudad más justa

El ciclo de las villas
y el mercado

inmobiliario informal

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> El ciclo de las villas y el mercado inmobiliario informal
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L os hechos ocurridos en diciembre del 2010 en el 
Parque Indoamericano y en el Club Albariño 
desnudan la realidad de muchos vecinos de la 
ciudad de Buenos Aires, los que se ven expulsa-
dos de las villas sin más opciones que ocupar al-

gún sitio, más bien cualquier sitio en la ciudad. Muestran, por 
lo tanto, la complejidad que ha ido adquiriendo habitar una 
villa y postulamos que evidencia, en particular, el agotamien-
to de un ciclo de crecimiento de las villas. Todo esto sucede en 
el marco en que muchos otros habitantes de la ciudad se ven 
desplazados a estos barrios por no acceder a una vivienda en 
el mercado y por la falta de programas de vivienda o el desfi-
nanciamiento de los existentes y por la nula inversión estatal 
en el mejoramiento de estos barrios.

Las villas de la ciudad de Buenos Aires albergan a alrede-
dor de 200 mil personas, el doble que en 2001 y cuatro veces 
más que en 1991. Esto es una señal de la importancia que 
adquieren estos barrios como forma de habitar la ciudad. 
Hay distintas formas de clasificarlas e incluso algunas ni 
siquiera son reconocidas como tales por los registros oficia-
les. Son alrededor de una veintena, mientras llegan casi a 
un millar en el Área Metropolitana de Buenos Aires. En la 
Capital Federal comenzaron a repoblarse una vez recupe-
rada la democracia, post desalojos violentos y masivos de 
la última dictadura militar. Las villas se concentran en la 
zona sur y ya llevan más de 30 años de dinámica urbana y 
social de crecimiento. Además, el sur concentra otros déficit, 
como de educación y salud, que en los últimos años han sido 
desatendidas particularmente.

Nuevas generaciones nacidas en las villas necesitan más 
viviendas y más ciudad. Estas familias sólo encuentran lugar 
en las mismas villas en que nacieron (donde viven sus padres) 
o en otras similares. Paralelamente, la última década fue 
escenario de un proceso de crecimiento de los desalojos en la 
ciudad de viviendas ocupadas (vía judicial o administrativa), 
mientras que algunas políticas de contención (como la de 
alojamiento en hoteles pensión para los “sin techo”) fueron 
desarticuladas (en principio porque no reunían las condicio-
nes mínimas y luego por desinterés) y no se generaron mejores 
opciones, sino que por el contrario, empujaron más gente a 
las villas. Los desalojos de algunas villas generaron el mismo 
proceso, al igual que el cierre de muchos hoteles pensión. Los 
escasos subsidios del Gobierno de la Ciudad sólo alcanzan 
para el alquiler en una villa, mientras existen centenares de 
viviendas ociosas de propiedad.

Desde hace 15 años las posibilidades de vivir en una villa 
se vinculaban cada vez más a la posibilidad de alquilar 
un cuarto con baño compartido, donde viviría toda la 
familia, sin importar la cantidad de miembros. Suelen ser 
habitaciones de menos de 10 metros cuadrados, muchas sin 
ventilación y donde se cocina con una garrafa. El alquiler 
era la puerta de entrada a la villa y la villa ya había pasado 
a ser una forma estable de vivir en la ciudad (sin opciones de 
salida).

Sin embargo, podemos decir que este ciclo comienza a 
agotarse. Mientras tanto, los servicios, construidos mayorita-
riamente por los mismos vecinos, desde hace ya varios años 
muestran signos de colapso: constantes cortes de electricidad, 
cloacas desbordadas, agua escasa y de dudosa calidad, falta 
de iluminación y de servicios de recolección de residuos y 
menos aún servicios de seguridad suficientes.

El miedo a quedarse sin casa

Debemos distinguir dos tipos de alquiler: algunos vecinos 
alquilan uno o dos cuartos de su vivienda como forma de ob-
tener un ingreso. Se mueven por la lógica de la sobrevivencia 
ya que no tienen trabajo o posibilidades. Los locadores son por 
lo general mujeres solas con chicos, ancianos, discapacitados, 
con enfermedades crónicas o desocupados de larga data.

Por otro lado, se encuentran edificaciones donde pueden 
existir 20 o 30 cuartos con baños que se comparten. Estos edi-
ficios se suelen llamar inquilinatos. Sus dueños, por lo general, 
viven en la planta baja. Esta práctica no es bien ponderada 
por los vecinos, más bien, por el contrario, son vistos como 
personas que obtienen ingresos muy por arriba de la inmensa 
mayoría de los habitantes de las villas a costa de sus vecinos. 
Estos “propietarios” no permiten que un inquilino perma-
nezca en el lugar por varios años, debido al miedo de que los 
inquilinos se sientan “dueños”.

A su vez, cuando un locatario no puede pagar, inme-
diatamente debe dejar la pieza, sin ningún tipo de contem-
plación de la necesidad de un alojamiento. Esto hace que 
los inquilinos vivan con el miedo de quedarse en cualquier 
momento sin casa: o porque el “dueño” decide no tenerlo 
más o porque no se tiene dinero para pagar el cuarto y 
quedar en la calle.

En nuestros estudios encontramos una fuerte relación entre 
la nacionalidad del “propietario” y del inquilino, es decir, 
los bolivianos acostumbran alquilar a sus connacionales, lo 
mismo que los paraguayos y los peruanos, en menor medida 
los argentinos. Se accede al alquiler por la información que 
circula de boca en boca en los barrios. Las redes sociales pre-
vias son centrales para la circulación de la información.

Misión imposible: convertirse en “propietario”

Las trayectorias habitacionales han mutado profunda-
mente en las últimas décadas. Antes de la mitad de la década 
de los ’90, aquellos que llegaban a una villa lo hacían a casas 
de parientes o paisanos. Con el correr del tiempo, construían 
una nueva vivienda en la villa, ocupaban un lote vacío y así 
el barrio iba creciendo en población. Luego, cuando se agotó 
el suelo para ocupar, comenzó el proceso de verticalización 
(y densificación), es decir, la construcción en altura (que 
hoy puede llegar hasta seis pisos), fundamentalmente para 
el alquiler. De todas maneras, las trayectorias continuaban 
con la posibilidad, luego de algunos años de ahorros o algún 

Nuevas generaciones nacidas en las villas necesitan más viviendas y 
más ciudad. Sólo encuentran lugar en los mismos asentamientos en que 

nacieron (donde viven sus padres) o en otros similares.



préstamo, de pasar a ser “propietario” de una casa en la villa. 
Eso podía suceder cuando los inquilinos eran un 10 o 15 por 
ciento de los habitantes, ya que existe una rotación, de los 
que se mudan para volver a sus lugares de origen o para ir a 
otro lugar de la ciudad (o por el ciclo de vida de las unidades 
domésticas).

Actualmente podemos estimar que un 40 por ciento de los 
que viven en las villas se encuentran en condición de inquili-
nos. Por lo tanto, es imposible que tengan chance de conver-
tirse en “propietarios” (porque además como la demanda 
aumenta, también lo hacen los precios) y jamás habría tanta 
cantidad de viviendas en venta como todos los inquilinos que 
quisieran comprar una.

Por otra parte, existe la venta de viviendas en estos 
barrios por parte de aquellos que lo hacen porque necesi-
tan el dinero ante una urgencia (particularmente salud o 
desocupación) o porque deben mudarse (por muchas razo-
nes, desde familiares, cambio de trabajo, migración a otros 
lados o vuelta a sus lugares de origen). Encontramos que 
los precios varían mucho de acuerdo con los criterios con 
los que fijó el precio el “propietario”. Este precio se vincula 
al dinero que necesita para un fin, al monto de materiales 
que invirtió o a lo que cree que vale la casa.

En estos casos encontramos que no existen intermedia-
rios, ya que se trata de un mercado cara a cara y flexible en 
cuanto a las condiciones de venta. En algunos casos, se ven-
de la vivienda en cuotas. Se suelen hacer documentos de 
la transacción, y muchas veces se solicitan testigos que acre-
ditan la operación a fin de evitar reclamos. A la compra se 
accede por la información que circula en los barrios, y en 
algunos casos por los carteles y la dinámica del mercado 
tiene que ver con las coyunturas y la movilidad residencial 
de los sectores populares.

En síntesis, el mercado inmobiliario informal (el adjetivo se 
vincula a que no se registra oficialmente) se da en el marco e 
incrustado a la sociabilidad barrial de las villas y sólo puede 
comprenderse por ello, ya que los que alquilan frecuente-
mente conocen a los “propietarios” y lo mismo sucede entre 
los compradores. Esta sociabilidad se expresa también en la 
importante presencia de parientes o amigos entre los residen-
tes de las villas. Por su parte, estas redes sociales implican, tal 
como lo han estudiado investigaciones clásicas de la antropo-
logía, formas de contención social para préstamo de dinero 
o alimentos, cuidado de niños o ayuda en la construcción o 
arreglos en las viviendas.

Parias urbanos

Esta fuerte presión en el alquiler, en particular desde 
aproximadamente cinco años (cuando comienza a incre-
mentarse el precio del arriendo en proporciones muy altas), 
y su imposibilidad de sostenerlo para miles de familias, 
hacen que se multipliquen las ocupaciones en los lugares 
intersticiales de las ciudades y de las villas inclusive. En todos 
los casos, los que ocupan son inquilinos que no pueden acce-
der a la compra de una vivienda en la villa (como máxima 
aspiración) o no pueden pagar el creciente aumento del 
costo del alquiler (que se ha multiplicado en aproximada-
mente 8 veces en 4 años), como explicamos muy por arriba 
de la inflación. Así hubo sucesivas ocupaciones en espa-
cios contiguos a las villas 31 bis, 31 (Retiro), 1-11-14 (Bajo 

Flores), 21-24 (Barracas) y 20 (Lugano), 15 (Mataderos) y en 
otros espacios libres, particularmente en tierras ferroviarias, 
tal como sucedió en los barrios de Barracas, Palermo, Pater-
nal, Chacarita, Caballito y otros. Utilizando el término de 
Wacquant, son los “parias urbanos”, lo que ya no encuentran 
ni en la villa un lugar donde vivir. Por eso podemos decir 
que se trata de la rebelión silenciosa de los inquilinos de estos 
barrios, los nuevos habitantes de la ciudad.

Sin duda, en esta situación de desesperación muchas 
familias inquilinas se embarcan en propuestas de compra 
de espacios a ocupar que organizan ciertos personajes 
que los medios han llamado la “mafia” o los actores de 
los “negocios inmobiliarios”, es decir de aquellos que se 
aprovechan de la situación y cobran la valentía de ocupar 
espacios libres (de cualquier calidad), porque la gente tiene 
miedo a los desalojos, a la violencia y no siempre se anima 
a ser pionera. Otros, seguramente, aprovechan la situación 
de desesperación para generar acciones de presión política, 
pero como sostuvimos en una columna de opinión con Ga-
briel Kessler, el trasfondo no es un problema de seguridad-
inseguridad, sino la absoluta falta de opciones habitacio-
nales para las nuevas familias villeras y otros habitantes 
de la ciudad con bajos ingresos. Estos hechos además 
colocan sobre la superficie de nuestra sociedad la profunda 
xenofobia de los porteños, que en su discurso convierte en 
victimarios a las víctimas y criminaliza la condición de 
pobreza y obtura la pregunta: ¿qué políticas de acceso a la 
ciudad existen para los vecinos (transitoriamente también 
“okupas”) que no acceden por la vía del mercado a un 
lugar donde vivir, mientras el Estado local se preocupa por 
la estética urbana (de la zona norte, tal como lo evidencian 
las costosas esquinas remodeladas) y no encara la solución 
del déficit habitacional que el censo anterior ya arrojaba 
la escalofriante cifra de 500 mil personas en una ciudad de 
menos de 3 millones?

Es decir, los más pobres hoy están obligados a tener dinero 
constante para conseguir un lugar donde habitar en la ciu-
dad, inclusive para vivir en una villa como inquilinos, siem-
pre en situación inestable. Esta es la razón de por qué también 
crece la cantidad de personas que viven en la calle. Estos datos 
evidencian la necesidad de regular el mercado de la vivien-
da, pero en particular el del suelo, generando cambios en la 
normativa urbana que faciliten el acceso a la ciudad para los 
trabajadores con menos ingresos, si es que queremos generar 
ciudades más justas y cumplir con los derechos constitucio-
nales. En particular, los inmigrantes de países vecinos son 
objeto de discriminación en el mercado inmobiliario. Por 
ejemplo, si desean alquilar porque sus ingresos lo permiten 
y teniendo documentación argentina y empleo formal, no lo 
pueden hacer porque se les niega la posibilidad del alquiler de 
departamentos o casas sólo por su condición de nacionalidad, 
paradójicamente cuando está en alza el alquiler a europeos, 
norteamericanos o extranjeros de otro origen.

Instrumentos como el alquiler social o lotes con servicios 
(este último se ha comenzado a debatir en diferentes ámbitos 
gubernamentales) son posibilidades que deben ser tenidas en 
cuenta a la hora de buscar soluciones a las pésimas condi-
ciones urbanas en las que habitan los vecinos de la ciudad, 
mientras se requiere facilitar el acceso al crédito a los sectores 
medios, que inclusive ellos se ven desplazados de las formas en 
que habitualmente se insertaban en la ciudad.  j

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> El ciclo de las villas y el mercado inmobiliario informal
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La meta es mejorar las condiciones de la población asentada 
en territorios con carencia de infraestructura urbana, con 
problemas ambientales y de regularización dominial. La 
particularidad del modelo de gestión reside en la metodología 
participativa e interdisciplinaria.
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El Programa Mejoramiento de Barrios

Un enfoque desde el Estado para
el desarrollo sustentable
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E l Programa Mejoramiento de Barrios (Pro-
meba) está siendo ejecutado por la Subse-
cretaría de Vivienda y Desarrollo Urbano 
del Ministerio de Planificación Federal. 
Es una línea de inversión social que opera 

a escala nacional sobre el hábitat de la población con 
Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) localizada en 
centros urbanos del país, siendo el barrio/la villa la 
unidad de gestión operativa.

La meta del programa es mejorar las condiciones de 
dicha población, normalmente asentada en territorios 
con carencia de infraestructura urbana, con problemas 
ambientales y de regularización dominial y, consecuen-
temente, con marginación urbana y social. Para ello se 
realizan inversiones que ofrecen soluciones integrales: 
se consolidan los barrios/villas reorganizando la trama 
urbana, dotándolos de la infraestructura básica y de las 
obras y acciones de mitigación ambiental requeridas, de 
la regularización dominial que otorgue la titularidad 
del lote y fortaleciendo la organización social de esa 
comunidad.

La particularidad del modelo de gestión reside en la 
metodología participativa e interdisciplinaria: trabaja 
con las familias y organizaciones del barrio a través 
de distintas herramientas de participación como las 
mesas de gestión, la consulta pública y las audiencias 
barriales. Para ello se cuenta con un equipo interdisci-
plinario de profesionales que trabaja en el barrio con 
la población desde el diagnóstico hasta el período de 
post obra. Este equipo basa su accionar en la partici-
pación activa de la población para la resolución de los 
problemas legales, sociales, urbanos y ambientales que 
los afectan, a través de múltiples actividades priorizan-
do la articulación con organismos públicos y organiza-
ciones no gubernamentales.

El desarrollo humano en escena

El enfoque de la sustentabilidad propone un nuevo 
encuadre al definir como objetivo central la conciliación 
del desarrollo humano con el mantenimiento a perpe-
tuidad del capital ambiental. Intrínsecamente pone en 
cuestión los modos de acción del hombre contemporá-
neo y cambia el eje de los objetivos y de las prioridades 
sociales. Es un proceso de cambio, en el que el aprove-
chamiento de los recursos naturales, la estructura de las 
inversiones, la orientación del avance tecnológico y las 
estructuras institucionales deben ser consistentes, tanto 
con las necesidades futuras como con las presentes. En 
tanto supone un cambio estratégico, no sólo es necesario 
que infiltre y se consolide en la conciencia social sino 
que es indispensable que forme parte de las políticas de 
Estado.

Promeba aplica un modelo de gestión urbano-am-
biental del hábitat que coloca al desarrollo sustentable 
en la esfera de las políticas públicas.

El hábitat de la pobreza

Bajo las condiciones socioeconómicas de las últimas 
décadas, se observa un proceso de balcanización del 

tejido urbano que tiende a consolidar la existencia de 
barrios muy contrastados en cuanto a sus condiciones 
ambientales. La imagen de las ciudades rodeadas por 
una periferia de baja calidad ambiental es una constan-
te; el hábitat de la pobreza concentra los mayores riesgos 
por la existencia de procesos ambientales acumulativos, 
consolidando la pauperización y la marginalización.

Las localidades donde se insertan estos barrios 
presentan un patrón común. En general, se trata de 
ciudades donde se combinan las consecuencias de un 
crecimiento físico incontrolado generado por un fuerte 
incremento demográfico y están afectados por riesgos 
ambientales:

* Barrios construidos sobre sitios susceptibles a 
inundaciones por desbordes de cursos de agua o anega-
miento por problemas de drenaje local, erosión hídrica o 
eólica, derrumbes, deslizamientos de terreno y/o alu-
viones, condiciones naturales del sitio que por su alta 
vulnerabilidad no entra en la oferta de tierra para el 
mercado urbano.

* Marcado déficit de infraestructura de saneamien-
to básico: agua potable y sistemas de eliminación de 
efluentes y excretas, que generan serios problemas de 
contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, 
incidiendo en las condiciones de salud. 

* Fuerte exposición a riesgos antrópicos por la locali-
zación adyacente a carreteras, ferrocarriles y/o canales, 
por la existencia de basurales a cielo abierto, en el en-
torno o dentro de los mismos, legales o clandestinos; por 
encontrarse adyacentes a líneas de alta tensión y/o redes 
de gas de alta presión u oleoductos, precario o inexis-
tente sistema de servicios de recolección y disposición de 
residuos domiciliarios.

* Hacinamiento y precariedad de las viviendas.
Estos problemas, que en la mayoría de los casos se 

dan en simultáneo, revisten diferentes grados de inten-
sidad y tienen un nivel de manifestación muy concreto 
en la calidad de vida de la población. Aun cuando 
existen escasas estadísticas que reflejen una relación 
causa-efecto de los problemas ambientales sobre el 
deterioro de la salud, numerosos trabajos han demos-
trado que la persistencia de enfermedades típicas de la 
pobreza, responde –en términos generales– al deterioro 
ambiental que afecta a estos hogares de menores recur-
sos. Dengue, chagas, leptospirosis, triquinosis, hanta 
virus, tuberculosis, infecciones intestinales, pulmona-
res y de piel están estrechamente relacionadas con el 
saneamiento ambiental.

Si bien el peso relativo de la población NBI es diferen-
cial según las regiones, provincias y ciudades, se puede 
asegurar que en la mayoría de los centros urbanos la 
correlación entre población marginal y espacios urbanos 
de baja calidad ambiental es una constante. La inestabi-
lidad y fragilidad del medio donde se ubican los barrios 
NBI se replica en la inestabilidad y fragilidad social de 
su población, sinónimo de exclusión social.

Para una buena evaluación ambiental

La concepción del Promeba como una línea de 
inversión integral y con fuerte contenido social hizo 



necesario el desarrollo de herramientas y técnicas 
ambientales para garantizar la aplicación del criterio 
de sustentabilidad en consonancia con los criterios de 
equidad, calidad y eficiencia, en el marco de un trabajo 
participativo interdisciplinario e interinstitucional, 
bajo la premisa de que cada experiencia fuera replica-
ble y perfectible en el tiempo.

Uno de los resultados obtenidos por el programa 
como herramienta de gestión pública ha sido la efecti-
va aplicación y difusión de un modelo de gestión que 
incluye la aplicación del procedimiento de evaluación y 
salvaguardas ambientales como modo de asegurar que 
el proyecto sea ambientalmente sustentable.

El programa ha puesto especial énfasis en los ins-
trumentos de gestión con relación al cómo, dónde y 
con qué elementos actuar, concentrando los mayores 
esfuerzos técnicos y de financiación alrededor de cinco 
estrategias centrales:

1. La aplicación del procedimiento ambiental en 
todo el ciclo de proyecto, desde la identificación hasta 
el monitoreo. La identificación temprana de los ries-
gos ambientales es fundamental para definir el perfil 
de los proyectos. En función de los niveles de riesgo 
ambiental el proyecto se encuadra en una estrate-
gia única de consolidación urbana o puede requerir 
localizaciones parciales. La realización de la evalua-
ción ambiental en paralelo al diseño de los proyectos 
es de carácter obligatorio. Esta modalidad garantiza 
la inclusión de los ajustes ambientales necesarios en 
el diseño de obras y orienta en la búsqueda de alter-
nativas ambientalmente viables. Como resultado de 
este proceso se proponen las obras de mitigación y el 
equipamiento ambiental requerido por el proyecto así 

como el plan de intervención ambiental que pauta te-
mática y operativamente las actividades a desarrollar 
en el barrio con la población. Durante la ejecución del 
proyecto integral el procedimiento ambiental se ejecu-
ta a través de acciones de monitoreo y control am-
biental, bajo responsabilidad de técnicos específicos. 
El procedimiento ambiental garantiza la eliminación 
o reducción de los riesgos tanto para la población 
como para las obras, asegurando mejores condiciones 
del hábitat y la mayor eficiencia de la inversión. En la 
etapa de monitoreo post obra, se verifica la eficacia 
de las obras de mitigación ambiental y todas aquellas 
que fueron propuestas para mejorar las condiciones 
ambientales del barrio. 

2. La adopción de una estructura funcional para la 
gestión ambiental de los proyectos. La difusión y apli-
cación de este nuevo modelo de gestión requiere de una 
estructura funcional específica con una preparación 
acorde con las demandas y exigencias ambientales que 
enfrenta el programa. Los componentes básicos de esa 
estructura son a nivel nacional la Unidad de Coordi-
nación (UCN), a nivel de las provincias las Unidades 

Bajo las condiciones socioeconómicas de 
las últimas décadas, se observa un

proceso de balcanización del tejido urbano 
que tiende a consolidar la existencia de 

barrios muy contrastados en cuanto a sus 
condiciones ambientales.
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Ejecutoras Provinciales (UEP), a nivel municipal las 
Unidades Ejecutoras Municipales (UEM) y a nivel de los 
barrios “el equipo de campo”. Todos estos niveles cuen-
tan con personal técnico especializado en evaluación y 
procedimiento ambiental. Además de articularse entre 
sí y con la comunidad y las asociaciones vecinales, lo 
hacen con los diversos organismos oficiales y no guber-
namentales que están comprometidos en la ejecución de 
los planes de manejo ambiental.

3. La asignación de recursos específicos para obras 
de mitigación y equipamiento ambiental. A fin de 
atenuar, evitar o compensar impactos negativos o 
condiciones ambientales adversas de los barrios y acen-
tuar los impactos positivos, se financian inversiones 
físicas de mitigación ambiental que cubren un espectro 
amplio de rubros como obras de ingeniería y sistemas 
de manejo ambientalmente compatibles que pueden re-
querir o no la provisión de bienes o equipos específicos. 
En relación con las soluciones tecnológicas, se incorpo-
ran alternativas distintas para cada región, con un cos-
to compatible con la dimensión de la inversión total. 
Un concepto básico que se tiene en cuenta al momento 
de elegir una tecnología es que la misma debe contem-
plar el perfil sociocultural donde se va a aplicar ya que 
la práctica muestra que ninguna inversión puede ser 
sustentable si no es tomada y legitimada por la propia 
población beneficiaria.

4. La asignación de recursos para acompañamien-
to ambiental. El conocimiento y la capacidad que 
se tenga para enfrentar los problemas ambientales y 
resolverlos adecuadamente es la base para el logro de 
los objetivos planteados, para ello Promeba dedica 
un porcentaje de sus recursos a las acciones de capa-
citación. En general las instituciones no integran los 
aspectos ambientales a las operatorias y activida-
des de desarrollo urbano. Tampoco es frecuente que 
cuenten con capacidad instalada para encarar ciertas 
funciones clave como la revisión de las evaluaciones 
ambientales, la supervisión técnica y la vigilancia 
ambiental que demanda la operatoria del programa. 
Finalmente se detecta una falta de articulación entre 
los distintos organismos ligados al desarrollo urbano. 
Esta falta de rendimiento institucional introdujo la 
necesidad de garantizar el seguimiento ambiental de 
los proyectos incorporando como ítem financiable 
la contratación de técnicos ambientales por parte 
del programa para desarrollar lo que se denomina 
acompañamiento ambiental. El accionar del pro-

motor ambiental, en conjunto con el resto del equipo 
de campo interdisciplinario, ha generado uno de los 
resultados de mayor impacto logrados en los aspectos 
institucionales locales. Tal es el caso de las tareas de-
sarrolladas en conjunto con el Prohuerta, con Ecoclu-
bes, con escuelas y colegios de los barrios, centros de 
salud o atención primaria, direcciones municipales 
(de bromatología, veterinaria, espacios verdes, etc.). 
La presencia permanente del equipo de campo que 
desarrolla el acompañamiento de la población en 
el barrio permite la convergencia de recursos dispo-
nibles, una mayor participación ciudadana, dado 
que no son acciones aisladas sino que se articulan en 
torno a un programa de trabajo, y con ello, la sinergia 
de impactos y beneficios.

5. La participación de la comunidad beneficiaria, 
organismos públicos y de la sociedad civil en general. 
El programa viene desarrollando y poniendo a prueba 
diversos mecanismos de participación. Como forma 
institucionalizada se aplica el procedimiento de Con-
sulta y Audiencia pública. A través del mismo se somete 
el Proyecto Ejecutivo Integral a un proceso de consulta 
abierta a toda la comunidad. En él, también se detallan 
las condiciones de riesgo ambiental que posee el barrio 
y cómo se van a resolver, las obras que se van a ejecutar, 
evaluadas en términos de su impacto ambiental en el 
barrio y su entorno. Como resultado, las prioridades u 
observaciones al proyecto, cuando resultan procedentes, 
son incorporadas al proyecto definitivo, logrando un 
mayor grado de aceptación y consenso del mismo. Otra 
instancia de participación es la mesa de gestión como 
espacio de gran potencial para la articulación, negocia-
ción y arribo de acuerdos, especialmente con dependen-
cias gubernamentales, instituciones y organizaciones no 
gubernamentales con competencia en aspectos específi-
cos del proyecto.

Sustentabilidad concreta

El desarrollo de Promeba en la esfera de la gestión 
urbana, con una fuerte incorporación de la temática 
ambiental como eje transversal a la formulación, ejecu-
ción y mantenimiento de los proyectos, permite operati-
vizar el concepto de sustentabilidad en forma concreta 
y sostenida. 

Del análisis de esta experiencia y de algunos de sus 
resultados derivados del modelo de gestión desarrolla-
do, se pueden exponer algunas conclusiones:

1. El pasaje de una política de encuadre tradicional 
a una sustentable se da a través de un proceso lento, 
complejo, no espontáneo. Para promoverlo es indispen-
sable contar con ciertas condiciones de partida:

* Un marco de decisión política que promueva, o al 
menos no dificulte la incorporación del nuevo enfoque. 

* Una estructura institucional que facilite mecanis-
mos de participación y permita la “negociación” entre 
los diversos actores sociales en juego. 

* La generación de conocimientos básicos y aplica-
dos así como la preparación de los recursos humanos 
de manera que puedan responder a las demandas y 
planteos emergentes del modelo de gestión sustentable.

El desarrollo de Promeba en la esfera de 
la gestión urbana, con una fuerte incorpo-
ración de la temática ambiental como eje 
transversal a la formulación, ejecución y 
mantenimiento de los proyectos, permite 

operativizar el concepto de sustentabilidad 
en forma concreta y sostenida.



Uno de los resultados obtenidos por el
programa como herramienta de gestión 
pública ha sido la efectiva aplicación y
difusión de un modelo de gestión que 

incluye la aplicación del procedimiento de 
evaluación y salvaguardas ambientales.

2. La sustentabilidad requiere de un accionar de 
forma continua aunque los resultados puedan verse 
en el largo plazo. Por ello, la continuidad a lo largo 
del tiempo del modelo de gestión aplicado, sostenien-
do sus objetivos y superando cambios políticos, de 
dependencia gubernamental y de entornos socioeco-
nómicos es un factor indispensable.

3. La participación a diferentes niveles de las partes 
interesadas genera equilibrios en la adopción de 
decisiones y deriva en una ejecución más eficaz de las 
iniciativas de desarrollo sustentable. Esa tendencia 
es el resultado del proceso de democratización que 
en forma imperfecta y con gran esfuerzo la sociedad 

intenta alcanzar. Sin embargo, los hechos sugieren que 
la tendencia hacia la participación debe profundizar-
se e incluir no sólo la planificación sino también la 
ejecución, el mantenimiento y la vigilancia de todo el 
proceso, a fin de contribuir eficazmente a la sustenta-
bilidad.

4. La efectiva neutralización o mitigación de riesgos 
ambientales preexistentes es uno de los objetivos de 
las obras que se ejecutan en cada proyecto y permite 
consolidar los barrios en forma integral y sostenida, 
superando la ejecución de una política urbana de 
emergencia.

5. La aplicación rigurosa de la evaluación am-
biental ex-ante permite la selección de obras que en 
muchos casos no sólo mitigan riesgos ambientales 
en el sitio de intervención sino que también generan 
impactos positivos en el entorno y a nivel ciudad.

6. Una de las derivaciones más importantes de esta 
experiencia es la necesidad de fortalecer los aspec-
tos institucionales locales y de otros organismos que 
articulen con Promeba, que les permitan aplicar 
el concepto de sustentabilidad, aprovechando los 
recursos que este programa brinda y la experiencia 
desarrollada.  j

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> Un enfoque desde el Estado para el desarrollo sustentable
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La deuda de la arquitectura y el urbanismo con la inclusión 
social comienza a revertirse, en el camino de dar respuestas 
ante la ausencia de un hábitat integrado e inclusivo. Cómo 
pasar de las consignas a las acciones.

Por Javier Fernández Castro

Profesor Titular de Proyecto y Morfología (FADU-UBA). 
Director del proyecto de urbanización Barrio 31 Carlos Mugica

Acerca de los cómo

Posibilidades y límites del
proyecto urbano como
herramienta de inclusión
socioespacial



E n una reciente jornada de intercambio aca-
démico, el arquitecto colombiano Pérez Ja-
ramillo, miembro del equipo técnico-político 
responsable de la elogiable transformación 
de Medellín, pronunció una provocativa pe-

rogrullada: “Ningún político confesará públicamente es-
tar a favor de la exclusión social”. A continuación remató: 
“…en los cómo, en la pregunta por las políticas y proyectos 
concretos y específicos, es donde podremos advertir sus 
verdaderos objetivos e intenciones”.

La arquitectura y el urbanismo como disciplinas tienen 
desde hace tiempo una importante deuda con las temá-
ticas de inclusión. Las universidades públicas y colegios 
profesionales, salvo honrosas y porfiadas excepciones, 
habían abandonado la temática en sus programas, en 
la investigación y transferencia, en forma simétrica a la 
ausencia en el propio Estado de políticas sociales inte-
grales que caracterizaron la década anterior. Programas 
regionales exitosos, nuevas líneas de investigación, y la 
incipiente generación de nuevos paradigmas e imagina-
rios formales de intervención, han comenzado a revertir 
este panorama.

Intentaremos resumir aquí estos nuevos posiciona-
mientos que implican la redefinición del proyecto urba-
no como una herramienta en el abordaje integral de la 
pobreza, asumiendo el desafío planteado por el amigo 
colombiano.

Una noción inclusiva del proyecto

Todo proyecto que intente transformar las condiciones 
socioespaciales del contexto puede entenderse como un 
proyecto urbano. Esto implica el manejo y ponderación 
consciente de sus distintas escalas de influencia. Hace ya 
demasiados años que la profesión viene hablando del 
“derecho a la ciudad”. Es hora de pasar de las consignas 
a las acciones, asumiendo las categorías y productos de 
lo urbano en su total complejidad y sinergia. Debemos, 
si es que pretendemos realmente reconstruir la capaci-
dad política técnica del Estado, cualificar sus acciones 
sumando nuevas formas al número. Si en un principio las 
políticas sociales de contención post crisis sólo exploraron 
la generación de empleo, las políticas de desarrollo y con-
solidación de un modelo virtuoso deben sumar el generar 
ciudad.

Trabajo y ciudad no son ni deben ser leídos jamás 
como elementos antagónicos, muy por el contrario. Debe-
mos salir de la disyuntiva cualitativo-cuantitativo como 
adjetivos excluyentes. Cada intervención en el hábitat 
popular es una oportunidad de cualificar y cuantificar a 
la vez el territorio. En este sentido la problemática debe 
dejar de ser vista como un déficit particular al que se 
responde con indicadores ad hoc para abordarse inte-
gralmente en el concepto de hábitat. No es sólo carencia 
de vivienda a la que se responde con construcción de 
habitaciones aisladas, falta de infraestructuras a la que 
se responde con programas de mejoramiento, ausencia de 
espacio público a la que se responde construyendo esce-
narios, y así podríamos seguir especificando todas y cada 
una de las componentes focalizadas en que se fragmentan 
las políticas tradicionales. Es la ausencia de un hábitat 

integrado e inclusivo lo que se nos está demandando solu-
cionar, para lo cual la variable no es el tema aislado sino 
el territorio complejo como objeto de acciones provenien-
tes de diversas referencias.

La exclusión socioespacial tiene múltiples manifesta-
ciones. Las políticas tradicionales suelen atender sólo las 
ostensibles. La villa, diferencia evidente, imagen con-
trastante, suele acaparar las acciones. En cambio casas 
tomadas, tejidos requirentes de reconversión, hipercon-
juntos degradados, inquilinatos, centros tugurizados, 
parecieran ser invisibles. Quizás exista sobre ellos el 
prejuicio de contar al menos con una envolvente formal, 
que disimula sus carencias y tranquiliza conciencias in-
activas. En este olvido se encierra también la focalización 
territorial de las acciones en las periferias y sus respuestas 
formales asociadas. Centros y barrios contienen también 
manifestaciones de pobreza que deben ser contempladas 
y abordadas en su especificidad.

El “privilegio” de las actuaciones sobre entornos perifé-
ricos ha dado como resultado la extensión como política 
urbana. Para los pobres la periferia, la lejanía, la inco-
nexión, donde la solución habitacional no contempla ya 
no la sustentabilidad productiva sino tampoco las condi-
ciones mínimas de accesibilidad. En nombre de la buena 
conciencia, del retorno a los tipos populares, del acceso a 
la tierra como discursos simulados de inclusión, se puede 
también enmascarar la expulsión de los pobres de la ciu-
dad, extendiendo infraestructuras y locaciones al infinito. 
La densidad debe volver a ser tema del proyecto. Debemos 
recuperar, apropiar y actualizar la enseñanza de aquellos 
ejemplos paradigmáticos que supieron manejar escalas 
mayores y proponer nuevas alternativas viables.

¿Un Plan Fénix urbano?

Como nos advertía nuestro amigo colombiano, la 
política se manifiesta no sólo en consignas o discursos 
sino en acciones concretas. Como profesionales debemos 
contribuir recuperando una militancia específica en don-
de los “cómo” sean parte del discurso, donde se expliciten 
prefiguraciones configuradas y cuantificadas, para saber 
qué hacer en cada caso gracias a tener un proyecto para 
cada caso.

Quizá los estudiosos de la ciudad nos estemos debiendo 
un Plan Fénix urbano, imitando el buen ejemplo de nues-
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tros amigos economistas. Para ello será necesario revisar 
como ellos ciertos discursos únicos, aquellas hipótesis 
tradicionales de supuesta validez universal. 

El proyecto urbano en contextos de abundancia suele 
entenderse como un instrumento adecuado para el de-
sarrollo inmobiliario de “áreas de oportunidad” o para 
el “embellecimiento” del espacio público. Sin embargo, 
cuando las solicitaciones son más fundantes y esenciales, 
la repetida frivolización de la herramienta no debe impe-
dirnos volver sobre ella para redefinirla. Lejos de aban-
donarla, se trata de reconsiderarla para otros objetivos en 
otros entornos. Algunas extremistas dirán que se trata de 
otra cosa, de otros saberes, que la idea de proyecto urbano 
está definitivamente asociada a villas olímpicas, peato-
nalizaciones de centros históricos, o nuevas centralidades 
de especulación. 

Preferimos hablar de otros modos de ejercicio, no de 
otro ejercicio. La digresión no es menor. Hablar de otro 
saber es cristalizar la idea de que existe un proyecto para 
ricos y para los pobres debe existir otra cosa. En otras 
palabras que “la Disciplina”, la original y con mayúscula, 
atiende y atenderá sólo los recortes de hábitat que le son 
amables, dejando la carencia librada a la suerte de los 
voluntarismos y las transgresiones.

En contextos donde la supuesta excepción, en nuestro 
caso la pobreza, adquiere dimensión de regla o al menos 
de aspecto constitutivo, nuevos discursos deben abrir 
paso a diversas modalidades de ejercicio profesional, en 
consecuencia directa de diversos modos de producción y 
ocupación del espacio.

Algunas recomendaciones arquitectónicas

1. Inserción urbana. Si los proyectos de inclusión 
socioespacial han sido hasta ahora considerados como 
garantes necesarios del continuo urbano, favoreciendo 
estrategias de extensión uniforme del tejido, se debe pasar 
a potenciarlos como catalizadores de reconversión, esto es 
como oportunidades de cualificación urbana. La decisión 
proyectual entre lo igual y lo distintivo debe posibilitar 
nuevos equilibrios de la estructura capaces de establecer 
rasgos de continuidad y a la vez de distinción, cualifi-
cando los entornos. Cada proyecto es una oportunidad 
no sólo de paliar un déficit cuantitativo, sino también de 
cualificar un recorte de la estructura urbana.

2. Integralidad situacional. La inclusión excede con 

creces el acceso a la vivienda propiamente dicha. La ne-
cesaria articulación de las diversas condiciones urbanas 
en el proyecto debe sumar a la habitación, referencia en 
los espacios y equipamientos públicos, flujo en el trazado 
de sus calles y accesibilidad del transporte; intercambio 
en la direccionalidad de redes materiales y virtuales, y 
deslinde en afianzamiento distintivo de identidades. La 
vivienda es una componente necesaria, sustancial, pero 
no suficiente. La incorporación de componentes produc-
tivas, en donde otras ramas del diseño pueden converger 
en la cualificación de las economías populares preexisten-
tes, es una situación mucha veces declamada pero poco 
explorada aún.

3. Modalidad productiva. La imagen construida desde 
el Estado debe escapar a la tentación de la repetición y 
la convencionalidad, incorporando materiales proyec-
tuales provenientes de diversos modos productivos. La 
verdadera inclusión está dada por la disponibilidad de 
las mismas infraestructuras, lenguajes y tecnologías de la 
ciudad “oficial” o “formal”. Este es un mandato que viene 
de la historia y solemos olvidar, detrás de malas lecturas 
de la modernidad o de pretendidas adecuaciones a las 
identidades populares, erróneamente entendidas como 
esencias perdidas antes que como construcciones perma-
nentes de sentido.

4. Mixtura tipológica. La consistencia del proyec-
to debe lograrse a partir de componentes diversas, en 
construcción de un orden complejo. La segura diversidad 
de solicitaciones del entorno, la necesidad de dotar de 
espacios diferenciados a condiciones diversas, o aun en la 
dimensión exclusiva de la vivienda el reconocimiento de 
programas mixtos y grupos habitantes variados, da como 
resultado una necesaria mixtura de tipos. Esto no implica 
la ausencia de ideas o concepciones totalizadoras en el 
proyecto, su disolución en una mera superposición de dis-
tintos. La única posibilidad de orden no es la repetición 
de componentes uniformes, muy por el contrario debemos 
ser capaces de establecer sistemáticas generales a partir de 
unidades distintivas. 

5. Apropiación de tecnologías. Los proyectos de inclu-
sión socioespacial no pueden estar jugados exclusivamen-
te al seguimiento de tecnologías tradicionales. Si bien esta 
es la concepción generalizada fundada en la expansión 
de la mano de obra no calificada, precisamente en este 
punto es necesaria su discusión. El proyecto puede desde 
su concepción material alentar la creación de mano de 
obra calificada en la materialización de componentes 
más sofisticados, permitiendo a la vez la contempora-
neidad del proyecto y una mayor sustentabilidad en el 
tiempo del empleo. Sólo así será posible romper el circuito 
de trabajadores de la pobreza calificados a resolver sólo 
situaciones de pobreza. La tecnología, su acceso y dispo-
nibilidad es también un instrumento de inclusión.

6. Densidad y consistencia. Deben revisarse profun-
damente los parámetros de densidad tradicionales. 
Es necesario redefinir relaciones óptimas entre suelo, 
infraestructuras y arquitecturas, a fin de poder interve-
nir en las diversas modalidades de inserción que se nos 
plantean. Ya hemos advertido acerca de la baja densidad 
en extensión entendida como única solución posible. 
Releer críticamente los mejores ejemplos de la densidad 
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moderna, entender que no se puede abordar temáticas de 
pobreza en los centros con soluciones rururbanas, o peor 
aún no condenarlas a la expatriación en los suburbios 
rompiendo prácticas y lazos sociales preexistentes, debiera 
alentar reintroducir soluciones de densidad media y alta, 
libres de prejuicios.

7. Diversidad habitativa. La necesaria dotación de es-
pacios capaces de recibir solicitaciones múltiples, siempre 
superadoras de las previsiones más ambiciosas, precisa de 
manifestaciones espaciales coherentemente múltiples. La 
especificación tradicional donde a cada ámbito prefigu-
rado corresponde una práctica específica, debe ceder ante 
la concreta posibilidad de su modificación en el tiempo 
o la aparición de nuevas solicitaciones de uso. En este 
sentido las prefiguraciones deben pensar en ámbitos y 
programas heterogéneos, inespecíficos y variables; capa-
ces de absorber la inexorable mutación de las condiciones 
originalmente previstas.

8. Programa multiescalar. Diversos trabajos aluden 
a contemplar escalas de estudio macro, mezzo y micro. 
Otra dimensión escalar es la dialéctica público-privado. 
Preferimos compartir con François Ascher sus categorías de 
circunstancias mayores de la vida metapolitana: estar en 
mí, en medio de otros, entre nosotros. Traducidos literal-
mente a términos espaciales los proyectos debieran asumir 
la necesidad de organizar y disponer espacios individua-
les, grupales y colectivos. Nuevamente se plantea superar 
el mero programa habitativo. La inclusión espacial debe 
plantear espacios de sociabilidad para las identidades 
grupales de cercanía y para las generales totalizantes.

9. Componentes articulatorios. El concepto de articu-
lación puede traducirse física y concretamente en la defi-
nición de componentes públicas que sirvan de nexo con 
el entorno. La disposición del equipamiento no sólo debe 
estar pensada para la satisfacción del propio proyecto, 
sino también y sustancialmente para su área de influen-
cia. La articulación pasa así de ser una categoría teórica 
a ser concreción. Los “bordes” del proyecto no son meros 
límites sino espacios de pliegue y fusión con el entorno 
donde la disposición de programas “en medio de otros” y 
“entre nosotros” potencie su influencia. La articulación re-
sulta entonces un programa de intersección, perteneciente 
y adjudicado tanto al propio proyecto como al entorno 
inmediato o mediato.

Evocaciones y proyecciones

La realización de todo proyecto es en definitiva la 
voluntad de resignificación de un espacio urbano. Todo 
significado es una convención social, y por lo tanto im-
plica evocación de sentidos preexistentes y proyección de 
sentidos nuevos en permanente construcción.

El proyectar, al leer las preexistencias como material 
condicionante y posibilitante de sus desarrollos, no debe 
hacerlo sólo desde sus dimensiones físicas sino también 
desde sus dimensiones significantes. La operatoria de 
resignificación no puede pretender establecer una nueva 
codificación social de la nada. Sus futuros reconocimiento 
y posibilidades de apropiación se juegan en buena medi-
da en su capacidad de apoyarse en, de partir de, sentidos 
preexistentes.

En toda ecuación proyectual hay elementos constantes, 
preexistencias que deben ser evaluadas para su conti-
nuidad. Se trata de los rasgos que el proyecto debe hacer 
suyos, los sentidos permanentes, aun en contextos donde 
desde una mirada superficial y apriorística nada parezca 
digno de ser recuperado. La construcción de memoria 
implica acciones de selección e intencionalidad. Del con-
junto de lo preexistente se debe deslindar, en función de 
lineamientos proyectuales y objetivos de la investigación, 
lo memorable de lo descartable, sean estos tanto evidentes 
elementos físicos como velados sentidos presentes en el 
hábitat.

No todo lo leído es esencial al proyecto. No se trata 
de tomar infinitas muestras y variables en términos 
científicos, se trata de ponderar variables y constantes 
en función de la construcción de un nuevo escenario. 
En este sentido son contextos significantes del proyecto 
no sólo los derivados de su propia espacialidad sino 
también los estados de la cuestión, los antecedentes 
temáticos, las referencias externas capaces de aportar 
elementos replicables. Adjetivos utilizados en discursos 
pasados para los proyectos de “interés social”, tales como 
barato, digno, experimental, flexible, etc., pertenecen a 
sistemas de pensamiento que en algún momento fueron 
entendidos como vigentes, aportando una casuística de 
ejemplos memorables y descartables. El proyecto debe en 
lo posible manejar e incluir conscientemente estos meca-
nismos para pretender un mayor grado de apropiación.

En la raíz de la palabra proyectar está el arrojar 
adelante. La evocación implica desde dónde arrojamos. 
Pero el proyecto tiene como destino instalar en el mundo 
un nuevo sistema de equilibrios. Entonces cobran tam-
bién pertinencia los significados pendientes, los sentidos 
a proponer y construir. Nuevos paradigmas formales 
capaces de albergar nuevas prácticas sociales, imáge-
nes contemporáneas que fundadas en sentidos pasados 
no los cristalicen sino que los proyecten y redefinan. La 
aparición de nuevos objetos y sujetos implica la necesa-
ria incorporación de variables a las viejas constantes, la 
definición de nuevas arquitecturas. Si se nos permite el 
exabrupto, la construcción de una nueva modernidad, 
pero esta vez pertinente, avisada de sus consecuencias 
y posibilidades, alejada tanto de mesianismos como de 
conformismos.  j
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Parámetros elitistas

La vulnerabilidad ambiental
y la normativa urbana
Por Florencia Almansi / IIED-AL



La visión economicista y reduccionista de 
la planificación urbana debe ajustarse a las 
reales necesidades que demanda el desarrollo 
equitativo de las ciudades. Los desastres 
naturales afectan principalmente a los 
sectores más pobres.

La vulnerabilidad ambiental
y la normativa urbana

L as normativas y regulaciones urbanas en 
la Argentina han sido amplia y crítica-
mente estudiadas en su relación con los 
productos urbanos y sociales generados. Se 
ha analizado su incidencia en los procesos 

de segregación social y fragmentación espacial que 
sufren las grandes ciudades y ahora también en las 
intermedias. Sobre todo en los últimos años, la crítica 
a la normativa se ha focalizado en su carácter elitista y 
excluyente de acuerdo con los estándares que exigen y 
en la obsolescencia de las mismas, ya que fueron crea-
das para ciudades de los años ’60.

Sin embargo y sin minimizar la relevancia de los 
determinantes sociales y urbanos analizados, de vital 
importancia para el desarrollo equitativo de las ciu-
dades, es también importante hacer una revisión de 

esta normativa desde la consideración ambiental de la 
prevención de riesgos y desastres naturales que afectan 
principalmente a los sectores más vulnerables de la po-
blación. Si bien las reglamentaciones son positivas en 
la prevención del riesgo, sobre todo en lo relativo a los 
niveles de inundabilidad que son los contextos de de-
sastres que más afectan a los asentamientos informales, 
también es importante mencionar que las previsiones 
sobre las que se funda la normativa datan del año 
1960, limitando así el desarrollo de aéreas consolida-
das del Gran Buenos Aires.

A lo largo de los últimos 50 años se han ejecutado 
obras de infraestructura de envergadura principalmen-
te en el área de afectación de cuencas, que sin lugar a 
dudas han modificado el mapa de riesgo. Sin embar-
go la normativa no se modifica, y las restricciones a 
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los asentamientos humanos siguen estando referidas a 
parámetros de los ’50, hecho que afecta principalmente la 
regularización dominial de gran parte de los asentamien-
tos informales y por ende la seguridad de tenencia de la 
tierra de sus habitantes. Es inevitable también confrontar 
la normativa con la realidad de una demanda social de 
tierra y vivienda que supera ampliamente la oferta de los 
planes y programas oficiales, y con las condiciones que 
impone un mercado de tierras altamente especulativo. 
Las tierras ocupadas por la población pobre en donde se 
consolidan los asentamientos a lo largo de los años, son 
las tierras despreciadas por el mercado, entre otros con-
dicionantes, porque se encuentran bajo restricción para 
el asentamiento humano por estar bajo las cotas de nivel 
de inundación histórico de la provincia de Buenos Aires 
fijados en el año 1957, o bien próximas o directamente 
sobre los márgenes de arroyos.

En este tipo de asentamientos informales es donde 
interviene el Programa de Mejoramiento de Barrios (Pro-
meba), que se presenta como ejemplo de intervención en 
este análisis, ya que intenta cubrir esa brecha que existe 
entre la normativa y la necesidad, facilitando soluciones 
habitacionales y procesos de regularización de la tierra en 
zonas de riesgo no atendidas por la normativa. El Prome-
ba, con un enfoque integral de la intervención y tomando 
como eje central el aspecto ambiental, aborda respuestas 
a los problemas de vulnerabilidad ambiental que afectan 
a los asentamientos aunque limitando su intervención 
dada la ausencia de un enfoque integral ambiental desde 
la normativa urbana.

Inequidad urbana

El proceso de urbanización en América latina ha sido 
especialmente significativo. Para el año 2005, la Cepal 
informaba que un 77,8 por ciento de la población total vi-
vía en áreas urbanas, hecho que la convierte en la región 
más urbanizada del mundo. Y la Argentina, después de 
Uruguay, era el país de la región con mayor porcentaje 
de población urbana, alcanzando en el mismo año una 
población urbana del 91,8 por ciento, un tercio de la cual 
se concentraba en el Área Metropolitana de Buenos Aires. 
La tendencia se mantiene y las grandes inversiones se 
siguen desarrollando en las grandes ciudades, y también 
comienzan a desplazarse a las ciudades intermedias. La 
demanda de mano de obra sigue atrayendo población a 
las ciudades que no tienen oferta de tierra y vivienda su-
ficiente para acompañar el crecimiento poblacional. Esta 
población que no encuentra en el mercado legal de tierras 
su solución habitacional, se asienta en donde puede, por 
lo general en zonas no aptas para el asentamiento hu-
mano, según las normativas y por los riesgos. Estos sitios 
tienen como característica estar en los márgenes de cauces 
de agua contaminados, cerca de industrias contaminan-
tes, o en zonas con riesgo de inundación.

La creciente necesidad de acceso a la tierra para 
importantes sectores de la población y el desarrollo de 
mercados de suelo especulativos con regulación escasa en 
su primera etapa del ’50-’60, favorecieron la expansión fí-
sica de la ciudad. Este escenario, sumado a la aparición a 

comienzos de los ’70 de una normativa urbana excluyente 
–con estándares urbanos inalcanzables–, fue configuran-
do el esquema de producción de las ciudades, no sólo en 
la Argentina sino en toda la región latinoamericana, bajo 
un esquema inverso al de la planificación tradicional: 
primero se ocupa la tierra de hecho, luego se consolida 
la infraestructura barrial a lo largo de generaciones y 
finalmente se lucha por alcanzar la regularización de la 
tenencia de la tierra.

Este fenómeno urbano se intensificó en las últimas 
décadas producto de la globalización de los mercados 
urbanos y del aumento del valor del suelo y de la pobla-
ción en situación pobreza. Alrededor del 50 por ciento 
de los habitantes de la región vive de manera informal 
en aéreas de riesgo en las ciudades, con una precaria (o 
nula) cobertura de servicios, equipamientos e infraestruc-
tura, además de restricciones urbanas y normativas para 
ser ocupadas.

La regulación urbanística como instrumento de 
planeamiento de las ciudades, plasmada en leyes que 
materializan las políticas urbanas e intentan regular el 
mercado de tierras, ha tenido un impacto central en la 
determinación de los valores de la tierra y en la distri-
bución de la población en las ciudades. Esta regulación 
urbanística resulta fundamental en la determinación 
del proceso de segregación espacial, al fijar estándares 
imposibles de alcanzar por la población más pobre y al 
reservar las áreas mejor localizadas y mejor servidas con 
infraestructura para la residencia y actividades de los 
sectores privilegiados.

La imagen muestra el derrumbe de las viviendas aloja-
das en el margen del Río Reconquista en el asentamiento 
San Martín, ocurrido en julio de 2010. Cerca de 40 fami-
lias están asentadas sobre el margen del río, y 6 viviendas 
con apropiados estándares de construcción sufrieron el 
derrumbe. El asentamiento San Martín es ejemplo de las 
contradicciones urbanas y socioambientales que debe en-
frentar la política urbana, donde el Promeba interviene. 

Este asentamiento, como muchos otros, está ubicado 
en el sector de la cuenca baja del Río Reconquista, que es 
la segunda cuenca más contaminada del país (después 
del Matanza-Riachuelo) y constituye en la actualidad un 
grave peligro que pone en riesgo la salud humana y la 
viabilidad del ecosistema. La cuenca atraviesa en su reco-

La fuerte presión de la dinámica 
del mercado de suelos define 
el ritmo de desarrollo de las 
ciudades, pronunciando la 
concreción de productos 

económicamente desiguales, 
socialmente excluyentes, 

espacialmente segregados y 
ambientalmente insostenibles.



rrido la jurisdicción de 18 municipios bonaerenses, donde 
habitan aproximadamente 4 millones de habitantes. 
Según datos del Censo 2001, el 62 por ciento de la pobla-
ción en el área de la cuenca carece de servicio de cloacas y 
se estima, además de otros desechos contaminantes, que 
más de 3.000 camiones atmosféricos desagotan diaria-
mente en forma directa al río, según datos del Comité de 
Cuenca del Río Reconquista (Comirec), órgano que tiene 
como responsabilidad la planificación y ejecución del 
Plan de Saneamiento.

En el trabajo “Integración regional de las normativas 
locales para un ordenamiento territorial sustentable”, 
Unidades Técnicas Federal y Provinciales del PRODIA, 
uno de los principales riesgos ambientales que afectan a 
la población de la cuenca son las reiteradas inundacio-
nes. El mencionado documento indica que en los parti-
dos de San Fernando y Tigre, ambos pertenecientes a la 
cuenca baja del Reconquista, la población afectada por 
las inundaciones de 1985 (mayor registro de inundación 
de los últimos años) fue de un 40 por ciento, y las vivien-
das precarias no recuperables afectadas fueron del 26 por 
ciento para ambos partidos.

Una regulación obsoleta

En la Argentina la normativa sobre el uso del suelo está 
regulada por el Estado provincial y los códigos de edifica-
ción son material local. Sólo tres provincias tienen regula-
ción sobre del uso del suelo: Buenos Aires, Jujuy y Mendo-
za, además de la ciudad de Buenos Aires. La regulación 
provincial en vigencia es fragmentaria y obsoleta. Por 
ejemplo el decreto ley Nº 8.912, la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Uso del Suelo, que regula la creación del sue-
lo urbano de la provincia de Buenos Aires, fue sancionado 
en 1977 y condiciona el uso, ocupación, subdivisión y do-
tación de infraestructura del suelo y establece estándares 
que debe regular el gobierno local. La ley fue establecida 
con el objetivo de limitar y condicionar el desarrollo de 
los loteos populares que crecieron fuertemente alrededor 
de los ’70, es decir que no fue creada para responder a las 
necesidades sociales y urbanas de aquella época, y mucho 
menos de la actual. 

En la provincia de Buenos Aires varias leyes y decretos 
fueron establecidos en respuesta a la rápida expansión del 
área urbana y la proliferación del loteo popular. En 1960, 
como consecuencia de la seria inundación que afectó 
al Gran Buenos Aires, se reglamentan las leyes N° 6.253 
de Desagües Naturales y Nº 6.254 de Nivel de Cota de 
Inundación, que establecían que sólo las tierras por sobre 
los 3,75 metros del nivel del mar podían ser subdivididas 
y restringían la subdivisión en áreas próximas a cursos de 
agua. A pesar de esto las tierras seguían subdividiéndose 
sin mayores controles del Estado y en 1977 se reglamenta 
el decreto ley Nº 8.912 que definía entre otras cosas las 
medidas mínimas de lotes en 300 metros cuadrados y la 
obligatoriedad de dotar de servicios de infraestructura al 
suelo para su subdivisión.

Una de las mayores restricciones impuestas por la 
ley era que las viviendas no podían ser construidas por 
debajo del nivel de inundación fijado por la ley Nº 6.254. 
Esta regulación incrementó el costo de la tierra urbaniza-

da que fue directamente transferido al precio de los lotes 
con la consecuente exclusión de los sectores populares del 
acceso a la tierra.

La normativa de la provincia de Buenos Aires es po-
sitiva en términos ambientales ya que favorece, aunque 
no se cumpla en la realidad, la prevención de riesgos. 
La ley tiene deficiencias al momento de no contar con 
instrumentos económicos y de gestión participativos para 
alcanzar los objetivos previstos. Las agencias de control 
están dispersas y tienen objetivos superpuestos: no hay un 
reconocimiento de los diferentes niveles de urbanización, 
como tampoco de las diferentes regiones, ya que no es lo 
mismo regular el uso del suelo en el conurbano bonaeren-
se que en el resto de la provincia, y tampoco es lo mismo 
el primer anillo del conurbano que el segundo o el tercero 
de carácter peri-urbano. Otras leyes provinciales sobre la 
prevención de riesgos se focalizan en la regulación de las 
actividades industriales, regulando la instalación de esta-
blecimientos industriales según categorías de complejidad 
ambiental, y obligando a la aprobación de certificados de 
aptitud ambiental.

En la esfera local hay una gran y heterogénea variedad 
de acciones y enfoques, todas bajo las restricciones de las 
normativas provinciales, como los planes estratégicos o 
planes de desarrollo local que integran enfoques sociales, 
económicos, espaciales y ambientales; los códigos de edi-
ficación y muchos otros proyectos urbanos que implemen-
tan los municipios para mejorar infraestructura o áreas 
degradadas.

Además de la legislación urbana y su potencial ampli-
tud en términos de la incorporación de los determinantes 
ambientales, es fundamental plantear la limitación que 
implica la presión de un mercado de tierras especulativo y 
los conflictos sociales emergentes del mismo. La fuerte pre-
sión de la dinámica del mercado de suelos define el ritmo 
de desarrollo de las ciudades, pronunciando la concreción 
de productos económicamente desiguales, socialmente 
excluyentes, espacialmente segregados y ambientalmente 
insostenibles. El suelo urbano es uno de los componentes 
esenciales de la política urbana, y su disponibilidad en 
cantidad y condiciones adecuadas para la promoción de 
programas y proyectos de urbanización y vivienda social 
es una condición fundamental. Pero mientras no se actúe 
sobre la retención especulativa de la tierra ociosa, o se 
articule con políticas tributarias para crear mecanismos 
para la recuperación y distribución de la renta del suelo, 
no es viable tomar en consideración una política urbana 
preventiva de riesgos.

Frente a esta presión especulativa del mercado, las 
limitaciones de las normativas provinciales y la falta 
acceso a suelo urbano adecuado, son pocos los instru-
mentos que tienen los gobiernos locales para planificar 
políticas urbanas. En la medida que a la tierra no se la 
dote de otros determinantes además de los económicos, 
no se puede pensar en hacer una política urbana soste-
nible.

También la legítima demanda social por la regulari-
zación de asentamientos o por garantizar la seguridad de 
tenencia se suma como un conflicto social que en algunos 
casos puede incrementar el riesgo. Cuando un asenta-
miento ha estado consolidándose por más de 30 o 50 años 
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en zona de inundación y frente a la falta de recursos o 
tierras apropiadas para proponer una relocalización con-
sensuada, se finaliza regularizando en zonas de riesgo, en 
algunos casos con la exigencia de la realización de obras 
hidráulicas preventivas. La presión social juega así un 
papel fundamental en la aprobación de la condición de 
legalización de los asentamientos, pero a su vez y contra-
dictoriamente, acentuando la vulnerabilidad ambiental.

Prevención de riesgos en asentamientos

El Promeba es un programa nacional que actúa 
en asentamientos existentes facilitando el acceso a la 
regularización de la tierra, la infraestructura urbana, el 
equipamiento comunitario y el mejoramiento ambien-
tal integral. El Promeba en su acción intenta cerrar la 
brecha entre las normativas, el riesgo y la intervención 
en los asentamientos informales. Es el único programa 
que tiene una mirada ambiental, además de legal, urba-
na y social, en la intervención sobre los asentamientos 
informales.

Los asentamientos como los que se encuentran en las 
márgenes del viejo cauce del Reconquista, están ubica-
dos en zonas de restricción para asentamiento humano 
según la normativa porque las tierras se encuentran bajo 
cota de inundación fijada por la ley Nº 6.254 y porque 
la implantación de las viviendas no respeta la distancia 
reglamentaria al cauce del río como determina la ley Nº 
6.253. Además los lotes en promedio tienen una superficie 
de aproximadamente 100 metros cuadrados, dimensión 
sustancialmente inferior a la reglamentada por la ley Nº 
8.912. Pero dado que hace ya diez años que comenzaron 
las obras de rectificación y modificación de la traza del 
Río Reconquista, modificándose así el mapa de riesgo 
que aplana la curva del pico de inundación, y la restric-
ción en la superficie de los lotes puede ser superada por el 
decreto Nº 3.736 (Régimen de reconstrucción urbana para 
asentamientos humanos en situación de precariedad) 
que exceptúa las dimensiones exigidas por el decreto-ley 
Nº 8.912, hoy es posible su regularización. Pero para ello 
es necesario elaborar y aprobar un plan hidráulico que 
demuestre que estos barrios no se inundarán y ejecutar 
las obras de infraestructura previstas en el plan hidráu-
lico. Estas acciones son abordadas por el municipio en el 
marco del Promeba.

El Promeba acerca al gobierno local, mediante la 
planificación conjunta, soluciones financieras y de gestión 
que permiten superar los déficit ambientales y normati-
vos que limitan la regularización de los asentamientos. 
De otra manera, sin estudios integrales que prevean el 
comportamiento de la zona en el entorno de la cuenca, y 
que provean de estrategias y recursos para afrontarlos, se 
limita el accionar del gobierno local. El Promeba acelera 
los tiempos de tramitación provincial de las gestiones y 
garantiza la factibilidad de la ejecución de las obras nece-
sarias mediante el financiamiento.

Si bien esta intervención habilita la regularización de 
las tierras y disminuye el impacto de riesgos, a su vez está 
limitada en función de otras presiones ambientales a las 
que están expuestos estos asentamientos como la proxi-
midad a industrias y depósitos de basura contaminante. 
Al poner el foco en la superación de los condicionantes 
que limitan la legalización de las tierras, la intervención 
puede actuar en la provisión de infraestructura hidráu-
lica y sanitaria para superar la restricción impuesta por 
la normativa, pero está limitada para incidir en otros 
condicionantes ambientales. Si bien se trabaja en la 
intervención con un plan de manejo ambiental y mapa de 
riesgos, este se ve acotado en su alcance por la limitación 
de las disposiciones que no prevén el comportamiento del 
uso de suelo de la región, ni del funcionamiento integral 
de la cuenca, acción que sólo sería posible si se actualizan 
y profundizan los diagnósticos y se modifica la normativa 
urbana incluyendo los determinantes sociales y ambien-
tales que inciden en la generación de suelo urbano. 

Todavía hay un largo camino por recorrer en las políti-
cas urbanas en términos de su escasa articulación con los 
determinantes ambientales: la experiencia del Promeba 
es importante para empezar a alimentar la renovación de 
las mismas. La falta de servicios sanitarios adecuados, la 
contaminación del suelo y de las napas de agua, la caren-
cia de agua potable, la ausencia de sistemas de recolec-
ción y deposición final de los residuos, la convivencia con 
áreas de riesgo, la falta de infraestructura y equipamien-
to, y el asentamiento poblacional en áreas inundables, 
implican un mayor grado de desventaja ambiental para 
los grupos en situación de pobreza, lo que contribuye 
a incrementar su nivel de vulnerabilidad y el riesgo de 
experimentar catástrofes ambientales. La integralidad en 
las intervenciones poniendo el énfasis en los determinan-
tes sociales y ambientales debe ser una prioridad en las 
políticas urbanas.

Hasta el momento la política sobre la regulación 
del uso del suelo ha promovido una expansión urbana 
incontrolada con negativas consecuencias sociales y am-
bientales, contradiciendo y superponiendo legislaciones, 
desdibujando el valor de la planificación y limitando el 
accionar de los gobiernos locales en sus capacidades de 
control y gestión. Es importante entonces problematizar el 
nexo existente entre la política urbana, la vulnerabilidad 
social y el riesgo ambiental en el plano local, para definir 
cuáles son los principales problemas críticos a los que se 
ven expuestos los grupos más vulnerables y superar así la 
visión economicista y reduccionista de la planificación 
urbana, para ajustarla a las reales necesidades que de-
manda el desarrollo equitativo de las ciudades. j

Las tierras ocupadas por la 
población pobre, suelen ser 
despreciadas por el mercado 
porque se encuentran bajo 

restricción para el asentamiento 
humano al estar bajo las cotas 
de nivel de inundación histórico 
de la provincia de Buenos Aires 
o sobre márgenes de arroyos.
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Para satisfacer la demanda de una vivienda digna para toda 
la población hay que tener en cuenta variables como los 
ingresos, el mercado inmobiliario, las políticas tributarias, 
los nuevos instrumentos de gestión y el fortalecimiento del 
sector público. 
Por Daniel Galizzi
Magíster en Administración Pública

Una perspectiva más amplia

Las políticas de hábitat informal y capacidades 
de generación de nuevas reglas de juego

C uando se analizan los procesos de gestión 
de políticas públicas, la problemática del 
hábitat informal, suele ser relegada o abor-
dada indirectamente.

Si bien desde el inicio de los procesos de 
la segunda reforma del Estado, la gestión estatal ha sido 
considerada como cuestión prioritaria en la agenda de 
políticos y académicos, esta no suele ser analizada res-
pecto de los procesos urbanos de configuración de hábitat 
informal.

En este artículo se presentará un análisis respecto de la 
gestión del hábitat, relacionada con la implementación 
de programas, y se reflexionará sobre cómo incorporar 
temas que indirectamente integran la problemática, 
proponiendo tomar una perspectiva más amplia de los 
procesos de gestión.

Se realizaran aportes que desplacen la mirada de la 
acción de los organismos gubernamentales, para también 
considerar la cuestión del hábitat como proceso social, 

contemplando las reivindicaciones por el reconocimien-
to de derechos y los temas conexos abordados por otras 
políticas.

El sentido último es reflexionar sobre cómo abordar el 
conflicto implícito en procesos de este tipo, y también re-
conocer caminos para generar nuevas reglas que aborden 
la complejidad del tema.

Gestión pública e implementación de programas

Es conocido que el proceso de reforma estatal al que 
se hizo referencia ha introducido nuevas tecnologías de 
gestión en el sector público, propias de las utilizadas en 
el campo de la gestión privada. La nueva gestión pública 
jerarquizó la toma de decisiones técnicas con el objetivo 
de aislar las variables políticas implícitas en las acciones 
de los procesos de gestión.

Actualmente se afirma que la utilización de esas nue-
vas tecnologías de gestión no evitan las tensiones políticas 
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asociadas al conflicto que supone la gestión pública. 
Inmersas en procesos políticos más amplios, las políticas 
públicas tienen subyacente la participación de distintos 
actores, que interactúan en función de intereses divergen-
tes, dando lugar a diferentes situaciones de conflicto.

Una de las tecnologías que se han introducido es la 
gestión por programas o proyectos. Estos suelen instalar 
normativas que fijan pautas para la gestión, condicio-
nando los procesos de actuación, y las respuestas dadas a 
parte de los problemas sociales.

En los últimos años, la gestión de las políticas de 
hábitat se ha estructurado en torno a una diversidad de 
programas a través de los cuales se derivan los recursos 
estatales. La tendencia es reducir los problemas de gestión 
a los derivados de la implementación de estas iniciativas 
puntuales. Los programas son principalmente impulsa-
dos por el Estado nacional, y se ejecutan a través de los 
gobiernos provinciales y municipales. Se trata de progra-
mas para atender el déficit habitacional en villas y asen-
tamientos, de vivienda social para el sector de menores 
ingresos o de mejoramiento barrial a través de provisión 
de infraestructura, por ejemplo. Algunos de los requeri-
mientos que exige la implementación son la formulación 
de proyectos, la definición de procesos de contratación de 
obras, la articulación de programas con recursos asocia-
dos, por mencionar algunos de ellos.

Sin embargo, la problemática del hábitat es compleja 
y contiene aspectos políticos reconocibles desde el origen 
de cualquier situación de conflicto, que superan la lógica 
de la administración de programas particulares. Este 
perfil ubica la respuesta de las políticas públicas tempo-
ralmente detrás de la dinámica de los procesos sociales de 
ocupación informal del suelo.

La cuestión lleva a pensar en cómo se configura la proble-
mática del hábitat para el conjunto de actores involucrados, 
qué relación guardan con otras políticas asociadas al tema, 
y en qué punto se considera el conflicto en tanto momento 
clave para reconfigurar las decisiones adoptadas. En parti-
cular si se tiene en cuenta que desde el origen de cualquier 
ocupación informal de suelo, se manifiesta el derecho de 
sectores sociales que ven postergado el acceso a vivienda, 
servicios, infraestructura y en definitiva a la ciudad.

Para el abordaje del tema es necesario considerar los 
aspectos administrativos comprometidos, y las estruc-
turas gubernamentales con competencia, pero no es 
suficiente tener en cuenta sólo esto.

Un abordaje complejo exige adoptar una definición 
de gestión pública que incorpore elementos políticos que 
hacen que la administración estatal deje de apoyarse sola-
mente en la resolución técnica de las decisiones públicas, 
sino que también incorpore la faz política de esos procesos.

Una definición conocida entiende que la gestión pú-
blica pasa a configurar un conjunto de prácticas políticas 
y sociales a través de la cuales se articulan –al mismo 
tiempo– las demandas de la población y las respuestas 
técnicas y administrativas a estas demandas. Estas prácti-
cas difieren, en cada caso en particular, adoptando distin-
tas formas de interrelación entre el aparato estatal y la 
sociedad, perfilando y contribuyendo con la constitución 
de distintos modos de organizar la demanda.

Desde esa perspectiva, Mark H. Moore, en su libro Gestión 

estratégica y creación de valor en el sector público, explica 
que la gestión se configura incorporando tanto la dimensión 
“operativa”, en tanto resuelve problemas concretos, como la 
dimensión “estratégica” en tanto agrega “valor” a la acción 
del Estado, en función del tipo de respuesta dada. Este no es 
un tema secundario ya que remite a la capacidad del Estado 
para atender la demanda de la población. Agregará valor 
con sus acciones, en tanto la población esté satisfecha con la 
resolución alcanzada a un tema determinado.

La aplicación de tecnologías específicas, como pueden 
ser los programas de vivienda social, de urbanización de 
asentamientos o de mejoramiento barrial, focalizan la 
atención en demandas particulares, de situaciones conso-
lidadas urbanamente. En este sentido los modelos racio-
nales que proponen los programas para su implementa-
ción tratan de resolver situaciones preexistentes, pero no 
son suficientes para atender las demandas no previstas en 
los diseños. Atender el conjunto de la demanda requiere 
incorporar las variables políticas a los proceso de gestión, 
replanteando los límites de la intervención estatal y fijan-
do nuevas reglas para su tratamiento.

La gestión pública no es sólo la aplicación de instru-
mentos o tecnologías. También exige al Estado la atención 
de la problemática en términos de políticas públicas, y de 
nuevas condiciones que permitan anticipar situaciones 
de conflicto, reconociendo y atendiendo la demanda por 
el hábitat social previamente. En este punto pasan a tener 
importancia las capacidades del Estado para intervenir 
en la problemática.

Estado y capacidades de gestión

Atender la demanda social, y aun la aplicación de 
instrumentos como los mencionados, supone reconocer 
las capacidades que tiene el Estado para ello. Este tema se 
ha introducido en la agenda académica como preocupa-
ción respecto de las posibilidades estatales para alcanzar 
resultados en su accionar.

En este sentido se sostiene que el Estado no es un ente 
aislado de los procesos sociales, en el mismo se reconoce 
el escenario en el que se procesan los intereses de distintos 
grupos sociales, y por ende es imposible separarlo de la 
sociedad. La naturaleza relacional del Estado implica un 
intercambio ente actores sociales y gubernamentales en la 
que subyace una relación de dominación que es garante 
de la relación capitalista.

La capacidad de gestión del Estado se pone en juego en los 
procesos sociales y en particular en la resolución o respuesta 
a cada problema social. Esas capacidades cuando logran 
dirimir situaciones de conflicto comprometen los marcos ins-
titucionales, transformando normas formales e informales y 
poniendo en discusión las pautas en que se desarrollan dichos 
procesos y las visiones desde las cuales actúan los actores.

Las capacidades de gestión, entonces, refieren a esta 
relación de intercambio donde se procesan las diferencias, 
se configuran los problemas y se encuentran las soluciones 
en términos de respuestas políticas a los mismos. 

La gestión pública y la capacidad del Estado son claves 
para la configuración de las políticas públicas, en tanto 
ellas son consideradas el producto de un proceso de dis-
puta de intereses entre distintos actores sociales respecto 



de un tema considerado como problema social.
Hay que repensar la configuración del problema del 

hábitat social si se quiere abordar en forma más comple-
ja. Los programas recortan ese problema para atender 
partes del mismo, por ejemplo la provisión de viviendas o 
de infraestructura básica para villas o asentamientos.

Para ello se precisa repensar los procesos de gestión 
para incorporar cuestiones que se analizan en forma 
muy secundaria o no se analizan, buscando mejorar las 
capacidades de gestión para instalar nuevas reglas de 
abordaje de la problemática.

Este punto es relevante porque el cambio de perspec-
tiva incorporando temas que no suelen ser considerados 
–como pueden ser la articulación con otras áreas de polí-
ticas, la regulación de los mercados de suelo, la incidencia 
del mercado de empleo o el fortalecimiento de unidades 
gubernamentales–, modifica el tipo de respuesta, pero 
también y principalmente reconfigura el problema, en 
tanto estos no son realidades objetivas que se presenten 
aislados del proceso de gestión en que se reconocen.

Las reglas institucionales

Los procesos sociales a los que venimos haciendo 
referencia se desarrollan en un marco de restricciones o 
posibilidades, dado en parte por el conjunto de normas que 
estructuran el orden social. Las instituciones son el marco 
en donde se desarrolla la dinámica de la gestión pública. 
En forma genérica se las ha mencionado como “reglas de 
juego” que conforman la interacción de los agentes impli-
cados en un determinado contexto político: las institucio-
nes pueden explicarse a partir de comprender los sistemas 
jurídicos en tanto “reglas” formales de esa interacción.

Otras miradas sostienen que una institución está con-
formada por normas, y también por procesos y valores que 
configuran una determinada “manera de hacer”, condicio-
nando el accionar de los distintos actores que participan de 
la gestión de lo público: las instituciones son reglas de juego 
formales e informales que estructuran las relaciones entre 
los actores sociales. Además de las leyes (normas formales), 
pueden reconocerse rutinas, procedimientos que organizan 
las relaciones y perspectivas comunes de interpretación de 
la realidad (ritos, símbolos, costumbres) que constituyen 
las vías y estructuras de socialización de las personas. En su 
conjunto todas estas instituciones pueden asociarse a reglas 
de comportamiento, que restringen el accionar de actores.

Resulta claro que las leyes formales revisten un rol 
importante dentro del marco institucional, sin embargo 
las reglas que se generan por vías informales no son tan 
tenidas en cuenta, a pesar de que también conforman ese 
mismo marco.

Las capacidades de gestión para generar este conjunto de 
reglas resulta clave para el abordaje de la problemática del 
hábitat social. Son importantes los esfuerzos por impulsar 
la aprobación de leyes, pero no es menor la importancia 
de impulsar cambios en la configuración y cambio de esas 
normas informales. En ambas empresas resultan claves las 
capacidades de gestión, en particular en aquellas reglas que 
implican regulaciones a procedimientos, la modificación 
de pautas interpretativas, los usos y significados con los que 
trabaja sobre este tema, que son de tipo informal. Costum-

bres, valores socialmente aceptados, prácticas generalmente 
aceptadas conforman un conjunto de reglas que pueden 
estructurar de una u otra manera las políticas de hábitat, 
reconfigurar el problema para que sea abordado de manera 
que comprenda la complejidad y el alcance del mismo. 

Capacidad de gestión para generar nuevas reglas

En definitiva, la gestión de políticas de hábitat es un 
tema que requiere ser tratado particularmente. Es uno de 
los campos de las políticas públicas donde se expresa más 
claramente la complejidad de los procesos de gestión.

Esta se presenta como un desafío que implica la coordi-
nación de recursos, la mediación entre actores, y la flexibi-
lidad y adaptación a las tensiones originadas en intereses 
encontrados, que se expresan en el territorio.

Con ese sentido es necesario pensar de un modo 
diferente el abordaje, para dar respuestas efectivas a las 
demandas de la población por acceso a un hábitat digno, 
ya que la problemática excede las respuestas de imple-
mentación de programas.

Teniendo en cuenta el sentido que hemos dado a la 
gestión pública en este trabajo, la articulación de recursos 
de diferentes niveles de gobierno, la atención de las ten-
siones derivadas del conflicto social, el impulso de nueva 
legislación, la promoción de nuevas reglas, requieren de 
capacidades de gestión específicas que permitan incorpo-
rar otros temas como parte del problema.

Sólo el hecho de regularizar situaciones informales 
y reconocer los derechos de la población exige revisar 
la perspectiva de abordaje, porque la satisfacción de la 
demanda requiere contemplar los aspectos políticos que 
el proceso supone. Especialmente a la luz de los escasos 
resultados obtenidos, tanto en regularizar situaciones 
existentes como en atender la demanda nueva.

Las capacidades de aportar una mirada instrumental 
–capacidades interpretadas como un “medio”–, también 
se presentan como forma de interpelación de las políticas 
en la dinámica de la gestión, es decir en los “fines” que 
persigue toda acción de gobierno.

El esfuerzo por encontrar respuestas diferentes a la im-
plementación de programas, requiere del fortalecimiento 
de la capacidad del Estado para generar nuevas reglas.

En general los intentos se focalizan en la producción 
normativa de tipo formal. No es menor obtener la apro-
bación de leyes que dan un marco jurídico positivo a pro-
cesos sociales, sin embargo no hay que perder la perspecti-
va de la gestión y la dinámica que se genera en torno a la 
problemática del hábitat, ya que en ese proceso también 
se producen pautas, prácticas y criterios de valoración 
que pueden ser institucionalizados. 

Contemplar cuestiones que escapan a las previsiones 
de los programas requiere de la generación de nuevas re-
glas que incorporen cuestiones asociadas a la temática en 
forma indirecta pero con indiscutible incidencia. Ingresos 
de la población, funcionamiento del mercado inmobilia-
rio, políticas tributarias, nuevos instrumentos de gestión, 
fortalecimiento del sector público, son algunas de las cues-
tiones que es necesario incorporar cuando se trata de dar 
respuesta a la demanda por un hábitat digno para toda 
la población. j

>>>>>>>>>Estás leyendo> Las políticas de hábitat informal y capacidades de generación de nuevas reglas de juego
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No será una lucha fácil, pero como parte de la profundización 
de la justicia social, la distribución de la tierra será puesta 
en discusión, con fuertes resistencias de los sectores de 
acumulación económica.
Por Andrea Castaño* y José Rocha**
*Trabajadora social, Asociación Civil Madre Tierra
**Abogado, Asociación Civil Madre Tierra

Un tiempo nuevo

La lucha por la tierra
en el proyecto popular



M adre Tierra es una organización que 
trabaja en la temática de la tierra y la 
vivienda acompañando al sector popu-
lar en sus luchas y trabajos en torno a 
este derecho esencial.

Hoy sentimos con alegría que estas luchas han sido 
asumidas por un gobierno que ha vuelto a poner en 
discusión los modelos de país que históricamente pugnan 
en nuestra Patria y en nuestra Latinoamérica. Un tiempo 
nuevo en el que se ha reivindicado la política por sobre el 
pensamiento único que resolvía todo a través de ajustes 
económicos.

En el enclave que estamos atravesando se avizoran 
horizontes cercanos en los que la distribución de la tierra 
va a ser puesta en discusión. No será una lucha fácil. Des-
pués de las iniciativas como la 125, la nueva ley de me-
dios audiovisuales, el proyecto de ley de servicios finan-
cieros, como en una escalada en la profundización de la 
justicia distributiva, el tema de la tierra despertará fuertes 
resistencias de los sectores de acumulación económica.

Por eso hoy más que nunca la militancia cotidia-
na es necesaria. Y para nosotros, militantes de la tie-
rra y la vivienda desde hace 25 años, estos espacios 
de expresión y difusión adquieren mucho valor. De 

ahí nuestro agradecimiento al equipo que hace Voces 
en el Fénix por brindarnos este espacio.

Los modelos de país y la lucha por la tierra

No decimos nada nuevo si afirmamos que desde el 
2003 hasta esta parte se ha recuperado la política. Lo 
vemos cotidianamente en los barrios en los que traba-
jamos. Nuevamente se conversa sobre el contexto, se 
discuten ideas, se develan engaños de los grandes medios 
y se redescubre la potencia del trabajo comunitario y de 
los lazos solidarios.

Numerosas medidas de gobierno apuntan a volver a 
recuperar la política del pueblo que no es otra cosa sino 
concretar una vida digna y feliz. La Asignación Universal 
por Hijo, la jubilación solidaria en manos del Estado, las 
pensiones no contributivas como un derecho, la jubila-
ción para el ama de casa, la creación de nuevas escuelas, 
kilómetros de rutas y asfaltos, viviendas nuevas y mejora-
miento de viviendas existentes, etc.

La política del pueblo siempre estuvo presente en la 
vida de nuestra Patria. Por momentos explícita y puesta 
en práctica, por momentos acallada por los grandes sec-
tores de acumulación, pero resistiendo…

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> La lucha por la tierra en el proyecto popular
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La política del pueblo se plasma en una forma de 
entender y mirar el país. Hoy hablamos del proyecto na-
cional, popular, latinoamericano, del modelo de inclusión 
y justicia social.

La política del antipueblo se plasmó sobre la base de la 
ideología liberal: el proyecto oligárquico y de concentra-
ción y acumulación de poder y riquezas.

La tierra no fue ajena a esta lucha entre modelos an-
tagónicos. Más bien fue emblema de ambos en tanto uno 
buscaba liberarla y ponerla al servicio del bien común y el 
otro secuestrarla y alambrarla al servicio de los intereses 
de una minoría. El proyecto popular y el proyecto liberal 
de país pueden vislumbrarse ya desde el mismo mayo de 
1810. Referentes y estrategias cambian a través del tiempo 
pero en el fondo son expresiones de los dos modelos: uni-
tarios versus federales; interior versus el puerto de Buenos 
Aires; nacionalismo versus extranjerización; peronistas 
versus antiperonistas, dictaduras versus gobiernos popu-
lares, inclusión versus exclusión, etc.

En esta contienda nacional, la lucha por la tierra tiene 
mucho que decir, ya que quien fue dueño de la tierra, fue 
dueño del poder en la Argentina.

La tierra tiene historia

Los pueblos originarios que ocuparon esta región eran 
cazadores y recolectores y estaban íntimamente ligados 
a la tierra, proveedora de alimentos. Se trasladaban en 
busca de comida y buscando mejores climas. Así, fueron 
llegando en distintas migraciones desde el norte de Amé-
rica los guaraníes, al este, los calchaquíes al oeste y los 
tehuelches desde el sur. Con el tiempo, algunos pueblos se 
fueron asentando y formaron las primeras comunidades, 
sobre todo en el norte de nuestro país, donde llegó a tener 
presencia el imperio Inca. En Buenos Aires se asentaron 
los pampas, ranqueles y querandíes, pueblos que lucha-
ron contra los españoles a su llegada.

Tan natural era su relación con la tierra, que la Pacha-
mama estaba dentro de sus dioses más importantes. La 
tierra no tenía dueño ni estaba apropiada. Era un bien 
común. Se la usaba para la agricultura o la cría de ani-
males y se mudaban siempre antes de agotar el suelo.

Con la conquista española, se impone la propiedad 
privada. Para fomentar la institución del “adelantazgo”, 
la Corona otorgaba “mercedes reales” (títulos de propie-
dad). Esto da origen a los latifundios, mal endémico de 
distribución de la tierra en nuestro país.

La colonización se realizó a través de la construcción 
de ciudades que debían tener algunos requisitos:

1. Situarse en lugar de fácil defensa.
2. Tener agua cerca.
3. Comunidades aborígenes sometidas cerca que pres-

taran su mano de obra.
La forma de planificación de las ciudades era la de los 

antiguos romanos (cuadrícula). Con una plaza central 
donde estaba el fuerte y el gobierno y la Iglesia.

Se repartía tierra otorgándole a cada colono media 
manzana para la construcción de la casa y una o dos 
manzanas para agricultura y/o ganadería en la periferia 
de la ciudad. Así nacieron Salta, Santiago del Estero, Tu-
cumán, Córdoba, etc. No obstante, la resistencia aborigen 

continuó hasta 1880 y gran parte del territorio se encon-
traba en poder de los pueblos originarios.

El primer argentino que se ocupó del problema de la 
distribución de la Tierra en nuestro país es… uruguayo. 
José Gervasio de Artigas representa al sector popular de la 
Revolución de Mayo y en 1814 lanza la primera reforma 
agraria en América que se podía sintetizar en la frase 
“Tierra para todo el que la trabaje”, otorgándoles tierras 
a gauchos, negros, mulatos e indios sin otro requisito que 
las hicieran producir. Se opone a Buenos Aires que en 
este tema tiene como exponente a Bernardino Rivadavia, 
quien toma un crédito de un millón de libras esterlinas de 
Inglaterra y como garantía pone toda la tierra del Estado. 
Esto trajo aparejado la no población del país por la impo-
sibilidad de arraigarse, ya que Rivadavia otorga la tierra 
en enfiteusis (préstamo de uso con un canon o alquiler en 
contraprestación). Pocos accedieron a las tierras: sólo los 
amigos del poder, que luego se quedaron con ellas, conso-
lidando los grandes latifundios que aún hoy padecemos.

Luego de dictada la Constitución nacional, nuestros 
gobernantes trazaron los lineamientos generales del país 
para relacionarnos con el mundo. El Imperio Británico le 
otorgó a la Argentina el rol de país exportador de mate-
rias primas (carnes y cereales en general), dependiendo 
del Imperio para todo lo demás. Para que la Argentina 
cumpliera con su papel internacional debía tener acceso 
a toda la tierra que estaba en poder de los aborígenes, 
por eso se ideó la llamada Conquista del Desierto, que se 
constituyó en el primer genocidio sufrido por nuestro país. 
El reparto de la tierra “ganada” a los aborígenes se realizó 
entre los militares participantes, los comerciantes que 
solventaron la campaña y los especuladores que compra-
ban la tierra que les correspondía a los soldados. Resulta-
do: la tierra no se incorporó a la producción y se crearon 
grandes latifundios especulativos.

Arrasadas las últimas resistencias aborígenes, faltaba 
poblar inmensos territorios. Entonces, Domingo Sarmien-
to, Bartolomé Mitre y Julio Argentino Roca sostenían que 
había que traer población europea para desarrollar el 
país. Entre 1890 y 1930 ingresaron al país 6 millones de 
personas, mayormente europeos. Trataron de ir a trabajar 
la tierra, pero como la tierra ya tenía dueño, volvieron a 
las grandes ciudades para trabajar en frigoríficos, salade-
ros, algunas fábricas y en el área de servicios del Estado 
(correo, ferrocarril, etc.).

Luego de la epidemia de fiebre amarilla que sufrió 
Buenos Aires, las familias más ricas se trasladaron al 
norte de la ciudad y en el sur quedaron grandes casonas 
deshabitadas: este es el origen de los conventillos de la 
Boca, Barracas, Dock Sud. También se asentaban preca-
riamente en tierras del Estado en casillas dando origen a 
las villas de emergencia.

Durante la Segunda Guerra Mundial, Europa ya no 
podía proveernos de los bienes que antes le comprába-
mos. Se inició entonces, con los gobiernos de Juan Domin-
go Perón, un proceso de industrialización, de sustitución 
de importaciones y se empezó a fabricar en el país. Lo 
que más se precisaba eran obreros: los inmigrantes que 
habían venido de Europa, aquellos que venían del campo 
e incluso trabajadores de países limítrofes crearon la me-
gaciudad que hoy es Buenos Aires y su conurbano.



Se ha recuperado la política. Lo vemos cotidianamente 
en los barrios en los que trabajamos. Nuevamente 
se conversa sobre el contexto, se discuten ideas, 

se develan engaños de los grandes medios y se 
redescubre la potencia del trabajo comunitario y de 

los lazos solidarios.

Al principio llegaban y paraban en la villa, lograban 
comprar un lote y trabajaban en la semana y los fines de 
semana construían su casa. Cuando la terminaban se 
mudaban y abandonaban la villa. La época del pero-
nismo fue la última vez que los trabajadores estuvieron 
incluidos en el mercado inmobiliario.

Las distintas dictaduras militares van produciendo 
crisis económicas que hacen perder al trabajador su poder 
adquisitivo y los obreros ya no están de “paso” por las vi-
llas: se quedan definitivamente. Asimismo, crecen en forma 
exponencial las dimensiones de estos asentamientos. 

En paralelo, se toma la decisión de que los pobres y vi-
lleros no pueden vivir más en la ciudad (Capital Federal) 
y en los ’70 se lanza el plan de erradicación de villas que 
implicó desalojos compulsivos que depositaron a los po-
bres en el conurbano). Para colmo, por ley en la provincia 
de Buenos Aires se prohíben los loteos sin infraestructu-
ra (ley 8.912/77 sobre uso del suelo). Las inversiones se 
vuelcan a la producción de barrios cerrados y cementerios 
privados y dejan definitivamente afuera del mercado 
inmobiliario a la población trabajadora.

Para los años ’80, generaciones enteras no tenían lugar 
donde vivir. El primer hijo al fondo del lote de los padres, 
el segundo edifica arriba, y para el tercero ya no había lu-
gar. Surgen así los asentamientos. Gran parte sobre tierras 
privadas, generalmente abandonadas, sin ningún uso.

A diferencia de la villa que era pensada como lugar 
provisorio, los asentamientos desde el principio fueron or-
ganizados: se marcaban las continuaciones de las calles, 
se marcaban lotes, se dejaba lugar para la plaza, el salón 
de usos múltiples. Esto demostró que pese a que el Estado 
no estaba presente, el pueblo organizado busca soluciones 
ante la necesidad, ante el derecho negado.

Si bien hoy estamos ante la presencia activa del Estado en 
materia de políticas de vivienda, luego de la crisis del 2001 
más del 60 por ciento de la población está excluida del mer-
cado inmobiliario y no puede acceder al lote y la vivienda.

Queda mucho por hacer

Numerosos actores sociales, entre ellos Madre Tierra y 
organizaciones barriales, impulsan cambios legislativos 
que ayuden a incluir la mayor cantidad de conciudada-
nos en el acceso a la tierra. Estas propuestas y estas luchas 
están basadas sobre convicciones profundas, que respon-
den al proyecto nacional y popular de país:

1. El derecho a la ciudad de todos y todas.
2. El derecho a un lote y a la vivienda.

3. El derecho a la gestión participativa (ser protagonis-
tas y no beneficiarios de las políticas públicas).

4. La concepción de la tierra como bien no renovable 
con función social.

5. La intervención del Estado para regular el mercado 
del suelo.

Como organización participamos en dos espacios que 
proponen cambios en la legislación para actualizar la 
normativa que hay en la materia:

* Habitar Argentina, el espacio multisectorial en el 
legislativo nacional donde se proponen reformas a la 
legislación vigente en temáticas fundamentales: ordena-
miento y planificación territorial, regularización domi-
nial, desalojos y alquileres, vivienda, infraestructura y 
servicios. En algunas de estas comisiones se ha terminado 
de consensuar proyectos de leyes que serán presentados en 
el Congreso.

* En una Mesa de Trabajo provincial conjuntamente 
con el Foro de Organizaciones de Tierra, Infraestructura y 
Vivienda de la Provincia de Buenos Aires (FOTIVBA), de-
sarrollando programas y operatorias con la Subsecretaría 
de Tierras, el Instituto provincial de la Vivienda, la Subse-
cretaría de Planificación territorial y otros organismos. E 
impulsando una nueva ley de hábitat para la provincia.

Esperanza y desafío

Así, tal vez podamos caracterizar este tiempo.
Esperanza porque vemos como cotidianamente el 

pueblo sigue haciendo suya la ciudad, cómo fue y va cons-
truyendo política popular desde el asentamiento, desde 
los trámites de regularización, desde el mejoramiento de 
viviendas a través de fondos rotativos y solidarios de cré-
ditos, desde la participación en los centros comunitarios, 
desde miles de experiencias creativas y novedosas.

Desafío en que estas luchas confluyan y sigan reflejándo-
se y haciéndose parte del gobierno que empezó a recuperar 
el país desde el 2003. Desafío a la militancia cotidiana en 
todos los campos y sectores para sostener, consolidar, mejo-
rar y profundizar el proyecto nacional y popular.

La Tierra sigue queriendo ser liberada, ser de todas y 
todos para el arraigo y la vida. A la altura de las circuns-
tancias, como pueblo, todas y todos, entonces, estaremos 
dando la batalla (cultural, ideológica, cotidiana), sabe-
dores de que la única manera es hacerlo colectivamente. 
Porque, haciendo nuestro el pensamiento del genial 
historietista y militante desaparecido Héctor Germán 
Oesterheld, el único héroe es el héroe colectivo.  j

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> La lucha por la tierra en el proyecto popular
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Las organizaciones sociales aportan salidas concretas a la 
crisis habitacional, como lo vienen haciendo desde el MOI. 
Basándose en la autogestión, la propiedad colectiva y la 
ayuda mutua, lograron soluciones para las familias sin techo, 
pero apuestan a ir por más. 

El Movimiento de Ocupantes e Inquilinos

Producción
autogestionaria 
del hábitat

L a experiencia cooperativa de autogestión, 
propiedad colectiva y ayuda mutua del Mo-
vimiento de Ocupantes e Inquilinos (MOI)
de la Central de Trabajadores de la Argen-
tina inició su desarrollo en áreas centrales 

de la ciudad de Buenos Aires y, hace aproximadamente 
cinco años, comienza a replicarse en seis provincias.

La experiencia fundacional fue la del ex Patronato de 
la Infancia (Padelai). Durante la reinstalación democrá-
tica, en los ’80, la pobreza urbana se desplegó territorial-
mente a través de un doble movimiento: 

1. La expansión suburbana periférica, con la autopro-
ducción de barrios originados en tomas de tierra.

2. La reapropiación de la centralidad, mediante la 
ocupación intersticial de cientos de inmuebles vacíos y 
repoblamiento de villas.

Sobre el final de la dictadura –tras la instalación 
de políticas neoliberales sostenidas en el genocidio de 
30.000 militantes–, miles de personas y familias empo-
brecidas por este proceso ocuparon inmuebles ociosos en 
la ciudad, para sostener su existencia cotidiana.

El contexto sociopolítico “tolerante” posibilitó inicial-
mente esta situación. Asimismo, permitió la recreación 
de redes y vínculos, como el caso de un grupo de militan-
tes políticos y profesionales de izquierda que volvieron 
a la universidad pública (a la Universidad de Buenos 
Aires) para recrear y transmitir generacionalmente la 
experiencia interdisciplinaria de la Escuela de Arquitec-
tura-Ciudad de la Universidad Nacional de La Plata, 
impulsada por el arquitecto Marcos Winograd en los ’60.

Esa confluencia signó la experiencia del ex Padelai, un 
predio localizado en el Área de Recuperación Patrimonial 
de San Telmo, que dio lugar a una propuesta elaborada y 
gestionada ante el legislativo local por una cooperativa de 
las familias ocupantes, un equipo técnico interdisciplina-
rio de la UBA y ONGs.

La propuesta implicaba regularización dominial y 
reciclaje por autogestión –administración directa de los 
recursos por la cooperativa– de un conjunto habitacional 
(118 unidades de vivienda), un complejo de equipamien-
to comercial (60 locales) y comunitario-barrial (jardín 
maternal y salón de usos múltiples). En términos de 
propiedad, se establecía un condominio entre la munici-
palidad y la cooperativa, reservando el programa de vi-
viendas para la primera y la explotación comercial para 
el Estado. Los fondos del programa comercial se reinverti-

rían en mejoramiento del hábitat popular barrial.
La disputa del ex Padelai, pese a la inicial escrituración 

del predio a favor de la cooperativa, se perdió. En 2003 
–gestión de Aníbal Ibarra– y tras un tortuoso proceso, el 
inmueble fue desalojado mediante la fuerza pública.

Organización cooperativa en edificios 
ocupados

Los contenidos de esa experiencia se recrearon en 
otros mojones. Entre 1991 y 1998, en un contexto político 
local y nacional adverso, unas 500 familias organizadas 
en cooperativas del MOI impulsaron procesos de regula-
rización dominial ante el gobierno nacional (específica-
mente con el Organismo Nacional de Bienes del Estado 
–ONABE–), el legislativo de la ciudad y compras de 
inmuebles en el mercado. Unas 200 familias, con aciertos 
y errores, concretaron ese objetivo, organizadas en las 
cooperativas Perú, La Unión, Yatay, Fortaleza, Nueva 
Vida I y II y Consorcio Eleodoro Lobos, en San Telmo, 
San Cristóbal, Barracas y Caballito. Entre 1997 y 1999 
también se ejecutó el primer reciclaje por autogestión en la 
ciudad, en San Telmo, en el límite con Puerto Madero. Se 
trataba de una antigua fábrica de hidrófugos, que la Coo-
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perativa La Unión transformó en un conjunto de 20 vivien-
das cáscara, con financiamiento de un programa nacional 
piloto (Programa 17) de la Subsecretaria de Vivienda de la 
Nación, a un costo promedio de 350 dólares el metro cua-
drado, contra 800 dólares el metro de los programas locales 
por licitación empresarial del período. La superficie de las 
viviendas oscila entre 50 y 100 metros cuadrados.

Aportes a la gestación de políticas públicas 
y apertura de la propuesta al conjunto de la 
población sin techo

Ese aprendizaje “caso a caso” permitió acumular expe-
riencia para transitar una práctica orientada a la generali-
zación y sustentó la participación del MOI en la Asamblea 
Constituyente de la ciudad, en 1995. Allí, un ejercicio prácti-
co de “democracia participativa” permitió aportar especifici-
dad al artículo constitucional sobre hábitat (artículo 31). Se 
logró la promoción explícita de los planes autogestionados 
de vivienda sumados al criterio de radicación.

Luego se impulsó el proceso participativo que gestó la ley 
341/00, a través de la constitución de una mesa multisec-
torial motorizada por el MOI, la Mutual de Desalojados de 
La Boca y la Comisión de Vivienda de la Legislatura. Esta 

normativa sintetizaba el tránsito cooperativo más propio 
del MOI, reivindicando el derecho a vivir en áreas centrales 
por parte de los sectores de bajos ingresos, con el balance de 
las herramientas de gestión local –créditos individuales– 
producidas como repuesta a la movilización de población 
en riesgo de desalojo ante el proceso de renovación urbana 
iniciado en La Boca, a mediados de los ’90.

Paralelamente, el MOI abrió su propuesta al conjunto 
de la población sin techo, en ámbitos específicos, caracte-
rizados por la adhesión y organización electivas, denomi-
nados “Guardia de Autogestión”.

Carácter y alcances de la ley 341

La ley 341 otorga créditos blandos para facilitar el 
acceso a la vivienda a hogares de escasos recursos en la 
ciudad. Como rasgo central, reconoce a las organizacio-
nes sociales como sujetos de crédito y ejecutoras de los 
proyectos. Incluye compra de inmuebles, obra nueva, 
rehabilitación o mejoramiento y recursos para asisten-
cia técnica interdisciplinaria. Define un tope (ajustable) 
que siendo inicialmente de 30 mil dólares, actualmente 
se halla en torno a los 40 mil por unidad de vivienda. El 
crédito se reintegra hasta un plazo de 30 años. Se subsidia 

Las organizaciones sociales aportan salidas concretas a la 
crisis habitacional, como lo vienen haciendo desde el MOI. 
Basándose en la autogestión, la propiedad colectiva y la 
ayuda mutua, lograron soluciones para las familias sin techo, 
pero apuestan a ir por más. 
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la tasa de interés, con franjas entre 0 por ciento y 4 por 
ciento y prevé cuotas de devolución no superiores al 20 
por ciento de los ingresos familiares. No establece restric-
ciones mínimas por el nivel de ingreso para las familias, 
ni requiere ahorro previo.

A partir del 2001, la ley 341 y sus programas operati-
vos fueron apropiados por un amplio espectro de orga-
nizaciones, movimientos, partidos políticos y cientos de 
familias ocupantes e inquilinas, a pesar de limitaciones 
burocráticas, ahogos financieros y del incremento sosteni-
do del precio del suelo que actualmente la pone financie-
ramente en crisis.

Entre 2002 y 2007, 2.564 familias adquirieron 110 in-
muebles de localización urbana consolidada y 4 proyectos 
se finalizaron (339 viviendas). Actualmente hay, por lo 
menos, 33 proyectos en ejecución (885 viviendas) admi-
nistrados por las or-
ganizaciones sociales, 
61 proyectos (1.535 vi-
viendas) con previsión 
presupuestaria acorda-
da y 398 cooperativas 
y asociaciones (8.591 
familias) impulsan-
do otros proyectos en 
distintas etapas.

En este marco el 
MOI ejecuta 180 viviendas con equipamiento comunita-
rio y un centro educativo integral autogestionario, en 4 
proyectos, localizados en los barrios de San Telmo, Barra-
cas y Constitución y denominados respectivamente Perú, 
Yatay, La Fábrica y El Molino.

La compra de predios durante la post crisis inmediata 
implicó óptimas inversiones públicas. Las propuestas urbanís-
ticas del MOI se abren a sus entornos barriales y los mejoran. 
Estas obras implican una competitiva relación costos/calidad 
en relación con programas convencionales en curso y la crea-
ción efectiva de capacidades ejecutoras, como el modelo de la 
Unidad Social de Producción Autogestionaria que impulsa el 
MOI o la empresa autogestionaria MTL Construcciones que 
operó con más de 500 trabajadores del sector.

No obstante, el ejecutivo local cerró el programa a 
nuevos proyectos en 2007, y la gestión macrista la somete 
al estrangulamiento financiero.

Políticas de producción autogestionaria del 
hábitat popular: sus características

La transferencia directa de recursos públicos a las 
organizaciones populares implica crear capacidades 
para definir, llevar adelante y controlar el desarrollo de 
los proyectos. Este rol ejecutor se inscribe en una interven-
ción política más general que promueve el desarrollo de 
la participación organizada en el diseño, planificación, 
seguimiento, evaluación y eventual redireccionamiento de 
programas y políticas.

Estas políticas requieren, asimismo, un papel distinto 
de los organismos de gobierno y sus trabajadores estata-
les, generando ámbitos e instrumentos de participación, 
perfiles y calificaciones laborales pertinentes, ajustando 
parámetros de financiación y auditoría, etc.

En el marco de su histórica pertenencia a la Secretaría 
Latinoamericana de la Vivienda Popular (Selvip), el MOI 
se ha encontrado y ha recreado la experiencia paradig-
mática como política habitacional –por continuidad y 
escala– del cooperativismo autogestionario de propiedad 
colectiva y ayuda mutua uruguayo, con base en un marco 
normativo y de políticas implementado desde 1968, que 
fungió de base para la constitución de un potente sujeto 
sociopolítico, Federación Uruguaya de Cooperativas de 
Vivienda por Ayuda Mutua (FUCVAM).

En el MOI, los procesos cooperativos autogestionarios 
se inician en las Guardias y continúan en cada coope-
rativa sobre tres ejes de prácticas: participación, ahorro 
y ayuda mutua. Cada cooperativa recorre, a su vez, los 
ciclos de gestión del proyecto: compra de un inmueble, 
ejecución de la obra y habitar. Así se construyen los ins-

trumentos que regulan 
distintos aspectos 
de su vida colectiva 
(reglamento interno, 
reglamento de ayuda 
mutua, criterios de 
adjudicación de las 
viviendas, convivencia 
en el habitar). De este 
modo, la cooperativa se 
asume como organiza-

ción estable y permanente, que adecua sus objetivos e ins-
trumentos organizativos a diferentes etapas que atraviesa 
el grupo humano que la constituye.

El modelo del MOI integra ayuda mutua (18 horas en 
promedio familiar semanal), ahorro previo (definido por 
cada cooperativa según sus posibilidades) y propiedad 
colectiva como modalidad permanente de tenencia. La 
mano de obra calificada es provista por una cooperativa 
de trabajo, constituida en el marco de la organización.

Para lidiar con el tiempo, se ha generado un programa 
de sostén denominado PVT –Programa de Vivienda Tran-
sitoria–, desarrollando condiciones habitacionales que 
sin alcanzar los estándares de calidad de las viviendas 
definitivas, brindan estabilidad, morigeran significativa-
mente la precariedad y el hacinamiento, mientras prefigu-
ran la experiencia de convivencia y mantenimiento de los 
conjuntos definitivos.

La autogestión cooperativa desafía con evidencias el 
sentido común economicista naturalizado y hegemónico 
que supone vincular precio de mercado y capacidad de 
pago individual de cada familia como criterio definitorio 
del dónde es lícito habitar y que naturaliza la segregación 
socio espacial, la negación del derecho universal a la 
centralidad urbana.

Hacia políticas nacionales de producción 
autogestionaria del hábitat

La tercera etapa en la historia del MOI –hoy jurídica-
mente federación de cooperativas autogestionarias MOI– 
comenzó entre fines del 2006 e inicios del 2007. 

Dos fueron los ejes motorizadores de tal proceso: la 
necesidad de crecimiento organizacional. La fuerza de 
las organizaciones populares es su propia capacidad 

Unas 200 familias, iniciaron procesos para regularizar 
colectivamente sus viviendas, organizadas en las coope-
rativas Perú, La Unión, Yatay, Fortaleza, Nueva Vida I y II y 
Consorcio Eleodoro Lobos, en los barrios porteños de San 

Telmo, San Cristóbal, Barracas y Caballito.



de desarrollo cuantitativo y cualitativo, en términos de 
lucha, gestión, organización y propuesta; pero también 
es la indispensable toma de conciencia colectiva de la 
obligación de socialización de sus prácticas y propuestas: 
el compartir, el ejercicio de la solidaridad. 

La lógica del desarrollo tuvo que ver con el sentido 
común históricamente construido en la organización: los 
marcos normativos y programáticos de las políticas de 
producción autogestionarias de hábitat deben sustentarse 
previamente en el tránsito por experiencias concretas: 
las juridicidades como consecuencia de tales recorridos 
iniciales de base.

En la provincia de Buenos Aires el instrumento de acce-
so al suelo ha sido el FS-Fuerza Solidaria, un fideicomiso 
del Banco Provincia que posibilita a colectivos cooperati-
vos integrados por familias con cierta capacidad adqui-
sitiva –no a las de condiciones más críticas– la asunción 
de préstamos a 5 años de devolución e intereses del 8 por 
ciento, en valores cuyo tope hoy es de aproximadamente 
200 mil dólares. Merlo, San Martín, La Plata, Avellaneda, 
Malvinas Argentinas, son algunas de las localizaciones de 
estos procesos. Para la ejecución de los conjuntos habita-
cionales se está gestionando ante el Instituto de Vivienda 
recursos provenientes de Nación.

Interactuamos con estos dos ámbitos provinciales, sin a 
la fecha organicidades vinculantes entre ellos. Es indis-
pensable avanzar en la creación de marcos regulatorios 
en ámbitos legislativos, área en la cual, en mayo de 2009, 
realizáramos un seminario.

En la provincia de Santa Fe el desarrollo se apoyó en 
un eje constitutivo del MOI: la vinculación y el compromi-
so de la universidad con el movimiento popular; o tal vez 
con mayor esencialidad, la universidad asumida como 
parte del movimiento popular.

De esta interacción inicial materializada en un 
Seminario sobre Autogestión que fuera realizado en la 
Facultad de Arquitectura de la Universidad Nacional del 
Litoral en 2008, pasamos por una parte a impulsar pro-
cesos de organización cooperativa, y por otra, a replicar 
ámbitos multisectoriales de interlocución con la Comi-
sión de Vivienda de la Legislatura provincial. El último 
Plenario Nacional del MOI realizado en septiembre del 
2010 en la capital provincial fue expresión de la etapa que 
la federación está transitando.

Los procesos que venimos transitando en localidades 
de la Patagonia se construyen en núcleos urbanos de 
dominante impronta turística, y consecuentemente atra-
vesados socioespacialmente por dinámicas de fuerte sesgo 
inmobiliario de carácter expulsivo para con los sectores 
populares que las mal habitan: San Martín de los Andes, 
en Neuquén; San Carlos de Bariloche y recientemente El 
Bolsón, en Río Negro, y Ushuaia, en Tierra del Fuego. En 
San Carlos de Bariloche y Tierra del Fuego se firmaron 
convenios con los respectivos gobiernos locales y provin-
ciales para desarrollar experiencias piloto que sentaran 
bases experienciales para impulsar políticas sectoriales. 

Profundizando los marcos existentes en 
todo el país

Una de las conclusiones a las que hemos arribado en la 

ciudad de Buenos Aires luego de casi diez años de imple-
mentación de la ley 341/2000, fue que una parte impor-
tante del escenario cooperativo autogestionario generado 
en la CABA se constituyó en mero intermediario hacia 
pequeñas o medianas empresas y no tuvo capacidad para 
construir capacidades específicas de producción autoges-
tionaria. Básicamente el MOI y el MTL –ambas pertene-
cientes a la CTA– asumieron el desafío y lo llevaron a la 
práctica. Hoy creemos necesario avanzar hacia el diseño 
de una Ley de Producción Autogestionaria de Hábitat 
Popular que fortalezca el crecimiento y sustentabilidad 
del actor autogestionario.

Asimismo, impulsamos el diseño, gestión y ejecución de 
una Experiencia Piloto Nacional que, asumida y finan-
ciada por el Ministerio de Planificación de la Nación, 
tenga como objetivo básico y explícito transformarse en 
insumo para el diseño de marcos normativos y programá-
ticos de dimensión nacional.

Planteamos que dicha experiencia ejecutada en un 
plazo de 18 a 24 meses sea de carácter multisectorial, in-
tegrando organizaciones sociales de hábitat con práctica 
autogestionaria, ámbitos estatales de los ejecutivos y legis-
lativos municipales, provinciales y nacionales, universi-
dades Nacionales –UBA, UNLP, UNL y UNC– y el INAES.

Dimensión latinoamericana

En septiembre de 1990 definimos en Montevideo en 
circunstancias de los festejos del 20 aniversario de la 
FUCVAM, la creación de la Selvip, red que en junio de 
2011, junto a la Escuela Latinoamericana de Autoges-
tión del Hábitat, realizará su XIII Encuentro en Caracas, 
Venezuela.

Tres fueron y son sus ejes fundantes:
1. Repudio al capitalismo neoliberal, entregador del 

patrimonio nacional, privatizador y destructor de las em-
presas estatales, de endeudamiento externo y de destruc-
ción del trabajo.

2. Reivindicación de las políticas autogestionarias, 
antagónicas en todos sus aspectos a la lógica empresarial.

3. Integración de la secretaría con organizaciones de 
base que tengan prácticas ciertas en producción social de 
hábitat (PSH).

Hoy la dimensión latinoamericana fortalece su existen-
cia, recupera su historia, su integridad durante siglos es-
cindida por los diversos coloniajes que asolaron y todavía 
asolan salvajemente nuestro continente; hoy vuelve a ser 
América, Nuestra Patria.

Y en ese reencuentro, en esa refundación histórica, 
la dimensión autogestionaria, dimensión de conscien-
te construcción colectiva de poder popular; dimensión 
profundamente contracultural, trasciende claramente 
la sectorialidad del hábitat y, como visibilizó la crisis del 
2001 en la Argentina, impulsa construcciones de integra-
lidades, recuperando las dimensiones de humanidad en 
el hábitat, en la producción, en la educación, la salud y 
en las afectividades. La autogestión es parte de la cons-
trucción de una nueva Humanidad. nte siglos escindida 
por los diversos coloniajes que asolaron y todavía asolan 
salvajemente nuestro continente; hoy vuelve a ser Améri-
ca, Nuestra Patria.  j
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Voces en el Fénix visitó la Villa 20, en el sudoeste de la ciudad 
de Buenos Aires, para dialogar con los vecinos sobre la 
situación habitacional y la toma del Parque Indoamericano, 
lindera a este barrio.

Voces de los movimientos sociales

“Pareciera que los pobres 
no tenemos derecho a vivir 
en la ciudad”

Viviana García
Está cargo del Comedor 21 de Septiembre y es referen-

te barrial del Frente Popular Darío Santillán en la Villa 
20. Dialogamos con ella en el local de la organización, 
donde todas las noches comen alrededor de 100 chicos. A 
sólo unos metros de allí asesinaron a Bernardo Salgue-
rio, víctima de la represión que se produjo luego de la 
toma del Parque Indoamericano.

“Desde el año ’86 que vivo acá en el barrio, en Villa 
20. Cuando vinimos por primera vez tomamos este lugar 
donde estamos ahora, que era un pantano. Mi marido 
había edificado una casita y la montada nos la tiró. 
Después de la cuarta vez que sucedió lo mismo, nos que-
damos. Aquí tuve a mis cinco hijos. Hace nueve años que 
estoy en una organización, soy piquetera. Lucho en el 
barrio para mejorarlo. La necesidad que hay ahora es de 
vivienda. Todos los meses vienen de Paraguay, Bolivia, 
Perú, también de Brasil, Chile. Y todos tienen la necesi-
dad de vivienda. Muchos tienen hijos que nacieron acá, 
como yo, que soy hija de paraguayos. Acá hay piecitas 
que se alquilan, pero no todos tienen trabajo y apenas 
tienen para subsistir. Son habitaciones de 3 metros por 2, 
que cuestan entre 400 y 500 pesos mensuales. Ahí meten 
la cama y la cocina. Así viven familias con muchos 
chicos, hacinados. Y si no lo pueden pagar, viven en lo de 
un pariente. 

Tengo dos hijos que ya tienen su familia, todos nacie-
ron acá. Necesitan un lugar donde vivir. Y fueron a la 
toma. Todos los vecinos de la Villa 20 que fueron a tomar 
son inquilinos. Nosotros reclamamos para que se hagan 
las 1.600 viviendas que dice la ley, la 1770, que dice que 
la villa se tiene que urbanizar. Y tienen que sacar el ce-
menterio de autos de la Policía Federal, que está pegado 
a nuestro barrio y contamina a los chicos con plomo en 

la sangre. Pero nunca hacen nada. 
El martes 7 de diciembre la policía disparó balas de 

goma y de plomo. Y no sólo en el Parque Indoamericano, 
sino acá adentro del barrio, donde mataron a Bernar-
do Salguerio. Y en la parte de Los Piletones la policía 
asesinó a una compañera, Rosemary Churapuña. Estos 
fueron los dos primeros muertos, después los barrabravas 
asesinaron a Emiliano Canevari. Acá en la villa dispa-
raron gases adentro de las casas. Después la gente volvió 
a entrar y el martes 15 dijeron que si no salíamos, a la 
madrugada iba a entrar la Gendarmería y nos sacaba, 
que había que censarse, firmar un papel y salir pacífica-
mente. Se comprometieron a solucionar los problemas 
de la gente en 120 días. El 15 de abril se cumplen esos 
cuatro meses de la promesa de vivienda para la gente. 
Quedamos como al principio, sin vivienda ni nada. Sólo 
promesas, nada más, como siempre. Tampoco se resolvió 
lo de los compañeros fallecidos. 

Hay que aclarar algo cuando se habla del ‘Parque 
Indoamericano’: esto no era un parque, era una quema, 
acá venían los camiones y dejaban escombros y basura. 
¿A quién le beneficia este lugar tan grande? Ahora lo 
enrejaron. No es un parque, es un predio vacío.

No tomamos tierras por gusto. Sería bueno poder pa-
gar los servicios, pero con una cuota social, a la medida 
de lo que nos entra en el bolsillo. Es obvio que somos 
un barrio carenciado. Queremos pagar los impuestos, 
en la medida de lo que podamos pagar, somos pobres. 
Si pudiéramos, no estaríamos viviendo acá en la villa, 
hacinados uno al lado del otro.

Hace mucho que estoy acá y quiero vivir en un barrio 
lindo, que no se inunde y que tenga agua potable. Y 
poder pagar la luz y el agua, como cualquier persona 
con derecho a vivir en un lugar que esté bien. Queremos 
que el Estado se haga cargo del lugar y ponga las cloacas 



y el agua potable. En invierno se corta la luz. Ahora no 
tenemos agua, tenemos que esperar a la una de la ma-
ñana para juntar en tachos el agua para el día siguiente. 
Todos queremos tener buenas calles, que no tengamos 
que salir por una escalera. Estamos prácticamente en un 
pozo. Vivimos aislados. 

Pareciera que nosotros los pobres no tenemos derecho 
a vivir en la ciudad. Pero no por vivir acá eso quiere 
decir que no tengamos los mismos derechos de los que 
viven afuera de la villa. Pero al Estado no le conviene 
mejorar las villas, porque es un negociado de los gobier-
nos, de Nación y Ciudad.”

Griselda Salguerio
Hermana de Bernardo Salguerio, asesinado en la 

Villa 20 en la represión policial. Nos recibió en el pasillo 
frente a la casita que alquila en la Manzana 30, en el 
borde del alambrado que separa al barrio del cementerio 
de autos.

“Por ahora, no obtuvimos nada de justicia. Quedó 
ahí. Queremos justicia. Eso es lo que pedimos toda sus 
familiares. Hablamos con la presidenta Cristina, ella dijo 
que todos los que estaban en esa represión trabajando se 
quedaban afuera del cargo, pero ninguno está preso. Ella 
nos dijo si queríamos llevar el cuerpo de Bernardo para 
Paraguay, pero lo enterramos en el cementerio de Flores 
porque mi mamá está acá, ¿para qué lo vamos a llevar 
a Paraguay? La Presidenta se comprometió a todo y nos 
trató bien, pero después no pasó nada.

Nosotros somos gente humilde. No sabemos adónde 
vamos a meternos, no conocemos a nadie. Mi mamá 
está enferma. Mi hermano vivía también con ella en 

una casita en Barracas. Hace siete años que vinimos de 
Caaguazú, porque en Paraguay, en todos lados, te matás 
trabajando pero no te pagan bien.

Bernardo también necesitaba una vivienda, si la toma se 
quedaba él iba a agarrar un terrenito. La necesidad es por-
que el alquiler es muy caro. Encima, las piezas que alquilan 
no son tan grandes y si tenés chicos es muy difícil conseguir. 
Y las piezas son con baño compartido y sólo te entra una 
sola cama. ¿Si tenés chicos cómo hacés? Nosotros pagamos 
350 pesos de alquiler porque estamos hace mucho pero hay 
piezas que cuestan hasta 600 pesos. No hay nada barato. 
Por eso mi marido fue a tomar un terrenito.

Queremos conseguir vivienda. Hay muchos boli-
vianos, paraguayos, con hijos argentinos, con muchos 
chicos, que no tienen dónde vivir. Nos dijeron que en 
120 días iba a haber respuesta, pero que yo sepa no hay 
nada, y hay mucha gente que necesita. La mayoría gana 
poco. Si pagás el alquiler, más la comida, y si tenés hijos 
y tenés que comprar leche y pañales, no te sobra.

Bernardo tenía 22 años, era carpintero, hacía mue-
bles, sillas, mesas. Estaba trabajando en una carpinte-
ría en Barracas, por eso se había ido a vivir a lo de mi 
mamá, pero antes vivía conmigo, acá en Villa 20. Estuvo 
un año trabajando en Mendoza, en la cosecha de uva. 
Se accidentó en el trabajo y volvió a Buenos Aires. Se 
quería ir de vuelta, y mamá dijo que no. Él ayudaba a 
mi mamá, le daba todo lo que ganaba. Ahora ella se 
quedó desamparada. Estamos los otros hermanos, pero 
tenemos nuestras familias, Bernardo no tenía hijos. Yo 
tengo tres hijas, nacieron acá. Una de mis hijas era su 
ahijada; cuando lo mataron, él la había ido a buscar. Lo 
mataron cuando estaba mirando un partido de fútbol. 
Entre los policías tapan todo. Pero vamos pedir justicia. 
Vamos a luchar.”  j

>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>>Estás leyendo> Voces de los movimientos sociales
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E l presidente del bloque de diputados de 
Solidaridad e Igualdad por la Unidad 
Popular, el docente Eduardo Macaluse, 
conversó con Voces en el Fénix en su des-
pacho del Anexo del Congreso y planteó 

la necesidad de construir una tercera alternativa a la 
que plantean el Gobierno y la oposición de derecha.

–¿En qué medida el Gobierno y la oposición repre-
sentan modelos enfrentados?
–No creo que haya dos modelos confrontando. En la 
oposición hay más de un paradigma. Incluso hay gru-
pos de oposición que tampoco se sabe claramente qué 
es lo que se plantean y donde en general los posiciona-
mientos son en refacción a las posturas del Gobierno, 
más que en sostener un modelo alternativo. Y desde 
el Gobierno hay medidas que apuntarían a cierto 

modelo que podemos acompañar, como lo referido al 
papel del Estado como árbitro en la economía. Esto 
sucede más en los discursos que en los hechos. Mu-
chas decisiones gubernamentales son contradictorias, 
tanto en el discurso social como en el económico. Hay 
cuestiones básicas que este gobierno no ha tomado 
nunca. En algunos casos, lo ha tomado en el discurso, 
en otros casos ha avanzado un poco más. Y nosotros, 
cuando avanzó más, acompañamos. Pero no creo que 
haya dos modelos en pugna, como sí los hay en Boli-
via, Venezuela y Ecuador, por citar claramente casos 
donde se ven dos fracciones con modelos diferentes. 
En la Argentina están muy mezcladas las cosas. En el 
Gobierno se ve gente as la que podríamos acompañar, 
pero se la ve al lado de gente que expresa un modelo 
reaccionario y que además llevó adelante el modelo de 
los ’90. Y en la oposición también. No hay una pugna 

“No queremos resignarnos”

Diálogos políticos: Buscando consensos / Eduardo Macaluse

El diputado de centro izquierda señala aciertos y límites 
del actual gobierno a la hora de revertir la inequitativa 
distribución de la riqueza y la depredación de los recursos 
naturales. Cómo ir más allá de los discursos. 
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de modelos, lo que hay es pugna electoral. En general, 
los partidos se van acomodando más al mercado elec-
toral que a la pelea por un modelo determinado.
–¿Qué rupturas y continuidades con la política de 
los ’90 considera que existen en el actual gobierno?
–La continuidad que hay es la inequitativa distribu-
ción de la riqueza. El tema de la deuda. Este gobierno 
tiene un discurso más combativo, más cercano a lo 
soberano, pero tiene una práctica de ser el gobierno 
que más ha pagado al Fondo Monetario Internacio-
nal. Y hoy está claro que el FMI viene a revisar qué se 
está haciendo. De todas formas no es exactamente el 
modelo de los ’90. A veces se desprecia lo discursivo 
como si fuese algo que no sirviera, pero yo creo que lo 
discursivo es un avance. Hay un planteo de ruptura 
desde lo discursivo, referido a las cosas en las que hay 
continuidad en los hechos, como la depredación de los 
recursos naturales, el tema energético y la dependen-
cia y la falta de políticas claras al respecto, además de 
la concentración económica. Pero a la vez, es un paso 
adelante que en el discurso no defienden eso, sino que 
intentan contrarrestarlo. A veces hay hechos que van 
en ese sentido, y muchos otros que no. Hechos que van 
es ese sentido son por ejemplo la estatización de los 
aportes jubilatorios. Eso nos parece un paso adelante 
en lo estructural que tomó este gobierno y que nosotros 
respaldamos. Es una medida positiva que reivindica 
el papel solidario de la previsión social y del Estado 
como organismo regulador, en una distribución equi-
tativa de los ingresos. Capturaron una porción enorme 
de dinero y la sacaron de la mano de los bancos. Nos 
parece una medida de ruptura con los ’90. La política 
internacional tiene muchos aspectos que comparti-
mos, así como el discurso del Estado de no reprimir los 
conflictos sociales y la Ley de Medios. Pero esto no fue 
acompañado con otras medidas similares.
–¿Qué otras medidas propondrían en ese sentido?
–El tema no es sólo desalojar a la banca y al mercado 
como los hacedores del futuro en la Argentina, sino 
qué papel se reserva el Estado, cuál sería la planifi-
cación y cuáles serían los acuerdos de Estado. Habría 
que avanzar hacia un modelo que para la Argentina 
no está lo suficientemente claro. Por ahí lo están discu-
tiendo en el Gobierno, pero no se está discutiendo en 
términos generales con el conjunto de la sociedad. Hay 
que promover el desarrollo de las provincias, sobre 
todo de las más postergadas. Tiene que haber una 
fuerte promoción. No es solamente decirlo: tiene que 
haber una inversión muy fuerte, en infraestructura y 
también en planes de desarrollo local. Algunas de las 
ideas que se plantean en los planes de las cooperati-
vas, que son muy precarios y muy incipientes, pueden 
empujar el vector hacia ese lugar. Esto tiene que ver 
con volcar recursos del Estado hacia las provincias y 
las regiones más postergadas para que puedan desa-
rrollar su economía, agregándole valor a la produc-
ción primaria de esas regiones. Tenemos que pensar 
cómo articular las regiones del norte con el corredor 
Pacífico-Atlántico. Esto lo está articulando estratégi-
camente el mercado y no los Estados nacionales. Es 
necesario impulsar y profundizar esta medida que el 

Gobierno tomó, que nos parece buena, de las asig-
naciones universales y que deberían ser universales 
en serio. Y deberían ser más transparentes. Deberían 
recibirlas todos. Los que más necesitan tienen menos 
posibilidades de cumplir con los requisitos adminis-
trativos y no lo están recibiendo. Hay que trabajar 
sobre una reforma tributaria para hacer un régimen 
tributario más progresivo, justo, equitativo. Precisa-
mos un régimen de coparticipación que trabaje sobre 
los planes de desarrollo local y que no signifique sola-
mente volcar dinero, sino que se haga con un sentido 
y una articulación, de manera tal que si uno finan-
cia para que determinada rama de la producción se 
desarrolle, después haya garantía de que esa produc-
ción pueda ser exportada o vendida localmente. Si 
no muchas veces los planes se agotan en sí mismos 
por falta de previsión de futuro. Hay que trabajar con 
pequeñas y medianas empresas, mejorar el sistema 
crediticio, hacer más accesibles los requisitos para el 
pequeño y mediano empresario, dar oportunidades de 
desarrollo a este tipo de empresas. Muchas veces, los 
gobiernos de las provincias, municipios y nacional, 
trabajan más para una inversión de empresas con-
centradas, que en ese momento puede impactar sobre 
mayor mano de obra, pero que en términos de futuro 
no permite un desarrollo más armónico, más igua-
litario. Hay municipios que tienen un buen trabajo 
alrededor de este tema. Lo que no tienen son recursos. 
Hay otros municipios donde no tienen trabajado el 
tema, otros donde es muy precario y otros donde ni si-
quiera se piensa como estrategia. Y el Estado nacional 
no ayuda a articular los esfuerzos dispares que hacen 
los municipios. En el tema del desarrollo local, la clave 
son los municipios. Habría que trabajar mucho. Eso 
significa invertir mucho en recursos humanos y en re-
cursos materiales. Esto hoy no lo estamos viendo en la 
Argentina. No se hace de un día para el otro. Implica 
una tarea de planificación para que esto tenga sentido 
y utilidad. Habría que modificar también el régimen 
de promoción industrial, que hoy en general es más 
favorecer negocios de amigos que una tarea seria para 
los pueblos que tienen los recursos más precarios. Otra 
cuestión básica es el tema de la salud: es probable-
mente de las peores cosas que ha llevado adelante el 
Gobierno. Han tenido ministros que sabían mucho, 
ministros que sabían menos, y ministros que no saben 
nada, pero las políticas de la salud no han sido como 
la que Argentina tuvo con el radicalismo en los ’60 
con Arturo Oñativia o Ramón Carrillo en los ’40. Hay 
que tomar el tema de la salud en cuanto al desarrollo 
del país en la producción estatal de medicamentos, 
reactivos y vacunas, la regulación y el control de la 
comercialización de los medicamentos que prohíben 
las grandes empresas. Un medicamento en la Argen-
tina vale tres veces más que en España, descontando 
los costos de flete. Un sistema de salud centrado en 
la atención primaria de la salud. Es decir que los 
efectores públicos busquen preservar la salud de la 
población más que activarse sólo cuando la persona 
está enferma y llega hasta un lugar de atención. Es el 
Estado el que tiene que llegar al barrio y desempeñar 
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tareas de bienestar público que son las que preservan 
la salud.
–Desde el oficialismo dicen que a la izquierda de 
ellos no hay nadie con política de poder real o que 
esto es lo máximo que la sociedad tolera.
–Ese es un discurso de resignación. También en los ’80 
decían: “Esto es lo máximo que podemos hacer, a la 
izquierda de nosotros no hay nadie y si nos vamos no-
sotros se cae la democracia”. Entonces, había que em-
pezar a privatizar, pensar en sueldos limitados y ban-
carse un montón de cosas. En lo ’90 también, decían: 
“El mundo cambió, más que esto no se puede hacer”. El 
mensaje era “hay que resignarse”. Pero el discurso era 
“hay que modernizarse, estar a tono con lo que está 
pasando en todos los países”. Y ahora también. Reivin-
dico muchas cosas que hace este gobierno y tuvimos el 
buen tino de acompañarlas. Porque si es bueno para 
el país y para sus ciudadanos, hay que acompañar 
aunque electoralmente se pierdan votos. Ahora, ¿por 
qué tenemos que resignarnos a que los trabajadores 
de los hospitales estén precarizados y por lo tanto no 
haya una buena atención de los efectores públicos de 
la salud? ¿Por qué acostumbrarnos y decir que no se 
puede cambiar el régimen impositivo en la Argentina? 
No queremos resignarnos. Y así como estamos dispues-
tos a acompañar al Gobierno en el camino hacia una 
sociedad más justa, también estamos dispuestos a re-
clamarle por todos los pasos que no se animen o quie-

ren dar. Es necesaria una discusión franca para ver 
si hay pasos que no se pueden dar: tampoco se puede 
plantear una sociedad más justa en el aire, tiene que 
plantearse sobre bases sólidas. No es bueno reclamar 
lo que no se puede hacer. Eso implica una discusión 
más profunda que la discusión burda de decir que 
es blanco o negro y que si uno apoya al Gobierno es 
porque se vendió o si uno reclama una medida social 
le está haciendo el juego a la derecha. Plantear que 
los jubilados tienen que ganar más pasa a ser parte de 
una política de la derecha. Es ridículo. Tiene que ser 
una discusión seria, argumental. No basta con el eslo-
gan. Ni al Gobierno le basta con el eslogan de que la 
derecha lo quiere voltear para justificar determinadas 
medidas que toman, ni a la oposición le alcanza con 
el eslogan de plantear la corrupción en el Gobierno, 
que existe. La mayoría de los grupos de la oposición 
no da muestras de que pueda hacer una cosa mejor: 
es una ventaja con la que el Gobierno juega. Eso uno 
no se lo puede achacar al Gobierno. Se les tiene que 
achacar a los que tienen la responsabilidad de plan-
tear una opción superadora.
–¿Cómo se puede generar una fuerza para instalar 
esa opción superadora?
–Tiene que haber una fuerza alternativa que no se 
organice detrás de los dos grandes partidos nacionales 
que en los últimos años han tenido responsabilidades 
enormes en la crisis argentina. Los partidos de alter-

nativa surgen como una opción y terminan 
siempre enredándose en las internas de 
los dos partidos mayoritarios. Hay que 
evitar esa opción y construir por afuera. 
Pero no va a suceder sólo si reclamamos el 
lugar de la novedad: eso es efímero si no 
se demuestra a lo largo del tiempo que se 
tiene un programa, un conjunto de ideas, 
coherencia para llevarlas adelante, y 
además la inteligencia de apoyar las cosas 
que los partidos que gobiernan puedan 
estar haciendo bien. Es decir, solamente 
puede crecer la opción alternativa si tiene 
un lugar positivo en la política y no el 
lugar de la destrucción y la negatividad 
de lo que hacen los otros partidos. Eso es 
muy difícil. Las campañas electorales son 
de brocha gorda, se dice que se hizo todo 
mal y se critica todo, pero a veces hay que 
saber reconocer cosas que estuvieron bien 
hechas. Entonces estas fuerzas alternativas 
no tienen que tener un lugar de reacción y 
de estar siempre en contra. Tener la inte-
ligencia y la habilidad de saber apoyar 
cuando corresponda apoyar las medidas 
del Gobierno, sin que eso signifique subor-
dinarse a la estrategia que este gobierno 
tiene, porque eso lleva a terminar apoyan-
do y justificando lo que se está haciendo en 
minería, recursos energéticos y naturales, 
con la deuda externa: es decir, el saqueo. 
Hay que pararse en un lugar propio. Ser 
claro en decir no a muchas cosas y claro y 
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hábil para decir sí, sin que eso signifique subordinarse 
a políticas que fijan otros con otros intereses.
–¿Es posible romper con el modelo de saqueo?
–Hay que trabajar mucho fundamentalmente dentro 
de la sociedad, si esto no lo asume el conjunto va a ser 
muy difícil que lo asuma un gobierno, por más lúcido 
que sea. Por eso hay que trabajar muchísimo, esta 
opción de alternativa política no es sólo un partido o 
un grupo de partidos. Tiene que ser una tarea inten-
sa, de ida y vuelta, respetuosa de la autonomía, con 
organizaciones sociales que expresan las necesidades 
de la sociedad. Dentro de esas organizaciones están 
los grupos ambientalistas. La idea es articular todos 
los reclamos. No se frena un modelo de acumulación 
de la noche a la mañana porque se nos caería encima. 
El viento de cola de la economía mundial está dado 

EL ROL DEL PLAN FÉNIX
 
“Valoro mucho el esfuerzo enorme que se hace en el Plan Fénix. Lo valoro por varias cosas: en el medio de los 
peores momentos de los ’90 surge una ventana y entra algo de luz. Muchas de las cosas que reclamábamos desde 
las organizaciones sociales fueron respaldadas académicamente por intelectuales y académicos, que desde los 
ámbitos más respetados dijeron que era posible hacer lo que estábamos reclamando, explicaron el porqué se 
podía hacer y demostraron cómo. Eso era emparentar las luchas sociales con luchas académicas que a veces se 
dieron en los sótanos. Era la primera vez en mucho tiempo que la universidad daba algún tipo de respuesta a las 
luchas sociales y políticas, a las necesidades de la gente, porque muchas de las últimas generaciones de intelec-
tuales habían estado enfrascadas dentro de luchas académicas dentro de las paredes a las universidades. El Plan 
Fénix genera un insumo importante para debatir propuestas, para todos los sectores políticos. Tienen la inteli-
gencia de no embanderarse detrás de un partido político, de un dirigente o un grupo. Al ser un ámbito plural pu-
dieron proveer a quien quisiera materiales para poder trabajar en ideas y proyectos del país. Es muy bueno, muy 
valioso lo que se hace desde el Plan Fénix. Es muy complejo poder articular las contribuciones de tanta gente con 
tanta capacidad. Y en estos años lo pudieron hacer.”

para un modelo extractivista basado en la produc-
ción primaria y en la exportación de cuatro o cinco 
productos. Esa es una posición endeble, lo sabemos 
por historia. Hoy está a donde se pueda mirar en el 
horizonte, mientras China e India sigan demandan-
do probablemente no tengamos un problema con 
ese modelo. Pero hemos visto muchísimas veces que 
puedan suceder cosas impredecibles y cuando suce-
den estas crisis lo peor que puede pasar es tener pocas 
barajas en la mano, lo que sucede si se basan todos los 
ingresos en pocos productos con poco valor agregado. 
Se podría aprovechar esta situación internacional 
favorable para discutir un modelo de mediano plazo 
e ir haciendo que las áreas más rentables favorezcan 
el desarrollo de las áreas que hoy son menos rentables 
pero que son estratégicas. j
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El subsecretario general de la Presidencia, 
Gustavo López, recibió a Voces en el Fénix en 
su despacho en la Casa Rosada. El dirigen-
te, que proviene del radicalismo y milita 
activamente en el kirchnerismo, planteó los 

principales desafíos que el oficialismo tiene para el futu-
ro, desde una perspectiva histórica que tiene en cuenta 
los aportes de los principales movimientos políticos de la 
Argentina.

–¿Considera que hay dos modelos en disputa? ¿En qué 
medida el gobierno nacional encarna uno de ellos?
–Claramente sí. La década neoliberal no pasó en vano. 
Por cuestiones no sólo económicas, sino por cuestiones 
metodológicas e ideológicas hubo una especie de vacia-
miento que atravesó a todos los partidos políticos. Ser 
peronista o radical puede no representar nada, depende 

en qué momento uno se sitúa. En los ’90, el peronismo 
se convirtió en el partido conservador y aplicó un feroz 
ajuste, sólo comparable con el de (Augusto) Pinochet en 
Chile. Pero hoy hablamos de otro peronismo. Y lo mismo 
pasa si se compara al radicalismo de los ’80 con el de 
ahora. Hay dos grandes avenidas en la vida política 
argentina, dos trazos gruesos: un modelo desarrollista, 
progresista, nacional y popular, cada uno lo denomina 
como quiere, depende de su origen; y otro, neoliberal y 
conservador. Dentro de estas corrientes hay matices. Pero 
hay dos modelos económicos, y el Gobierno encarna uno 
de ellos, que implica la creación de empleo, el mercado 
interno, el consumo, el trabajo en blanco. Y una serie de 
políticas puntuales, como la asignación universal, la re-
estatización de los fondos de jubilaciones y pensiones. O 
se está con los fondos públicos o con las privatizaciones. 
Entre el ’89 y el ’99 la jubilación estuvo congelada en 180 

“La sociedad acompaña las 
políticas públicas”

Diálogos políticos: Buscando consensos / Gustavo López

El funcionario defiende los logros del gobierno nacional y 
explica todo lo que falta hacer. Elogios a Néstor Kirchner y a 
Raúl Alfonsín y críticas a los partidos tradicionales.
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pesos. Y después les rebajaron un 13 por ciento. Desde 
que asumió Kirchner, en cambio, tuvieron 14 aumentos. 
Y desde que está Cristina, hay una ley que dice que dos 
veces por año tiene que haber un aumento. Y el aumento 
promedio es de un veintipico por ciento. Sin dudas, el 
Gobierno encarna la corriente progresista. 
–¿Existen resabios de neoliberalismo en el proyecto 
del oficialismo?
–Son las instituciones las que tienen resabios de neolibe-
ralismo. El neoliberalismo penetró muy profundamente 
en la vida institucional. Todavía falta cambiar la Ley 
de Entidades Financieras y la Carta Orgánica del Banco 
Central. Esos son resabios del neoliberalismo: no es que 
los tenga el Gobierno, lo adquirieron las instituciones 
de nuestro país. Son procesos. La reestatización de los 
fondos de jubilaciones y pensiones se hizo en el gobierno 
de Cristina Fernández de Kirchner. Esto no significa que 
el gobierno de Néstor Kirchner no haya sido popular, 
progresista o desarrollista en materia económica. Toda-
vía teníamos instituciones del neoliberalismo y todavía 
seguimos teniendo algunas. Los cambios que está produ-
ciendo el gobierno de Cristina son exactamente opuestos 
en lo estructural a los cambios que hizo el gobierno de 
(Carlos) Menem. Así como Menem estructuralmente 
cambió la Argentina, en el sentido negativo, con una 
transformación conservadora y brutal que dejó al país 
con 52 por ciento de pobres, ahora se están también 
haciendo cambios estructurales recuperando todo lo que 
se perdió con el neoliberalismo. Va a llevar muchos más 
años porque estos cambios son de leyes muy importantes.
–¿Cuáles son los desafíos a la hora de generar estos 
cambios estructurales?
–Se ha dado un fenómeno muy particular en el mundo, 
a partir de la globalización: el capital se reproduce a sí 
mismo. Históricamente, el capital estuvo ligado a la pro-
ducción. El excedente de capital, el ahorro, era producto 
del excedente de producción. Si se producía producción 
primaria o secundaria, ese ahorro iba a parar al sistema 
financiero. A partir de mediados de los ’70, con la crisis 
del petróleo y la suba de los precios del crudo, se dio un 
fenómeno que después tomó vigor en los ’80: se indepen-
diza el capital financiero del capital productivo. Al país le 
puede ir bien o mal, puede producir o no. Pero el capital 
financiero se independizó y se reproduce a sí mismo. Son 
las famosas burbujas. En algún momento, explotan. Esto 
fue un fenómeno que en la Argentina se vivió a partir 
del ’76 con Martínez de Hoz. Poner las leyes bancarias al 
servicio del sistema productivo y no del servicio financiero 
es un cambio muy profundo que hay que lograr. Seríamos 
pioneros. El mundo sigue para otro lado. En la dictadura 
adoptamos esa política: es hora de cambiarla.
–¿Considera que hay consenso para profundizar los 
cambios?
–En este momento el consenso está. Tuvimos un gran 
consenso durante todo el gobierno de Kirchner. Se dieron 
distintas circunstancias. Él asume con el 22 por ciento de 
los votos. El país estaba realmente en llamas, estábamos al 
borde de la disolución. No había instituciones reconocidas 
por la sociedad. La gente pedía que se vayan todos y si 
encontraba alguno lo colgaba en el medio de la calle. Nos 
olvidamos, pero los diputados querían hacer un túnel que 

fuera del Anexo a la Cámara porque no podían cruzar 
la avenida Rivadavia. Ese grado de disolución social se 
superó a partir del 2003, cuando Kirchner decía “vamos 
a ser un país serio”. Era simplemente eso: no es mucho, 
pero para la Argentina es demasiado. El establishment le 
toleró todo, porque necesitaba poner al país cabeza arriba 
y patas para abajo. Cuando se logró, lo empezaron a 
cuestionar. La puja por el poder en la Argentina comienza 
cuando la Argentina se pone de pie, no antes. La socie-
dad acompañó todos estos cambios. Y el establishment 
también acompañó, hasta fines del 2006, principios del 
2007. Después empezó una puja muy fuerte por el poder y 
perdimos la discusión con la 125. Recobramos el manejo 
y el acompañamiento de la opinión pública después de 
las elecciones de junio de 2009. El Gobierno retomó la 
iniciativa y la sociedad nos volvió a acompañar. La Ley 
de Medios ayudó mucho a deconstruir el discurso hege-
mónico del otro lado: la gente empezó a darse cuenta de 
que se juegan intereses, que plantean la vuelta al modelo 
neoliberal, mienten y construyen una realidad ficticia de 
acuerdo con esos intereses. No es que hay una propuesta 
superadora y plantean profundizar el modelo pero mejor. 
La propuesta parlamentaria que tiene la oposición es 
votar en contra, o sea volver para atrás. La sociedad está 
acompañando las políticas públicas. Lamentablemente, 
esto se vio con la muerte de Kirchner.
–¿Cómo evalúa las alianzas que tiene el oficialismo 
con sectores como el de Gildo Insfrán en Formosa?
–Es un proceso que tiene contradicciones, en el propio 
seno del peronismo. Recordemos que en el 2003 había 
tres candidatos peronistas, y tres candidatos radicales. 
Menem salió primero, Kirchner segundo y Alberto Rodrí-
guez Saá tercero. Y en 2007 estuvo Cristina, pero también 
Roberto Lavagna y Rodríguez Saá. No es que el peronis-
mo se haya encolumnado. El kirchnerismo es un fenóme-
no diferente al peronismo, aunque se nutre de sus raíces. 
Es lo más parecido al primer peronismo, al del ’45, que se 
ha visto. Obviamente actualizado al siglo XXI. No todos 
los que acompañan están en la misma sintonía, ni todos 
los que acompañamos venimos del peronismo. Ojalá 
esto finalmente pudiera transformarse en otra cosa, 
y las viejas estructuras partidarias sincerarse y que se 
hagan dos grandes movimientos, uno de centroizquierda 
y otro de centroderecha. No veo este proceso cerca. Las 
estructuras tradicionales siguen en pie. Hay peronismo 
de izquierda y de derecha. Y radicalismo de izquierda y 
derecha. Esto va a seguir así. Nosotros no estamos apo-
yando al peronismo, estamos apoyando a este modelo 
que lo encabezó Néstor y ahora lo encabeza Cristina: el 
kirchnerismo. Y nos sentimos parte, con nuestra propia 
identidad. Así como hay un sector del socialismo, el Fren-
te Grande, entre otras fuerzas políticas. Entonces, obvia-
mente que hay contradicciones. Pero no me preocupan, 
porque estas contradicciones estuvieron siempre en el 
seno de todos los gobiernos. Raúl Alfonsín era progresista 
y convivía con sectores conservadores. En un momento 
tuvo un quiebre y el entorno conservador pudo más 
que el progresista. El tema es qué sector gobierna. Aquí, 
la profundización del modelo es lo que está llevando 
adelante Cristina, y nosotros apoyamos. Ni todos los que 
están de esta vereda están convencidos y son buenos, ni 
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todos los que están de la otra son malos. Ahora, el tema 
es quién lidera y qué política ejecuta. Y las políticas de 
este gobierno son progresistas. Los grandes movimien-
tos políticos en la Argentina son contradictorios. Nacen 
populares, pero tienen momentos conservadores, como 
el radicalismo en los ’30 y ’50. Ahora, recordamos el 
radicalismo de Hipólito Yrigoyen y Alfonsín. Lo que 
hace grande al radicalismo es esa historia popular. Lo 
que hace grande al peronismo también es esa historia, 
la de Juan Domingo Perón y la de Kirchner, si el pero-
nismo hubiera sido Menem habría desaparecido. Estos 
movimientos populares son su esencia. Nadie que esté 
en el espacio progresista puede dejar de lado las histó-
ricas banderas de los grandes movimientos nacionales 
y populares de la Argentina. Hay radicales y peronistas 
del campo conservador. También se ve en el mundo. En 
España el PSOE está aplicando el ajuste y privatizando 
como no lo hizo José María Aznar en los ’90, aunque se 
digan socialistas y obreros.
–¿Qué opina de la contraposición que se hizo de la 
figura de Alfonsín con la de Kirchner?
–Yo no pertenezco al peronismo. Provengo del radica-
lismo, del sector progresista. Cuando entendimos que el 
radicalismo se había consolidado en posiciones conserva-
doras, junto con muchos otros, decidimos irnos, reivindi-
cando nuestra historia. Reivindico a Alfonsín como punto 
de inflexión de la vida política de la Argentina. No todo el 
peronismo lo hace. En general hay sectores del peronismo 
que son renuentes a hacerlo, hasta por una cuestión de 
envidia: “No lo hicimos nosotros, lo hicieron ellos, no se los 
reconozco”. Así como Alfonsín sentó las bases de la institu-
cionalidad de la Argentina, después de 70 años que venía-

mos de golpe en golpe, Kirchner rompió la estigmatización 
de que hay determinadas cosas que no se pueden: volvió a 
poner a la política por encima de la economía, y rompió 
los cánones preestablecidos. Son dos grandes transfor-
madores de la vida política de los últimos veinte, treinta 
años. Yo provengo desde los ’70 del radicalismo, tengo un 
afecto muy especial por Alfonsín. Y pierdo objetividad en 
el análisis. Como todo hombre, tuvo sus claroscuros. Se 
lo va a recordar por sus momentos de brillantez política, 
por haber sido defensor de los derechos humanos en los 
’70: básicamente por haber restaurado la democracia en 
la Argentina. Ha cometido errores que tienen que ver con 
la economía, donde siempre le fue muy mal. No pudo 
reencauzar nunca el modelo productivo de la Argentina, 
subordinó la política a la economía. Y no comparto el 
Pacto de Olivos, más allá de que la Constitución del ’94 es 
mucho mejor que la anterior. La coyuntura del mundo era 
otra, venía la ola conservadora. Él la resistió hasta donde 
pudo y después nos pasó por arriba. Asumió Menem y 
entregó el poder a las corporaciones, que Alfonsín había 
enfrentado en la primera etapa de su gobierno. La derecha 
usa a Alfonsín en contraposición a Kirchner, pero no es 
el Alfonsín de los ’80, el que se enfrentó a la Iglesia, a los 
militares, a las corporaciones, a la Sociedad Rural; es un 
Alfonsín lavado, inexistente. El Alfonsín que fue chiflado 
en la Rural es el que se enfrentaba a los grupos econó-
micos. El tema es que perdió la pulseada. Le hicieron un 
golpe económico. Y en cambio, Kirchner les ganó la pelea. 
Es una cuestión de resultado. Kirchner dio esta pelea por 
varios motivos. Primero, por convencimiento. Segundo, 
por un gran coraje. Tercero, porque se da cuenta de que 
es esto o nada. Si aplicaba las mismas recetas, ya el país 

había experimentado todo lo que tenía que 
experimentar. Fueron dos grandes líderes. 
Cada uno va a ser recordado por lo que ha 
dejado en el país.
–¿Cree que este es un momento propicio 
en Latinoamérica para proyectos emanci-
padores? 
–Lo vivo como un momento extraordinario 
que ojalá se convierta en un proceso ordi-
nario. Estamos viviendo un paréntesis en la 
historia de América latina. Si se revisa lo que 
pasó de 1810 a 2010, esto es lo más pareci-
do al proceso emancipador. Hay sintonía 
entre los presidentes de América del Sur que 
bregan por la Patria Grande, por el sistema 
democrático, las garantías y los pactos que se 
hicieron en la última Cumbre Iberoamerica-
na. Se vio con lo que sucedió con la Unasur, 
que intervino para frenar el intento de golpe 
a Rafael Correa en Ecuador y lo que suce-
dió entre Argentina, Uruguay y Brasil para 
frenar el intento de golpe contra Evo Morales 
en Bolivia. Habría que remontarse al ’40 o 
el ’50 con los movimientos populares que 
surgieron en esa época: Getulio Vargas en 
Brasil, Perón en la Argentina, el Movimiento 
Nacionalista Revolucionario en Bolivia, el 
batllismo en Uruguay, y en México, Lázaro 
Cárdenas. Pero surgieron en momentos dife-
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rentes. El momento actual es excepcional porque todos 
los líderes de América latina están en esta sintonía. Se 
llegó a un grado de madurez muy interesante, después 
del saqueo del neoliberalismo y las dictaduras militares. 
Es muy importante el triunfo de Dilma Rouseff en Brasil 
y que sigan ganando los sectores políticos que abonen el 
progresismo, los movimientos nacionales y populares. 
Para consolidar este proceso necesitamos más tiempo, 
que Cristina gane en el 2011, que José Mujica ganara 
en Uruguay y Dilma en Brasil. Los resultados de este 
proceso extraordinario son beneficiosos para toda la 
sociedad. Creció la economía, el PBI, el empleo. Hay 
una mayor redistribución de la riqueza. Pero los sectores 

EL ROL DEL PLAN FÉNIX

“El Plan Fénix realiza una contribución esencial para la vida política de nuestro país. Cuando nació, hace una 
década, parecía que predicaban en el desierto, había muy pocas voces que planteaban otras cosas, excepto 
la CTA que planteaba posturas diferentes a través de su instituto de estudios y algunos que ejercíamos en ese 
momento el periodismo y aisladamente planteábamos algo diferente. Y de golpe irrumpe el Plan Fénix con todo 
lo que significa que desde la academia se haga un planteamiento distinto. Claro, los economistas del establish-
ment se burlaban de las propuestas económicas que pocos años después aplicadas en la realidad iban a dar los 
resultados que están dando. Fue fundamental, porque siempre se necesita un acompañamiento académico a las 
políticas partidarias. Ese acompañamiento fue, como en el caso de Mercedes Marcó del Pont, en lugares clave en 
la gestión gubernamental. El Plan Fénix nació en el momento que tenía que nacer. Fue un lugar de resistencia. 
Toda esa materia gris que se puso al servicio de la causa popular hoy forma parte de este proceso maravilloso 
que está viviendo América latina. Fue una piedra angular para decir que otro modelo era posible. Hoy volvemos 
a la pregunta inicial. Hoy hay dos modelos: el Plan Fénix lo planteó hace diez años: un modelo productivista, 
desarrollista, nacional, popular, progresista, donde abona el Plan Fénix, y otro neoliberal-conservador para 
un país de excluidos, donde el 70 por ciento de la población queda afuera de toda posibilidad de desarrollo. No 
es que uno venció al otro. Hoy se está aplicando este, y tenemos que pelear cada cuatro años en las elecciones y 
todos los días en cada uno de los campos de batalla que se dan, básicamente a través de los medios, para que este 
engaño de la teoría del derrame no nos vuelva a ahogar como nos ahogó hace ocho años.”

conservadores van a intentar de una u otra manera 
desestabilizar a la región. Hay que estar atentos porque 
estamos acechados permanentemente. Intentaron un 
golpe en Bolivia y en Ecuador y no fructificó. Pero sí 
pudieron hacerlo en Honduras, que queda un poquitín 
más lejos. Es un antecedente muy peligroso. La OEA 
prácticamente ya no existe. Los organismos interna-
cionales como la Unasur pueden ser un gran remplazo 
para dar una respuesta adecuada. Vamos a tener, por 
suerte, varios años más de esta excepcionalidad hasta 
que convirtamos el continente en el territorio soñado, a 
lo mejor Latinoamérica es la tierra prometida.  j



+70 vocesenelfenix.com

R oy Cortina, diputado nacional y 
máximo dirigente del Partido Social-
ista en la ciudad de Buenos Aires, 
dialogó con Voces en el Fénix pun-
tualizando las propuestas de esta 

fuerza que busca posicionarse como una alter-
nativa al oficialismo y a la oposición de derecha, 
con especial énfasis en la experiencia llevada a 
cabo en Rosario y en la provincia de Santa Fe. La 
charla tuvo lugar en la sede del Centro de Inicia-
tivas y Políticas del Socialismo para Buenos Aires, 
desde donde se elaboran iniciativas que van en un 
sentido contrario a la gestión de Mauricio Macri. 

–¿Considera que hay una disputa entre dos mod-
elos? ¿En qué medida gobierno y oposición tienen 
que ver con esto?

–Si hacemos un análisis político-cultural vemos 
que hay una historia de mucha confrontación en la 
Argentina, que tiene que ver con toda la historia de 
plantear que se trata de peronismo-antiperonismo, 
radicalismo-antirradicalismo, por lo cual las postu-
ras del Partido Socialista son siempre complicadas 
porque trata de abrirse paso ante todas esas anti-
nomias muy perjudiciales para el país. Recuerdo 
los viejos documentos que leíamos a principios de 
los ’80, redactados por Guillermo Estévez Boero, 

“El Gobierno no resolvió el 
problema de la pobreza”

Diálogos políticos: Buscando consensos / Roy Cortina

El diputado socialista critica al oficialismo pero se diferencia de 
la oposición que quiere defender a los sectores de privilegio. Las 
propuestas de una fuerza que pretende armar un frente progresista 
a nivel nacional para solucionar el problema de la pobreza y de la 
desigualdad a la vez que se profundiza la democracia. 
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sobre las falsas antinomias, el falso enfrentamiento 
entre sectores medios y los sectores vinculados más 
al mundo del trabajo, de lo que siempre sacaban 
provecho los sectores de privilegio, asociados a los 
intereses extranjeros. Por esa brecha se pudieron 
colar gobiernos conservadores, ya sea vía golpe de 
Estado o lo que sucedió en los ’90. Más que hablar del 
modelo que plantea el Gobierno y que supuestamente 
hay una oposición que se opone en bloque, prefiero 
puntualizar en que hay agendas que no están resuel-
tas. Quizás es medio ambicioso hablar de modelo y 
contramodelo, tanto para el oficialismo como para la 
oposición. Hay dos problemas que son la madre de los 
demás y que no están resueltos, más allá de estos ocho 
años de continuidad de un proyecto político, primero 
encabezado por el ex presidente Néstor Kirchner y 
ahora por Cristina Fernández de Kirchner. La Ar-
gentina en uno de lo países más grandes del mundo, 
bendecido por todos los climas, recursos naturales de 
todo tipo, que no ha tenido problemas de tipo étnicos 
que lo hayan llevado a grandes problemas políticos 
o sociales, ni guerras civiles y religiosas. Es un país 
despoblado, que le puede dar de comer a 400 millones 
de personas. La desigualdad es una inmoralidad. Lu-
ego de haber pasado por siete años de crecimiento to-
davía tiene un 25 por ciento de compatriotas pasando 
hambre. El Gobierno no resolvió el problema de la 
pobreza. Ese es el principal problema: la pobreza y la 
desigualdad. En estos últimos años, como si fuera un 
capítulo más de la teoría del derrame, el país lo que 
ha hecho es crecer económicamente frente a un viento 
de cola, como dicen muchos economistas, que tiene 
toda Sudamérica. El tema es que ese derrame y crec-
imiento no les ha llegado a los sectores más necesita-
dos. Entonces, hoy la economía es más concentrada 
y extranjerizada que antes y la brecha entre los que 
más tienen y lo que menos está intacta. Es falaz lo 
que plantea el Gobierno, que este sea un modelo 
que jerarquiza la distribución del ingreso. Y es falaz 
lo que plantea parte de la oposición que sigue con 
recetas atadas a un pasado, la década de los ’90, con 
la que los socialistas no tenemos absolutamente nada 
que ver. El problema no es por la falta de garantías 
para los que vienen a invertir, un tema que plantean 
algunos sectores de la oposición. El otro tema de 
agenda es la de la revitalización de la democracia. 
Algunos lo llaman calidad institucional, pero están 
diciendo garantías para poder invertir, pero para mí 
pasa por ver qué queremos hacer después con nuestra 
democracia. En Rosario y en la provincia de Santa Fe 
se logró la descentralización, una democracia de más 
proximidad, se innovó y vinculó la democracia rep-
resentativa con la democracia participativa. De estos 
dos problemas surgen los demás. Y el error de parte 
de la oposición y del Gobierno es querer abordar los 
problemas sin tener en cuenta esas dos problemáticas 
fundamentales. 
–¿Cómo cree que se pueden llevar adelante estos 
cambios y lograr sobrellevar la oposición de los 
sectores de privilegio?

–Los cambios no son fáciles, no se producen de un 

día para otro. Hay que buscar coincidencias entre 
muchos sectores progresistas, tener mucha inteli-
gencia y prudencia estableciendo nuevas políticas 
públicas, que van a ser ineludiblemente, como en 
todo proceso político, pruebas de ensayo y error. Los 
medios deberían prestar mucha más atención a la 
experiencia interesantísima del socialismo en la pro-
vincia de Santa Fe, que es el dato nuevo en la política 
argentina. Son nuevas políticas públicas que no son 
ni radicales ni peronistas. En la gestión hay radicales, 
peronistas e independientes pero liderados por prim-
era vez por el socialismo.
–Algunos dirán que esto se puede hacer en Santa 
Fe que es una provincia rica y que ahí lo que pro-
ponen pueden funcionar, lo mismo que funciona 
en los países nórdicos.

–Es muy interesante. Luego de gobernar durante 
años Rosario, los analistas decían que tenía que ver 
con el perfil municipalista del socialismo, pero que 
otra cosa es gobernar una provincia como Santa Fe, 
capital del peronismo. Decían que no íbamos a poder 
sostener la gobernabilidad. Pero gobernamos y nadie 
nos vino a sacar. Y lo mismo pasa con el país. No hay 
que tomar solamente como modelo de país a Noruega 
o Suecia, hay que tomar como modelo también la 
construcción del PT en Brasil, del Frente Amplio con 
distintas características, más allá de los errores, la 
experiencia de la Concertación en Chile. Son cambios 
graduales. El sistema de salud pública municipal de 
Rosario, sin habernos dejado la barba y puesto la 
remera del Che Guevara, es lo más parecido a la salud 
pública preventiva de Cuba que hay. Hay un laborato-
rio municipal de producción de medicamentos. Y son 
gratuitos. Los hospitales públicos municipales pare-
cen hospitales de países nórdicos, la única diferencia 
es que en esos hospitales se atienden los pobres. Lo 
mismo que sucede en Buenos Aires con las personas 
que vienen del conurbano, sucede en Rosario, donde se 
atienden personas que vienen del conurbano rosarino, 
del Chaco, del norte pobre del país. Santa Fe es la 
única provincia donde se le da lugar al movimiento 
obrero en los comités mixtos de higiene laboral, donde 
participan trabajadores, los delegados, el sindicato 
y los empresarios. Este comité controla la higiene 
laboral en todos los sectores productivos y comerciales 
de la provincia. Ha venido Francesco Tonucci, el 
principal intelectual en el mundo con respecto a cómo 
deben ser las ciudades. Él dice que tienen que ser a 
medida de los niños. El bienestar se debe medir por el 
bienestar de los niños y ancianos. Si ellos están bien, 
es una ciudad progresista, de avanzada. En Rosario 
se aplica su concepto. El presupuesto participativo se 
hace en serio. Por eso hace veinte años somos gobierno 
en Rosario. Hay una experiencia de políticas públicas 
de la que los medios no hablan.
–¿Es posible hacer esto en Buenos Aires?

–Por supuesto que sí. Hay que tener voluntad 
política para construir algo distinto. Y hay que hacer 
una autocrítica sobre el progresismo en la ciudad 
que junto al gobierno nacional ha posibilitado que el 
macrismo triunfe, al partirse en dos la oferta elec-
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toral. La gente castigó al gobierno progresista que 
cometió muchos errores. El intento de Jorge Telerman 
de mostrar un progresismo activo no alcanzó. El pro-
gresismo porteño es una colección de biografías per-
sonales, cero construcción colectiva. No se les ha dado 
importancia a los programas políticos, hay cero pla-
neamiento estratégico, a diferencia de lo que sucede 
en Santa Fe, a partir del Frente Progresista. Buenos 
Aires es una ciudad rica, casi todos sus recursos son 
propios. El progresismo ha tenido una incapacidad 
total de construir programas e instrumentos colecti-
vos que le den coherencia a la cuestión. Cada minis-
tro hizo lo que quiso y ser jefe de gobierno es consid-
erado un trampolín para ser presidente. Las ciudades 
que han salido adelante lo han hecho con un pro-
grama, como Barcelona, Madrid, las ciudades del 
medio oeste americano, Rosario, Montevideo y Porto 
Alegre. El gobierno de Mauricio Macri es un desastre, 
es ineficaz, hay un retroceso absoluto en la salud y 
la educación publica. Está lleno de negociados. Hay 
un importante porcentaje de improvisación total. A 
veces se cree que la derecha tiene planes terribles para 
agrandar la brecha entre los que más tienen y los que 
no. Yo creo que más que una direccionalidad, hay 
una profunda improvisación. Esta es la derecha más 
vergonzosa y berreta de la historia. Funcionan con 

un equipo y un ejército de publicistas, como Francisco 
de Narváez. Al gobierno nacional le conviene que su 
oposición sea el macrismo. Se vio en el conflicto del 
Parque Indoamericano. Los dos hacen negocio. Macri 
usa el asesoramiento del publicista ecuatoriano Jaime 
Durán Barba como si fuera el casting de una película. 
Y en el medio, la pagan los ciudadanos. Los medios 
opositores y los cada vez más creciente medios a favor 
del Gobierno ayudan a plantear que estas son las dos 
únicas opciones. Pero a Macri no le va a ir bien, ha 
defraudado a gran parte del electorado.
–¿Qué medidas concretas tomarían en el plano nacio-
nal para revertir la pobreza y democratizar el país?

–La principal preocupación es la distribución de 
la riqueza. Presentaríamos una ley urgente al Parla-
mento para poder concretar el ingreso universal por 
hijo, que salga por ley y que el beneficio sea universal, 
para todos los chicos de la Argentina. Este es un buen 
momento, ya que continúa el crecimiento económico, 
para una gran convocatoria a todos los sectores políti-
cos y de la vida nacional para reformular el sistema 
impositivo. En el mundo no se ha descubierto una fór-
mula que permita aliviar o disminuir la pobreza vía 
transferencia de recursos que no sea la fiscalidad de 
la riqueza. La modificación del sistema distributivo, 
lo sabe la gente del Plan Fénix, pasa fundamental-

mente por ver cómo se hace un sistema 
impositivo menos regresivo, basado en 
que paguen más los que más tienen. 
Esto significa que va haber que tocar 
puntos del Impuesto al Valor Agregado 
(IVA). Esto podría ser al principio 
aplicado en los productos básicos de 
la canasta básica y de alimentos, que 
afecta mucho a los sectores que menos 
tienen. Y hay que gravar cosas que hoy 
no se gravan. Queremos convocar a un 
gran consejo económico y social, pero 
sancionado por ley, no por un capricho 
del ejecutivo, como se hizo ya en tres 
oportunidades sin resultados. Hay que 
discutir los grandes problemas como 
la inflación que no se solucionan. Es 
fundamental. No sostengo la teoría del 
exceso de demanda. El Estado tiene 
que lograr un entendimiento entre el 
mundo del trabajo y sectores produc-
tivos, generar un plan estratégico para 
regular los precios, no con una per-
sona que le ponga una pistola arriba 
del escritorio a un supermercadista. 
Sí creo en la regulación de precios, 
en la concertación. Es imprescindible 
avanzar a un federalismo real, que se 
base en un pacto federal. El gobierno 
nacional hace un manejo discrecional, 
perjudican a Santa Fe. Hay que modi-
ficar la manera en la que se manejan 
sectores que no están aprovechados, 
como la minería. No sólo desde el án-
gulo de una política sustentable que no 
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afecte al futuro por la cuestión ambiental, sino porque 
seguimos con una economía extractiva. Lo que sucede 
es increíble. Hoy todos los países controlan sus recur-
sos, todos incrementan sus vías férreas. Hoy dejamos 
que se lleven el petróleo, el gas. ¿Cuál es el futuro? En 
todo esto tiene que enfocarse el proyecto de un frente 
progresista.
–¿El socialismo se ha visto beneficiado por el 
mayor interés de los jóvenes en la política?

–Hay una tendencia de los jóvenes a participar 
más, por ejemplo en las ONGs. En el Partido Social-
ista creció mucho la secretaría de diversidad sexual, 
se acercan chicos gays, lesbianas, personas trans, 

EL ROL DEL PLAN FÉNIX

“Los socialistas siempre hemos pensado que la misión de la universidad es formar ciudadanos y ciudadanas, 
además ser un gran laboratorio, una usina de pensamiento que le ofrezca ideas a la Nación. No entendemos la 
autonomía universitaria como la posibilidad de que la universidad esté encerrada en una campana de cristal. 
Entendemos que es una responsabilidad para generar ideas. La universidad argentina tiene sus claros, ya que 
continúa teniendo prestigio, pero también tiene sus puntos oscuros en cuanto al déficit de producción de ideas. 
En ese sentido, el Plan Fénix de la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA es una maravillosa excepción que 
caló hondo en la necesidad de la sociedad argentina, para un país que sigue sin encontrar el rumbo. Para mí es 
un orgullo que la UBA tenga al Plan Fénix. Tengo estudios inconclusos en la Facultad de Ciencias Económicas, 
he militado mucho y he sido funcionario, justo en la época en la que surgió el Plan Fénix. Conozco al doctor 
Abraham Gak, sé del empeño de los docentes, más allá de las propuestas que uno las puede considerar como 
valederas, polémicas, o no coincidir, pero siempre hay que escuchar lo que dicen. Ese respeto lo valora la opinión 
pública, los periodistas. Yo siento un gran respeto y cariño por el Plan Fénix.”

heterosexuales, que se sumaron a la gran cruzada 
que fue la sanción del matrimonio igualitario. Se ve 
en la Marcha del Orgullo Gay, donde antes sólo iban 
algunos y ahora es una gran fiesta de la juventud. 
También muchos jóvenes se suman por la preocu-
pación que genera el problema medioambiental. No 
sé si es como en el ’83 o en los ’70, pero se ve, sobre 
todo en las universidades, que se suman muchos 
jóvenes al oficialismo, otros a la derecha, y otros al 
socialismo. Es positivo para la política. Significa que 
la política tiene presente. Notamos que aumenta la 
participación, por lo que estamos muy contentos. No 
hay que defraudar a los jóvenes.
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